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Resumen y Abstract VII 
 
Resumen 
Con la presente investigación se pretende presentar algunas consideraciones que 
pueden tenerse en cuenta por parte del órgano competente para conocer del recurso 
de casación, así como del mismo legislador, respecto de la conveniente inclusión del 
principio de oralidad, dentro del proceso de trámite del recurso de casación en el área 
laboral, a fin que se refleje una mayor seguridad jurídica en los ciudadanos, respecto 
de las decisiones de la Corte Suprema de Justicia, por vía de recurso de casación, 
frente a las decisiones de los jueces de primera y segunda instancia, que bajo el 
principio de inmediación, tiene contacto con las partes del proceso, para de esta forma 
dar cumplimiento a los mandatos constitucionales respecto de los derechos 
fundamentales que les deben ser propios de la administración de justicia; igualmente 
se demostrará, que no la técnica de la casación, no necesariamente riñe con el 
principio de oralidad dentro del proceso laboral, por cuanto  en el desarrollo histórico y 
normativo de este recurso, encontraremos el aporte que dio a los procesos laborales 
iniciados por los trabajadores y las garantías que en consecuencia se reconocen por 
medio del trámite de este recurso. Consideraremos además, la evolución histórica y 
jurídica del principio de oralidad, dentro del proceso ordinario, y en concreto dentro del 
proceso laboral, para fundamentar la relación jurídica que existe entre el derecho 
sustancial y el procesal, que la Corte Constitucional ha querido considerar en su línea 
jurisprudencial y que en algunos aspectos riñe con la Corte Suprema de Justicia. 
 
 
Palabras clave: Casación, Recurso, Principio de oralidad, Inmediación, Derecho 
sustantivo, Acceso a la justicia. 
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Abstract 
With this research is to present some considerations that may be taken into account by 
the competent body to hear the appeal and the same legislature, for the convenient 
inclusion of the principle of orality, in the proceedings of the appeal process of appeal 
in the workplace, in order to reflect greater legal security of citizens, respect the 
decisions of the Supreme Court by way of appeal against decisions of the courts of first 
and second instance, that under the principle of immediacy, has contact with parts of 
the process, to thereby comply with constitutional mandates regarding fundamental 
rights they should be specific to the administration of justice; also be shown, which 
technique appeal, not necessarily at odds with the principle of orality in the work 
process, because in the historical development and policy of this resource, we find the 
contribution that gave work processes initiated by the workers and guarantees are 
recognized accordingly average pendency of this appeal. Also consider the historical 
and legal development of the principle of orality, in the ordinary process, and 
specifically within the labor process, to support the legal relationship between the 
substantive and procedural law, the Constitutional Court has sought to consider in your 
line of cases and that in some respects at odds with the Supreme Court. 
 
 
Keywords:  Cassation appeal, Principle of orality, Immediacy, Substantive law, Access 
to justice.
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Introducción 
 
En el desarrollo de la  presente investigación, consideramos necesario realizar una 
revisión panorámica del recurso de casación y del principio de la oralidad en Colombia, 
dentro de los procedimientos judiciales y en concreto en el proceso laboral, con el fin 
de considerar las apreciaciones que al respecto del recurso de casación han realizado 
las Altas Cortes de Administración de Justicia Ordinaria y Constitucional, para 
presentar una propuesta que nos permita armonizar la rigurosidad existente desde la 
presentación del recurso de casación y el principio de oralidad en el proceso laboral, 
como un elemento fundamental en la pronta y efectiva garantía de una decisión 
judicial, que ponga fin a un conflicto jurídico laboral, en forma expedita y eficaz para los 
ciudadanos,  entendiendo el recurso y el principio como instrumentos idóneos, justos y 
democráticos para garantizar el reconocimiento de los derechos laborales en 
condiciones socialmente aceptables. 
 
Para el desarrollo de este objetivo, el trabajo está dividido en tres capítulos que 
pretenden, en su conjunto, asumir una comprensión hermenéutica del derecho (Viola, 
1999), es decir, una visión del derecho que, a diferencia de un estudio positivista y 
simple de las normas, nos permita modular la legitimidad, la validez y la eficacia de las 
normas (Mejía, 2005), atendiendo al carácter interpretativo de las normas y principios 
de desarrollo sustantivo y procesal, mediante la vinculación de los textos jurídicos con 
los contextos problemáticos, a fin de proponer soluciones viables para los problemas 
socio – jurídicos.  
 
Con esta intensión, un primer capítulo se centra en el origen y evolución histórica del 
Recurso de Casación, resaltando el origen en la legislación francesa desde la misma 
Revolución, como país modelo de los procesos democráticos y normativos, en busca 
de la garantía de los derechos fundamentales y dentro de ellos en el ámbito laboral, 
para garantizar la igualdad, democratización y calidad del acceso a la justicia frente a 
los demás miembros de la sociedad, seguidamente se describirán las normas que en 
Colombia, han permitido la aplicación del recurso de casación, como acción de cierre 
de la justicia, así como las características del recurso; en un segundo capítulo, se 
analiza la estructura del Estado Social de Derecho, a fin de comprender el 
reconocimiento del derecho laboral y procesal laboral como un derecho social de 
protección constitucional, así como el acceso a la justicia, permitiendo establecer un 
orden y armonía en las relaciones jurídico-patronales, seguidamente se describe el  
principio de oralidad, su evolución histórica, su funcionalidad en los procesos 
judiciales, en concreto el proceso laboral, evaluando su desarrollo en relación con los 
objetivos que motivan a los ciudadanos acudir a la justicia, para la solución de sus 
conflictos, y finalmente en el tercer capítulo, se analizan los pronunciamientos de las 
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Altas Cortes sobre los límites del recurso de casación en la garantía de los derechos 
sustanciales frente a la aplicación de los procesales, en las cuales se ha pretendido 
equilibrar o enfrentar según las apreciaciones personales del lector, las relaciones 
entre las dos Cortes y su concepción del derecho laboral, terminando con unas 
conclusiones que pretenden precisar los puntos problemáticos de la cuestión y fijar los 
puntos de referencia, tanto políticos como jurídicos, para la solución de los mismos, 
insistiendo en la importancia de consolidar la protección del derecho laboral en un 
equilibrio con los derechos procesales y los entes encargados de su promoción y 
administración.  
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1. Primer Capítulo: Antecedentes y 
Desarrollo Normativo del Recurso de 
Casación 
1.1 Evolución Histórica del Recurso de Casación 
En la historia del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, se puede establecer 
una característica común a todos los estudiosos de la materia, siendo ella la expresión 
en cualquier forma de una lucha permanente por el reconocimiento de las propuestas 
de solución a los problemas propios de su competencia. Por tanto, la consideración del 
recurso de casación en el proceso laboral, permitiendo la aplicación del principio de 
oralidad, para garantizar un acceso directo y en pensamiento del ciudadano más 
cercano a la justicia, requiere de un tratamiento inicial y detallado el recurso de 
casación, su origen como mecanismo judicial y sobre todo las razones de su 
rigurosidad en el uso, como elemento diferenciador de los demás recursos que se 
utilizan, en busca del cambio o reconocimiento de un derecho por vía judicial, esta es 
una tarea que corresponde al presente capitulo.  
 
Los anales del Derecho conciben el fundamento de la relación entre los ciudadanos y 
los administradores de justicia, en términos del lenguaje convencional y no natural 
como la dialéctica propia del padre y el hijo. Ésta relación artificial pero necesaria en el 
desarrollo de la sociedad capitalista se construye a partir de una lógica situacional que 
entiende una parte más débil y que en consecuencia deriva en principios que una vez 
desarrollados por la comunidad lingüística, son reconocidos por la comunidad universal 
y jurídica a través de derechos propios de la administración de justicia y los derechos 
procesales en particular.  
 
Esta relación situacional presenta condiciones de inferioridad para una de las partes de 
la relación y por tanto la justicia debe ser también diferente a la tradicional, no puede 
entender como una dialéctica entre iguales, comprendida en la fundamentación de una 
lógica individualista liberal (Kant, 1987)1.  
 
Ahora bien, en el marco de los Derechos Humanos el derecho laboral cuenta con una 
historia jurídica propia, puesto que reconoce, no solo los derechos de los trabajadores 
                                                 
 
1
 Metafísica de las costumbres. El Derecho es el conjunto de condiciones bajo las cuales el 
arbitrio de uno puede conciliarse con el arbitrio de otro según una ley universal de la libertad. 
(pp. 39). 
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sino también los llamados derechos humanos sociales, en nuestro caso, el contacto 
con el juez, para materializar la inmediación y la expresión de la verdad, por medio de 
la oralidad, superando la formalidad del escrito y los requisitos, que exige desde su 
creación el recurso de casación, se trata de un derecho humano reconocido en el 
bloque de constitucionalidad, incluido en la Constitución dentro de los derechos 
sociales, y por tanto fundamentales, pero a su vez se encuentra reconocido en el 
orden internacional como derecho humano (Rodríguez, 2009).  
 
Luego, la comprensión del Derecho del trabajo conviene con el entendimiento mundial, 
del proceso establecido para llegar a la obtención de la justicia, en el más alto órgano 
estatal considerado para ello, reconocido desde una historia como un órgano supremo 
entre las personas, con un lenguaje pertinente a sus decisiones y también con una 
lógica situacional que le proporciona identidad a su discurso.  
 
1.2 El Origen del Recurso de Casación 
 
Para comprender el nacimiento de una acción de condiciones especialísimas dentro de 
las acciones judiciales, que permiten llegar a una verdad procesal, dentro de un 
proceso judicial, debemos iniciar por determinar la concepción del derecho desde el 
pensamiento de Hans Kelsen, en la Escuela de Viena, y el reconocimiento de su 
Teoría Pura del Derecho, el cual a diferencia de lo que consideramos una legitimidad 
de la norma, cuando incluimos en ella, la influencia de otras áreas del conocimiento 
humano, en tanto éste elimina todos los conocimientos diferentes del derecho, es decir 
los sicológicos, éticos, filosóficos, históricos, políticos, entre otros. 
 
Para Kelsen, en su concepción ideológica del derecho, la norma es pura e impoluta, 
tiene una neutralidad axiológica, porque no tiene relación con la moral ni otra materia 
que lo pueda contaminar, de tal forma que este filósofo rechaza la concepción del 
derecho material, del derecho social, y del derecho, en cualquier forma de garantía 
social o benefactora, en tanto la justicia debe ser una institución alejada de los 
intereses sociales, es una en sí misma, en este sentido el derecho es un orden 
legítimo, que debe ser reconocido por los ciudadanos, razón por la cual, se configuró 
bajo su nombre la organización jerárquica de las normas. 
 
Dentro de las expresiones más significativas de este derecho positivista, bajo la 
concepción kelseniana, encontramos el recurso de casación o la demanda de 
casación, conforme lo determina el ordenamiento de algunas naciones. El origen es 
discutido por muchos autores.  
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La casación para la comprensión de su origen debe entenderse como una relación de 
dos entidades, la primera como una acción del órgano de la justicia frente al poder 
judicial y político por ella ejercida una institución jurídica en sí misma, dentro de las 
acciones judiciales reconocidas (Calamandrei, 1945). 
 
Se considera que el recurso de casación, tiene su fuente en la Revolución Francesa de 
1789, revolución de carácter burgués, desarrollada al amparo de la tesis de la 
separación de los poderes, desarrollada por Montesquieu. 
 
El origen inmediato del recurso, de describe en el Derecho Francés, posterior a la 
revolución de 1789, y seguidamente se perfecciona en los avances del Derecho 
Internacional. 
 
1.3 El Derecho Francés y el Recurso de Casación 
En Francia, inmediatamente después, de la Revolución Francesa, la administración de 
justicia es utilizada como un mecanismo de centralización política por el Rey, en 
atención al aumento del número de controversias que debía conocer el Rey, como 
máximo órgano de decisión; este permanecía acompañado de un cuerpo colegiado 
denominado Consejo que se encargaba de las funciones jurisdiccionales en forma 
autónoma, al punto de iniciar el proceso de separación del Rey.  
 
Con el transcurso del tiempo surge un recurso para la población en un proceso, el cual 
debía ser invocado directamente ante el Rey, en el cual surge la teoría de la 
posibilidad de corre. A medida que se unifican los poderes soberanos se desarrolla 
más la idea acceder a la corrección o anulación de las sentencias.  
 
Este es el origen en Francia, de los denominados ETABLISSEMENTS DE SAINT 
LOUIS en 1273 (Pérez, s.f.), paralelo a la época del Rey Luis IX o rey Saint Louis que 
permitía a las partes suplicar al rey la revisión o reforma de una sentencia proferida por 
un tribunal feudal o por un tribunal presidido por un funcionario real. (cours de baronnie 
y cours de roi) cuando contrariaban la ley (Villabona, 2005). 
 
El recurso inicia con la estructura de una “CARTA DE CANCILLERIA O LETTRES DE 
CHANCELLERIE”, por medio de la cual quien tuviera interés por la afectación de una 
sentencia se dirigía al Rey, solicitándole modificación de la sentencia mediante la 
obtención de la carta de cancillería para remover los efectos de cosa juzgada de una 
sentencia por errores in iudicando, errores in procedendo o por oposición de la cosa 
juzgada y la equidad. Este mecanismo permitía el Rey intervenir en la administración 
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de justicia, para reafirmar su derecho de juez supremo sobre las decisiones del 
parlamento parisino y demás parlamentos locales franceses.   
 
Inicialmente se llamaban cartas de justicia (lettres de justice), cartas de cancillería 
porque eran preparadas y selladas en la cancillería de la Corte. La carta suministrada 
por el monarca era enviada al parlamento autor de la sentencia para la revisión o 
reforma. 
 
De manera que la aparición de los parlamentos como organismo jurisdiccionales y con 
facultad para resolver en última instancia los negocios hizo pensar en el peligro que 
para el crédito del Monarca, en su carácter de supremo organismo judicial, podían 
envolver esas extraordinarias atribuciones. Y para mantener la intangibilidad, la 
soberanía y el poder absoluto del monarca, se estableció el recurso de la queja para 
que se entendiera que el Monarca tenía atribución por el carácter absoluto de sus 
funciones. De intervenir en la administración de justicia, mediante las llamadas cartas 
de cancillería, con el fin de anular las decisiones irrevocables de los parlamentos. 
 
Es aquí donde se gestan los conceptos de Justicia delegada y de Justicia retenida por 
cuanto dentro de la monarquía Francesa, y las de carácter feudal, el monarca como 
soberano es, o al menos quiere señalar que la justicia nace del Rey, siendo entonces 
la delegada en los tribunales ordinarias o parlamentos de justicia delegada. La justicia 
retenida es la ejercida directamente por el soberano. Los recursos contra las 
sentencias de los parlamentos constituían entonces casos concretos de justicia 
retenida. (Castillo, 2011). 
 
En 1979 se desarrolla una etapa importante de la Revolución Francesa, la cual, 
pretendió crear una entidad o estructura cuya función primordial se orientara a hacer 
respetar las normas dictadas por el poder legislativo, destruir todo acto proveniente del 
poder judicial o del monarca que fuese contraria a ellas.  
 
Robespierre2, en discurso memorable de 25 de mayo 1790, que dicha el Tribunal de 
casación, indicó:   
 
Los tribunales se establecen con la finalidad de decidir las discusiones entre los 
ciudadanos y ciudadanos; allí donde finaliza el poder judicial, comienza la autoridad del 
tribunal de Casación. Es sobre el interés general, sobre el mantenimiento de la Ley la 
autoridad legislativa, sobre lo que debe pronunciarse en el tribunal de Casación. Dado 
que el poder legislativo no establece más que la Ley general cuya fuerza depende de su 
exacta observación, si los magistrados pudiesen sustituirla por su propia voluntad, se 
                                                 
 
2
 Maximilien de Robespierre, nació en Arras, Francia, el 6 de Mayo de 1758 y murió Guillotinao 
el 28 de Julio 1794. 
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convertirían en legisladores. Es por ello necesario establecer la vigilancia que mantenga 
a los tribunales dentro de los principios de la legislación. (Halperjn, 1987). 
 
Con la Revolución francesa de 1798, que termina  la estructura  del régimen feudal, se 
instaura un nuevo modelo socio-político. Esta ideología impregna todos los campos del 
saber, dentro de ellos la visión jurídica de las relacione sociales, dentro de las cuales 
se debía incluir las consideraciones de los conflictos judiciales, en parte es recogido 
por la Enciclopedia de las Artes y de las Ciencias.  
 
Las ideas de Carlos Secondat, barón de Mosquetesquieu, expuestas en el Espíritu de 
las leyes, sobre la división tripartita del poder frente al monarca absolutista, constituyen 
soporte del nuevo credo político, e inciden en el recurso de Casación, porque la 
libertad, la igualdad y la fraternidad no se alcanzan sino separando la función 
juzgadora de la legislativa y de la ejecutiva.  
 
En este sentido, El Tribunal de Casación, sucesor del Conseil de Parties, recogió la 
herencia de este iusnaturalista, que bajo los nuevos sistemas filosóficos y políticos, 
critica la concentración de poder de todas las ramas en el monarca, de esta forma el 
Tribunal de Casación, aun cuando no constituido propiamente como organismo 
judicial, si consentía la idea de impedir la invasión del legislativo sobre el judicial o de 
este sobre el legislativo, es decir, impedir la confusión de los poderes y diferenciar el 
poder y la voluntad del monarca con la voluntad del pueblo. 
 
De esta forma resulta necesario mencionar dentro del desarrollo histórico e influencias 
ideológicas de la Revolución Francesa las tesis de Jean Jacques Rousseau3 (1721-
1778) expuestas en “El Contrato Social” y en el “Discurso sobre el origen de la 
desigualdad entre los hombres”, porque de ellas derivaron su pensamiento los 
importantes ideológicos de la Revolución Francesa de 1789. 
 
Rousseau, en contra del pensamiento generalizado del régimen, según el cual, la ley 
se legitimaba por el arbitrio o voluntad del rey, señala como fundamento de la norma 
no la voluntad del monarca, sino, la voluntad general, defendida en el Contrato Social. 
La fuente de la ley no es ahora el arbitrio del monarca, sino la voluntad general, piedra 
angular para el nuevo orden y soporte de la Casación en defensa de los principios de 
libertad, igualdad y fraternidad. Estos principios son precisamente los que Robespierre 
en su discurso de 25 de mayo, preconiza el defender la Casación en 1790 ante los 
asambleístas. 
 
                                                 
 
3
 Rousseau, Jean Jacques. El contrato Social.   
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Aparece la Casación desde la Revolución Francesa como instrumento protector de la 
libertad y demás postulados demoliberales frente a las intromisiones del poder público 
en sus diferentes ramas ya la judicial o legislativa, o ya del monarca. Pretende la 
igualdad de todas las personas ante la ley (Villabona, 2005). 
 
El origen del recurso de casación, se da cuando permite que el Tribunal de Casación, 
como órgano complementario y subsidiario, no entraba a conocer el fondo de las 
controversias, en un proceso judicial, se limitaba a examinar si la sentencia del juez en 
las instancias anteriores, observaban o no estrictamente la ley, es decir, el 
antagonismo que existiera entre la sentencia y la ley o errores  in iudicando o errores in 
procedendo, ventilando la existencia o no de la sentencia contra el us constitutions. 
 
Mediante la Ley de 1 de abril de 1837, en virtud de los pronunciamientos 
jurisprudenciales de la Corte, la teoría del recurso de casación fue recogida por el 
legislador francés en las Leyes de 20 de abril de 1810, 1 de abril de 1837, ley 23 de 
julio de 1947, ley 3 de julio de 1967, Decreto 22  de diciembre de 1967 y 7 de 
noviembre de 1979, extendiendo su análisis a principios generales de derecho.  
 
El recurso de casación creado por el Estado Francés, construye las características, 
condiciones y proceso a seguir para resolverlo, el cual fue acogido en su integridad por 
los Estados europeos,  posteriormente por los Estados de América Latina, al cual se le 
introducen modificaciones del orden costumbrista pero manteniendo la estructura de 
los franceses. 
 
El énfasis en los derechos fundamentales surge como consecuencia del giro del 
Estado contemporáneo, el paso del imperio legislativo al  imperio constitucional, de la 
soberanía legislativa a la soberanía constitucional, porque en la concepción del Estado 
se ha operado un salto cualitativo,  de la prevalencia de la ley como categoría central  
del Estado liberal originario, pasa a la prevalencia y primacía constitucional, cuya 
consecuencia inmediata es la aplicación directa de la Constitución en la solución de 
casos. Este fenómeno se ha acentuado por la creciente participación de la ciudadanía 
en los procesos políticos, administrativos y judiciales, así como por el fortalecimiento 
de los controles constitucionales (judicial review) materializados en las acciones 
constitucionales de diferente naturaleza, hoy, al alcance de los ciudadanos, dentro de 
los cuales también hace parte el recurso de Casación.  
1.4 El Recurso de Casación en Colombia 
En la historia del país, en el año 1826 durante la elaboración del proyecto de 
constitución que Simón Bolívar presento a consideración del Congreso Constituyente 
de las provincias del Alto Perú, conocidas hoy, como República Boliviana, el 25 de 
mayo de 1826 aprobado en julio de 1826, en el cual se  consignó en el artículo 105, 
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como atribuciones del Tribunal supremo de Justicia, en el ordinal VIII: “ Oír las dudas 
de los demás tribunales sobre la inteligencia de alguna ley, y consultar al Ejecutivo 
para que promueva la conveniente  declaración  en las cámaras”, y en el ordinal IX: 
“Conocer de los recursos de nulidad que se interpongan contra las sentenc ias  dadas 
en última instancia por las Cortes de Justicia”. La lectura de los textos anteriores, 
permite considerar que las intenciones del mandatario, estaban encaminadas a buscar 
la justicia mediante el último y eficaz recurso que pudiera presentarse ante el juez, 
recurso que tendría los mismos efectos de una nulidad.  
 
En la Constitución Colombiana de 1886, se consagra en el artículo 151, el recurso de 
casación, cuando expresa las funciones de la Corte Suprema de Justicia, dentro de las 
cuales consagra la  facultad de actuar como Tribunal de Casación, en el numeral 1, es 
atribución de la Corte Suprema: “Conocer de los recurso de Casación, conforme a las 
Leyes”. Con la Ley 14 de octubre de 1821 se vislumbrada la finalidad de la Casación 
en su función monofiláctica del derecho objetivo en la época precedente a 1886, 
siendo en la Constitución de 1886 cuando se consagra constitucionalmente  el recurso.  
En el Siglo XX con la Constitución Colombiana de 1991, que insertó de forma expresa 
un texto sobre el recurso de Casación atribuyendo a la Corte Suprema de Justicia, en 
el artículo 235 de la Carta, la función de “actuar como tribunal de Casación.” 
(Constitución Política de Colombia, 1991). 
 
“ARTICULO 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: Actuar como 
tribunal de casación.” 
 
En los desarrollos legales o legislativos  del curso de Casación, desde 1886, se dio 
considero como un fin de la casación, la unificación de las decisiones de la Honorable 
Corte Suprema de Justicia,  con el fin de corregir los agravios inferiores a las partes, 
procurando aplicar la ley debidamente. Desde entonces la Casación se ha mantenido 
con posteriores modificaciones relacionadas con las causales, la cuantía del interés  
para recurrir, providencias acusables y otros factores. En materia de error, lo que es 
hoy el error de hecho, en principio se reservó únicamente para los casos en que las 
pruebas consistieran en documentos auténticos. 
 
El recurso de Casación, es hoy en todas las áreas del derecho colombiano y dentro de 
ellas, la que nos ocupa, el derecho laboral, la forma expresa y permanente de unificar 
los criterios de solución de los conflictos sociales que se susciten y se busque su 
solución ante el órgano judicial.  
 
En el ordenamiento colombiano se ha consagrado casuales precisas y autónomas 
para presentar el recurso,  han oscilado desde el excesivo casuismo hasta una 
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formulación genética y técnica. El recurso de casación inicia su aplicación en materia 
civil, siendo el área con mayor número de sentencias y procesos en trámite. 
1.4.1  El Recurso de Casación en las Áreas del Derecho   
La Casación en materia penal nace junto a la civil, pero desaparece temporalmente 
con ocasión de la supresión en 1910 de la pena de muerte, mientras que la casación 
laboral sólo adquiere presencia en Colombia a partir de 1944. 
 
En los inicios del recurso de casación, en materia civil, se consagran variados motivos 
o causales para causar determinada sentencia. En efecto, inicialmente la Ley 61 de 
1886 consagró nueve causales. La Ley 103 de 1923 redujo a siete causales y 
después, el Decreto 528 de 1964 las disminuyó a cuatro; finalmente, el legislador de 
1970, mediante el artículo 368 del Código de Procedimiento Civil consagro cinco 
motivos o causales para la procedencia del recurso de Casación en materia civil. Una 
causal que siempre ha mantenido su presencia invariable ha sido la causal primera 
como motivo para corregir los errores in iudicando. 
 
Es principio general que el tribunal de Casación debe ser único, puesto que a través de 
él se persigue unificar la jurisprudencia nacional y controlar la observancia de la ley por 
los jueces inferiores, razón por la cual la Corte Suprema de Justicia, como órgano de 
cierre de la justicia colombiana, está organizada en salas, que profieren las sentencias 
de casación, mediante un pronunciamiento unificado de la Sala en materia, siendo 
ellas, civil, laboral, penal, después de estudiar, la propuesta o ponencia, de un 
magistrado, encargado de estudiar, el asunto objeto de debate.  
 
Respecto al derecho laboral, el recurso de Casación, nace con el Acto Legislativo No 1 
del año 1940, con el cual se creó la jurisdicción del trabajo, como consecuencia del 
conflicto político y social que vivía el país en este momento, la norma en mención  
consideraba: “Se creara  la jurisdicción  del trabajo”, disposición que se ratificó con la 
expedición del Acto  Legislativo número 1 de 1945.   
 
Una de las primeras normas laborales expedidas, es el Decreto de Estado de Sitio 
2350 de 1944, mediante el cual se señalaron funciones al  Tribunal Supremo del 
Trabajo como organismo de Casación y de Revisión, el cual sería independiente de la 
Corte Suprema de Justicia; el cual estaría conformado por las partes afectadas en un 
conflicto laboral.  
 
Esta norma consagraba en el artículo 37 que el recurso de Casación pudiera ser 
interpuesto por un sindicato de patronos o de trabajadores o por un Inspector del 
Trabajo. Mediante la  ley 6ª de 1945, el Tribunal Supremo del Trabajo cambia de 
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nombre y se denomina  Corte Suprema de trabajo. Con la expedición de la Ley 75 de 
1945, se desarrolló el recurso de casación.  
 
Estando en el proceso de expedición de las normas en materia laboral, mediante el 
Decreto Ley 2158 de 1948, por medio del cual se expide el Código Procesal  del 
Trabajo, en el artículo 86, se describen las  sentencias que podrán ser objeto de 
revisión mediante el recurso de Casación.  
 
Posteriormente con la expedición del Decreto 1762 de 1956,  el Tribunal Supremo del 
Trabajo el cual se había denominado  Corte Suprema del Trabajo pierde su publicada 
independencia y termina siendo incorporada la función de atender el recurso de 
Casación a la  Corte Suprema de Justicia, en la cual se crea la Sala de Casación 
laboral.  Las causales en materia laboral, para interponer el recurso de casación en 
materia laboral se describen en el Decreto 528 de 1964 y en la Ley 16 de 1968. 
 
En Colombia, respecto de la sentencia de casación,  el reenvió solo aplica cuando, al 
prosperar el recurso por causales constitutivas de nulidades procesales, se da al traste 
con el fallo recurrido y con la relación procesal que lo soporta, se casa y no se hace 
pronunciamiento de mérito, sin que pueda predicarse que este fallo tiene alcances de 
res iudicata. Básicamente lo que hace la Corte es aplicar el principio de invalidación, 
más no la labor de corrección. Invalida porque la construcción de la relación procesal 
no es correcta, y además de casar el fallo, anula todo o parte de la relación procesal. 
En consecuencia, reenvía la totalidad de la actuación para que los jueces de instancia 
reacondicionen y reconstruyan el procedimiento ineficaz. Es decir, hay efecto regresivo 
del proceso para que se reponga la relación procesal y se pueda proferir nueva 
sentencia de mérito. 
 
Tabla 1 
Comparación de Casación civil, penal y laboral. 
 
Asunto Casación Civil Casación Penal Casación Laboral 
Casación ordinaria Está consagrada 
expresamente 
Está consagrada 
expresamente 
Está consagrada 
expresamente 
Casación Per Saltum Está consagrada 
expresamente 
 No está consagrada 
expresamente, No es 
admisible 
Está consagrada 
expresamente 
Casación Excepcional No está consagrada 
expresamente 
Está consagrada 
expresamente 
No está consagrada 
expresamente 
Cuantía del interés 
para ocurrir, No se 
trata de la cuantía del 
Cuando hay 
necesidad de 
satisfacer este 
Debe satisfacerse 
cuando se discute la 
condena por 
120 salarios mínimos 
legales mensuales 
 23 
 
 
proceso requisito: 425 salarios 
mínimos legales 
mensuales 
perjuicios, siguiendo 
las pautas de la 
Casación Civil: 425 
S.M.L.M. 
Interposición Ante el juez o tribunal 
que profirió la 
sentencia recurrida. 
Ante el juez o tribunal 
que profirió la 
sentencia recurrida. 
Ante el juez o tribunal 
que profirió la 
sentencia recurrida. 
Termino para 
interponer el recurso. 
Art. 369. En el acto 
de notificación 
personal o por escrito 
dentro de los 5 días 
siguientes al de la 
notificación de la 
sentencia. En per 
saltum dentro del 
término de ejecutoria 
de la sentencia. 
La sent. C-252/01 
revivió el régimen 
derogado. Por ende, 
15 días siguientes a 
la última notificación 
de la sentencia de 
segunda instancia. 
15 días siguientes a 
la notificación de la 
sentencia de segunda 
instancia. En per 
saltum dentro del 
término previsto para 
la aplicación. 
Concesión El juez o tribunal ante 
quien se interpuso el 
recurso. 
El juez o tribunal ante 
quien se interpuso el 
recurso. 
El juez o tribunal ante 
quien se interpuso el 
recurso. 
Efecto en que se 
concede el recurso 
Por norma general 
devolutivo. 
Suspensivo. Suspensivo. 
Recurso contra la 
denegación de la 
concesión de la 
Casación. 
Queja (A. 377 del 
C.P.C.) 
Queja, antes llamado 
de hecho. 
Conforme al principio 
de integración 
recurso de queja. 
(Ley 712/01) 
Duda sobre el monto 
del INTERES para 
recurrir. (Justiprecio). 
Se decreta el 
justiprecio por un 
perito, cuyo dictamen 
no es objetable (art. 
370 C.P.C.). 
Cuando el recurso 
tenga por objeto la 
indemnización de 
perjuicios sigue la 
preceptiva procesal 
civil. 
Se decreta el 
justiprecio por un 
perito de acuerdo al 
artículo 92 del C.P.T. 
Posibilidad o 
necesidad de prestar 
caución 
Sí. Para obtener la 
suspensión del 
cumplimiento de la 
sentencia. 
No se exige. No se exige. 
Examen preliminar 
previo a la admisión. 
Lo realiza la Sala de 
la Corte una vez 
llegado y repartido el 
expediente, antes de 
sustentar el recurso. 
Lo realiza la Sala de 
la Corte una vez 
llegado y repartido el 
expediente, antes de 
sustentar el recurso. 
Lo realiza la Sala de 
la Corte una vez 
llegado y repartido el 
expediente, antes de 
sustentar el recurso. 
Sustentación o 
fundamentación 
(demanda) 
Admitido el recurso 
se corre traslado, en 
la Sala de Casación 
Civil, para sustentar 
por 30 días con 
Concedido el recurso 
por el juez o tribunal 
se corre traslado, 
ante el ad quem (juez 
de segunda instancia) 
Admitido el recurso 
se corre traslado, en 
la Sala de Casación 
Civil, para sustentar 
por 30 días con 
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entrega del 
expediente. 
para sustentar por 30 
días con entrega del 
expediente. 
entrega del 
expediente. 
Calificación de la 
demanda por la Sala 
de Casación 
respectiva. ES 
examen formal y no  
del mérito de los 
cargos 
Presentada la 
demanda se 
examinaran y 
cualificara si reúne 
los requisitos 
formales, y ordenara 
traslado al opositor. 
Como la demanda ya 
se presentó ante el ad 
quem y allí se surtió 
el traslado a los no 
recurrentes, la Corte 
calificara, y de 
admitirse se ordena el 
traslado al 
Procurador. 
Presentada la 
demanda se 
examinaran y 
cualificara si reúne 
los requisitos 
formales o está 
ajustada, y ordenara 
traslado al opositor. 
Traslado para replica 
o para no recurrentes. 
Es por 15 días y se 
surte ante la Corte 
Suprema en la sala 
respectiva. 
Es por 15 días y se 
surte ante  el ad 
quem y no ante la 
Corte. 
Es por 15 días y se 
surte ante la Corte 
Suprema en la sala 
respectiva. 
Traslado al Ministerio 
Publico. 
No hay necesidad. Calificada la demanda 
se surtirá traslado 
obligatorio al 
Procurador delegado 
en lo penal por 20 
días. 
No hay Necesidad. 
Audiencia De acuerdo al art. 
373 del C.P.C. la 
Sala podrá citar para 
audiencia a las 
partes. 
Actualmente no 
aparece consagrada 
normativamente. 
El artículo 66 del 
Decreto 528 de 1964 
autoriza la 
celebración de 
audiencia. 
Sentencia. Análisis 
del fondo o mérito de 
los cargos. 
Podrá no casar o 
casar total o 
parcialmente. 
Podrá no casar o 
casar total o 
parcialmente. 
Podrá no casar o 
casar total o 
parcialmente. 
Fases en la labor 
juzgadora de la Corte. 
Fase negativa o 
iudicium rescindens, 
comparando 
sentencia y ley, para 
destruir o no  la 
sentencia. 
Fase positiva o 
iudicium rescisorium 
para proferir fallo 
sustitutivo como juez 
de instancia o 
disponer el reenvió. 
Fase negativa o 
iudicium rescindens, 
comparando 
sentencia y ley, para 
destruir o no  la 
sentencia. 
Fase positiva o 
iudicium rescisorium 
para proferir fallo 
sustitutivo como juez 
de instancia o 
disponer el reenvió. 
Fase negativa o 
iudicium rescindens, 
comparando 
sentencia y ley, para 
destruir o no  la 
sentencia. 
Fase positiva o 
iudicium rescisorium 
para proferir fallo 
sustitutivo como juez 
de instancia o 
disponer el reenvió. 
Procedencia del 
reenvió. (Cuando se 
ordena rehacer la 
Procede el reenvió si 
prospera algún cargo 
con fundamento en la 
Procede el reenvió si 
prospera algún cargo 
con fundamento en la 
No procede el reenvió 
por cuanto no se 
consagran causales 
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actuación por causa 
de nulidad) 
causal por nulidades 
procesales. 
causal por nulidades 
procesales o 
constitucionales. 
por errores in 
precedendo, en la 
modalidad nulidades 
procesales. 
Casación oficiosa. No esta admitida 
legalmente, pero por 
virtud de lo señalado 
en las sentencias :SU 
327/95, C-083/95, 
SU-542/99, SU-
646/99, C-252/01, 
T.1306/01 y SU-
120/03, entre otras, 
todas de la Corte 
Constitucional, es 
deber casar el fallo, 
cuando se reconozca 
la existencia de un 
derecho fundamental 
merecedor de 
protección para 
garantizar el derecho. 
Esta admitida 
legalmente cuando la 
sentencia es forma 
ostensible atenta 
contra las garantías o 
se opere la causal 
prevista en el art.220 
núm. 3 de la Ley 600 
de 2000. Igualmente 
por vía jurisprudencial 
cuando se reconozca 
la existencia de un 
derecho fundamental 
merecedor de 
proyección. 
 
No esta admitida 
legalmente, pero por 
virtud de lo señalado 
en las sentencias :SU 
327/95, C-083/95, 
SU-542/99, SU-
646/99, C-252/01, 
T.1306/01 y SU-
120/03, entre otras, 
todas de la Corte 
Constitucional, es 
deber casar el fallo, 
cuando se reconozca 
la existencia de un 
derecho fundamental 
merecedor de 
protección para 
garantizar el derecho. 
Nota: Fuente Decreto 2700 de 1991, Ley 600 de 2000, Sentencia C-252 de 20014. 
1.5 Desarrollo Normativo del Recurso de Casación en 
Colombia  
1.5.1 Principales Normas que han regulado el Recurso de 
Casación  
 
En virtud de la aceptación del recurso de casación, como un mecanismo de 
participación ciudadana, en los controles, que al Estado ejercen los ciudadanos, dentro 
de ellos, a la función de administrar justicia, Colombia, ha expedido una serie de 
normas que permiten establecer en la línea de tiempo, la evolución del recurso, las 
cuales nos permitimos enunciar así (Villabona, 2005):   
 
1. Artículo 151 de la Constitución de 1886. Atribuye a la Corte Suprema de Justicia la 
facultad de ser Tribunal de Casación. 
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2. Ley 61 de 1886. Organiza el recurso y le fija como fines unificar la jurisprudencia y 
enmendar los agravios inferidos  a las partes. Aluden a este recurso los artículos 36 a 52 
3. Ley 153 de 1887, artículos 10 y 239 
4. Ley 135 de 1888, artículo 19 
5. Ley 105 de 1890, artículos 338 y 395. El artículo 369 de esta ley, puntualizaba tres 
causales de Casación en materia penal. Pero es válido resaltar que en esta materia, de 
1886 a 1990, sólo existió el recurso de Casación penal frente a sentencias  que 
ordenaban la pena de muerte, de manera que con el Acto Legislativo No. 3 de 1910 que 
abolió la pena de muerte, desaparece el recurso por sustracción de materia, surgiendo 
nuevamente en la Ley 78 de 1923. 
6. Ley 100 de 1892, artículos 49 y 65 a 67 
7. Ley 169 de 1896, artículos 4 y 35 a 42 
8. Ley 40 de 1907.  
9. Ley 153 de 1887, artículos 10 y 239 
10. Acto Legislativo No. 3 de 1910 artículos 35 a 42 
11. Ley 90 de 1920. 
12. Ley 78 de 1923. Desarrolla la reforma constitucional que introduce como parte de La 
Corte Suprema de Justicia una nueva sala, denominada Sala de Casación en lo 
criminal. Tiene en cuenta el monto de la pena privativa de libertad para concederlo. Se 
recuerda por tanto, que la Casación penal se vinculó con la pena de muerte y procedía 
cuando la sentencia hubiese impuesto la pena capital. Este Instituto lo mantuvo la Ley 
153 de 1887 agregando una nueva causal al artículo 38  de la Ley 61 de 1886. Tal como 
se dijo antes, la Ley 105 de 1890 la ratifica y de esa forma se mantiene hasta 1910, 
cuando el curso quedó sin vigencia en materia penal, por sustracción  de materia, pues 
resultaba imposible su aplicación. Es con la Ley 78 de 1923, cuando vuelve a surgir el 
recurso de Casación en materia penal. 
13. Ley 13 de 1923. 
14. Acto Legislativo No. 1 de 1924 que fue incorporado como artículo 142 de la C.N. Se 
dividió a la Corte Suprema en Salas de Casación Civil, en lo criminal y la Sala Negocios 
Generales. 
15. Ley 11 de 1931. 
16. Ley 105 de 1931. Consagratoria del Código Judicial o Código de Procedimiento Civil: 
regulaba el curso de Casación en materia civil de los artículos 519 al artículo 541. Ese 
Código Juridicial rigió hasta 1970 y consagró 7 causales de Casación. 
17. Ley 118 de 1931. Reguló íntegramente l9 relativo a la casación penal. 
18. Ley 22 de 1932. 
19. Ley 59 de 1933. 
20. Habiéndose expedido el nuevo Código Penal  de 1936 o Ley 95 de 1936, debido 
expedirse de Ley 94 de 1938  que reguló todo lo atinente a los recursos extraordinarios 
en procedimiento penal, incluyendo por supuesto el recurso de Casación en esta 
materia. 
21. La Ley 67 de 1943. Con trascendencia porque simplificó la organización de la Corte 
Suprema de Justicia dividiéndola en Sala de Casación Civil, Sala de Casación en lo 
Criminal y Sala de Negocios Generales. La Sala de Negocios Generales  pasó a 
ocuparse de las funciones de la  antigua Sala Civil de única instancia y la Sala Plena en 
Civil o el Petróleo. 
22. Tienen importancia el Decreto 2350 de 1944 y la Ley 6 de 1945 por cuanto se introduce 
la Casación a los asuntos del trabajo. El primero crea el Tribunal Supremo del Trabajo y 
la Ley 6 de 1945 lo denomina Corte Suprema del Trabajo. Posteriormente, con el 
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Decreto 1762 de 1956, esta Corte Suprema el Trabajo es incorporada por la Corte 
Suprema de Justicia como Sala de Casación Laboral. 
23. El acto Legislativo número 1 de 1945. Es importante por cuanto determina que por ley y 
no por constitución se fije el número y nomenclatura de la Sala de la Corte.  
24. El Decreto Ley 2158 de 1948, o Código Procesal del Trabajo. Recoge la Ley 75 de 1945 
que fijaba las reglas del recurso, así como un anulado decreto sobre el particular, el 
Decreto 969 de 1946. 
25. Decreto Ley 1857 de 1951. Establece una bipartición  de la Salas de la Casación Civil, 
cada una con tres magistrados. 
26. Decreto 1762 de 1956. Incorpora la Corte Suprema del Trabajo a la Corte Suprema de 
Justicia. 
27. Decreto 136 de 1957. 
28. Decreto 528 de 1964. Transcendente porque reorganiza la Corte, dividiéndola en tres 
Salas: Civil, Penal y Laboral. Elimina la Sala de Negocios Generales, y, sus funciones 
pasan en su mayoría a la Jurisdicción Contencioso Administrativa. En materia de 
Casación modifica las causales. 
29. Los Decretos 1400 y 2019 de 1970. Constitutivos del C.P.C., expedidos con fundamento 
en la ley 4 de 1969. Aquí se regula íntegramente la Casación en materia Civil a partir del 
artículo 368.  
30. La Ley 16 de 1969. En su artículo 7 modifica el artículo 23 de 1968. En cuanto 
determina que el error de hecho en materia de Casación laboral sólo será motivo de 
Casación cuando provenga de la falta de apreciación o apreciación errónea  de 
documento, confesión o inspección judicial, excluyendo los demás medios probatorios 
como fuente del error.  
31. Decreto 409 de 1971 o Código de Procedimiento Penal. Regula el recurso de materia de 
Casación en los artículos 569 a 583. 
32. Decreto 0050 de 1987. Consigna un nuevo Código de Procedimiento Penal importante 
en materia de Casación porque descentraliza la presentación de la demanda de 
Casación penal, pudiéndose presentar en los respectivos Tribunales. 
33. Decreto 2282 de 1989. Constitutivo de una gran reforma al Código de Procedimiento 
Civil, modifica algunos aspectos de la Casación Civil. 
34. Decreto 719 de abril 7 1989. Importante en materia de Casación laboral por cuanto 
modifica la ley 11 de 1984 respecto de la cuantía para acudir en Casación en materia 
laboral, fijando como nueva cuantía la que exceda de cien (100) salarios mínimos 
mensuales.  
35. Constitución de 1991. Consigna en su artículo 235 como atribución de la Corte Suprema 
de Justicia la de ser Tribunal de Casación. 
36. Decreto 2651 de 1991. Su artículo 51, que se constituyó inicialmente como legislación 
temporal y que fuera objeto de control constitucional, saliendo indemne de la acción, fue 
luego convertido en legislación permanente, articulando con la Constitución de 1991 el 
recurso de Casación. 
37. Decreto 2700 de 1991. Consagratorio de un nuevo Código de Procedimiento Penal de la 
década del 90. Al reglar el recurso de Casación, introduce la Casación excepcional en el 
artículo 218.  
38. Ley 81 de 1993, reitera en materia penal la Casación excepcional. 
39. Ley 446 de 1998. Su artículo 57 agrega el artículo 194 para el Código Contencioso 
Administrativo incluyendo la causal primera de Casación, como causal exclusiva del 
recurso extraordinario de Súplica, y el artículo 162 de la misma Ley 446 de 1998, 
convierte en legislación permanente el artículo 51 del Decreto 2651 de 1991, que de 
forma temporal puso a tono el recurso de Casación con la nueva Constitución de 1991. 
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40. Ley 472 de 1998. Reglamenta las acciones populares y de grupo. En el artículo 67 
introduce el recurso de Casación contras las sentencias proferidas en los procesos 
adelantados en ejercicio de las acciones de grupo.  
41. Ley 553 de 2000. Ley específica de Casación, que fuera incorporada en el nuevo 
C.P.P., ley 600 de 2000. Gran parte de la Ley 53entró a modificar sustancialmente el 
recurso de Casación penal. El texto fue demandado y la Corte Constitucional declaró  
inexequible su columna vertebral. 
42. Ley 592 del 2000. Fija en 425 salarios mínimos legales mensuales la cuantía para acudir 
en Casación en materia civil. 
43. Ley 600 de 2000 o nuevo C.P.P. Continúa conservando el recurso de Casación y 
mantienen la Casación excepcional. 
44. La ley 712 de 5 de diciembre de 2001. Regula aspectos laborales; en su artículo 43 fija 
como cuantía para acudir en casación  laboral la suma de 120 salarios mínimos legales 
mensuales. 
45. La Ley 794 de enero 8 de 2003, cuyo artículo 38 modifica el artículo 371 del C.P.P. 
elimina como causal de deserción la no presentación de la caución en materia de 
Casación civil. 
46. Acto Legislativo 03 de 2002. Introduce el sistema acusatorio en materia penal. 
47. Ley 906 de 2004. Consagratoria del nuevo Código de Procedimiento Penal. Introduce 
modificaciones a la Casación penal en los artículos 181 y siguientes. 
48. Ley 954 de 2005. El artículo 2º deroga expresamente el recurso extraordinario de 
súplica administrativa, único sistema de Casación puro que se venía aplicando en 
Colombia. 
49. El  Decreto 2700 de 1991 y la Ley 600 de 2000, en la Casación penal colombiana, 
interpuesto el recurso de Casación continúa corriendo el término de prescripción. La Ley 
553 de 2000, al dejar ejecutoriada la sentencia acusada suspendía la prescripción, pero 
al ser declarada inexequible en lo pertinente recobro vigencia el régimen anterior, Sin 
embargo, para el artículo 190 de la Ley 906 de 2004 proferida la sentencia de segunda 
instancia se suspende la prescripción. En materia laboral el recurso tiene efectos 
suspensivos. (Villabona, 2005).   
 
1.6 Los Principios como Fundamento del Recurso de 
Casación 
1.6.1 Principio del Interés particular 
El recurso de Casación, procura el interés público, pero se hace efectivo con la 
presentación del escrito ante la autoridad competente, siendo esta la Corte Suprema 
de Justicia, por un particular, que en concreto busca el reconocimiento de un derecho 
propio, único, personal, y cuyo trámite judicial, hasta la expedición de la sentencia, es 
un acto particular, que solo incumbe a las partes del proceso, pero una vez expedida la 
decisión judicial, tiene efectos erga omnes, la sociedad la conoce, y un ciudadano que 
la conozca, podría considerar aplicable la decisión a su asunto particular, tal forma que 
el ciclo se repite.  
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Esta búsqueda constante de la justicia particular, cuyos efectos son generales, 
configura el principio del interés particular.  
 
1.6.2 Principio de Legalidad 
En el Estado Social de Derecho, la identificación de las normas y entidades que hacen 
efectiva su aplicación, dan seguridad jurídica a los ciudadanos, seguridad que se 
materializa en el principio de legalidad, que frente al recurso de casación, es aplicable, 
en el mismo sentido. La Corte Suprema de Justicia, al atender el recurso de casación 
garantiza directa o indirectamente la protección del ordenamiento jurídico o la defensa 
del principio de legalidad.  
 
Con la Casación se pretende establecer si el fallo se dictó legal o ilegalmente, es decir, 
secundum ius, aspecto que se discute por vías de la denuncia de los errores in 
iudicando: pero, además, pretende ventilar si la sentencia se dictó observando las 
formas procesales propias de cada juicio, esto es, si las normas de procedimiento o 
garantes del derecho fueron o no adulteradas; la observación de este principio se 
discute  por vía de la denuncia  a los errores in procedendo. Este principio es 
indiscutible en Colombia, porque de acuerdo al artículo 230 de la Constitución de 1991, 
los jueces están sometidos al imperio de la Constitución y de la Ley, norma que 
señala:  
 
“ARTICULO 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de 
la ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial.”(Constitución Política de Colombia, 
1991). 
1.6.3 Principio de Taxatividad 
La estructura del recurso de casación impone a las partes el cumplimiento de unos 
requisitos y formalidades en su presentación, de tal forma que el recurso  sólo se 
puede formular por causales precisas prevista en la Ley de forma expresa, a diferencia 
de los recursos ordinarios que dan autonomía al recurrente para discutir causales, 
fundamentos, argumentos o rebatir lo que autónoma y arbitrariamente exponga el 
recurrente.  
 
El principio de taxatividad exige la atención de las causales establecidas,  unas  son de 
carácter casuístico  “constituyen un numerus clausus,  no pueden ser ampliados  ni 
extendidos por interpretación analógica”, la otras causales, tienen que ver con la 
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aplicación directa de la norma, permitiéndose un análisis, más amplio frente al  
régimen jurídico que se discute, la cual se denomina “infracción de la ley”. 
 
De esta forma, las causales para el recurso de casación establecida taxativamente en 
el artículo 368 del Código de Procedimiento Civil, son:  
 
ARTÍCULO 368. CAUSALES. Son causales de casación:  
 
a. 1. Ser la sentencia violatoria de una norma de derecho sustancial.  
b. La violación de norma de derecho sustancial, puede ocurrir también como consecuencia 
de error de derecho por violación de una norma probatoria, o por error de hecho 
manifiesto en la apreciación de la demanda, de su contestación o de determinada 
prueba.  
c. 2. No estar la sentencia en consonancia con los hechos, con las pretensiones de la 
demanda, o con las excepciones propuestas por el demandado o que el juez ha debido 
reconocer de oficio.  
d. 3. Contener la sentencia en su parte resolutiva declaraciones o disposiciones 
contradictorias.  
e. 4. Contener la sentencia decisiones que hagan más gravosa la situación de la parte que 
apeló o la de aquélla para cuya protección se surtió la consulta siempre que la otra no 
haya apelado ni adherido a la apelación, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 
357  
f. 5. Haberse incurrido en alguna de las causales de nulidad consagradas en el artículo 
140, siempre que no se hubiere saneado. 
 
1.6.4 Principio del Agravio 
 
El efecto de una sentencia, puede traer consecuencias para el patrimonio de la parte 
que fue afectada con la decisión. En ocasiones, la decisión de la primera y segunda 
instancia, no está ajustada a las pruebas y/o normas materia de discusión dentro del 
proceso, de tal suerte, que esta parte legitimada en el proceso, es quien puede 
mediante el recurso de casación, dar a conocer las situaciones planteadas en el 
proceso primario, para que la Corte Suprema de Justicia, previo estudio, determine la 
existencia o no del error judicial.  
 
Cuando la sentencia recurrida viola el interés de las partes, o de los intervinientes en el 
proceso, éstos se legitiman para recurrir en Casación. Este aspecto corresponde a la 
conocida adulteración del ius litigatoris y se vincula generalmente con la cuantía del 
perjuicio en los aspectos económicos y el quantum de la sanción en materia punitiva. 
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1.6.5 Principio de Limitación de Terceros  
 
En los procesos judiciales, las personas que crean tener un interés en el mismo, por 
regla general pueden hacerse parte, presentar sus argumentos y pruebas; en el 
recurso de casación este derecho es limitado, en tanto desde la presentación, por la 
competencia, discusión y fallo del asunto sometido a Casación, las aspectos a tratar 
solo los fija, y un tercero con interés, debe estar presente en todo el proceso, de tal 
forma que no podría presentar el recurso, si antes de esta etapa, no se incluyó como 
parte interviniente.  Esto es, la Corte sólo estudia la pretensiones o causales 
propuestas por el recurrente o recurrentes.  
 
Este principio puede encontrar desarrollo y sustento en otros principios tales como:  
 
a. Principio de limitación para las partes, por cuanto éstas deben someterse 
exclusivamente a las causales previstas en la ley. 
b.  Principio de limitación para el Juez o Tribunal de Casación, en cuanto que al 
estudiar y fallar el recurso, sólo lo puede hacer dentro de los rumbos y parámetros 
fijados por el recurrente en la demanda (Villabona, 2005). 
 
Al respecto el maestro Carnelutti, señala: “Se diferencia, sin embargo, de otros medios  
de impugnación, en que, aparte sus designios característicos (…) limita los medios que 
es lícito utilizar para revisar la sentencia de que se trata.”, luego expresa: “el recurso es 
limitado; porque, en consideración a su fin último, veda todo lo que puede ser extraño 
a su consecución y sea ajeno al  verdadero fin perseguido. Estas limitaciones son 
variadísimas (…)” 
1.6.6 Principio del Interés Público 
Este recurso tiene relación directa con los objetivos que se pretenden en la 
presentación del recurso,  cuya finalidad principal es la búsqueda del reconocimiento 
de la ley o del derecho objetivo  y  en consecuencia la unificación jurisprudencial, 
respecto de la interpretación y aplicación de la norma, asegurando el derecho ius 
contitutionis. 
 
El Estado Social de Derecho, tiene como función social la administración de justicia, la 
cual hace efectivo el derecho, mediante la aplicación del derecho procesal, hace parte 
de este derecho el recurso de casación, como elemento integrante de las herramientas 
que le permiten al Estado a través de la rama judicial preservar el orden jurídico y la 
seguridad en la sociedad, de la congruencia en las decisiones judiciales y la norma. El 
recurso de Casación permite que se denuncien las transgresiones del orden jurídico y 
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se unifique la jurisprudencia para evitar  ilegalidades y la arbitrariedad jurisprudencial al 
administrar justicia. 
 
1.6.7 Principio de la Incidencia del Error en la Parte Resolutiva 
del Fallo Impugnado 
Uno de los pilares del recurso es la trascendencia o incidencia del error en la parte 
conclusiva del fallo impugnado. Además de ser patente el error denunciado, debe tener 
trascendencia o incidencia en la parte resolutiva del fallo porque de lo contrario solo 
constituirá un error inocuo o inane y  lo máximo que podrá obtenerse con el recurso 
podría ser una corrección doctrinaria. El error debe tener una relación causal, directa y 
necesaria con la parte resolutiva y debe demostrarse inexcusablemente, es decir, debe 
generar un efecto jurídico en la parte resolutiva de la sentencia objeto de Casación. 
Debe haber trascendido o traspasado a la parte resolutiva y haber afectado a todas las 
resoluciones o a una parte de las decisiones contenidas en la decisión recurrida. 
1.6.8 Principio de la Denunciabilidad 
Significa que normalmente una Corte o Tribunal de Casación está limitada 
exclusivamente al estudio de los errores y del camino que le fije el recurrente, es decir 
por los cargos o ataques formulados contra la sentencia recurrida. El error puede 
existir, pero si no lo denuncia el recurrente la Corte no puede estudiarlo oficiosamente, 
salvo de la conculcación de derechos fundamentales, caso en el cual debe casarse 
oficiosamente. 
 
En el contenido del recurso, aquellos elementos que no hayan dados a conocer a la 
Corte y no tengan directa relación con los derechos fundamentales, estos no serán 
objeto de pronunciamiento, razón por la cual, es de sumo cuidado, la elaboración del 
escrito, que conformara el recurso.  
 
1.6.9 Principios de Corrección y de Invalidación 
Según este principio si prospera el recurso, la Corte de Casación, al evidenciar la 
violación de la ley sustancial o la existencia de errores o vicios, asume funciones de 
corrección. Si encuentra violentadas las formas o las garantías procesales, invalida la 
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relación procesal5 en el caso de nulidades, y envía el proceso para la reposición de lo 
anulado. En materia de Casación laboral en Colombia este segundo principio de 
invalidación no existe, por cuanto el legislador considera que cuando el proceso llega a 
Casación, todas las irregularidades constitutivas de nulidad se han subsanado. 
Empero, en materia civil y penal si se aplica la invalidación.  
1.6.10 Principio de Prioridad 
En la determinación de las causales que pueden soportar el recurso de casación, estas 
deben indicarse en orden de prioridad, por cuanto unas y otras son excluyentes entre 
sí, y el error en su determinación, puede resultar en la pérdida del recurso.  
 
Además, del orden lógico, debe cada una de las causales, presentarse en forma 
independiente. La Corte Suprema de Justicia, en cada una de las salas competentes 
para conocer del recurso, según el área de conocimiento, las estudiará de forma 
prioritaria, ordenada y lógica, examinando las causales alegadas por el recurrente.  
 
En la técnica, cuando prospere un cargo que solo verse sobre parte de las 
resoluciones de la sentencia,  habrá lugar al estudio de los demás. Es decir, la Corte 
resuelve unas causales con prelación a otras y en orden lógico. A manera de ejemplo 
podemos indicar que una causal por nulidad procesal por su naturaleza y alcance debe 
ser propuesta primera y prioritariamente como cargo primero y principal porque de 
prosperar hace inoperante el estudio de los demás cargos. 
1.6.11 Principio de la Evidencia del Error 
En materia de Casación, cuando se denuncian errores de hecho o de derecho frente a 
una sentencia recurrida, los errores deben aparecer patentes y ostensibles y deben 
reflejarse en la parte resolutiva del fallo, para que puedan ser denunciados en 
Casación, por lo tanto cuando se pretenda acudir en Casación  corresponde al 
recurrente demostrar la evidencia del error o de los errores denunciados. 
                                                 
 
5
 Por esta razón Manuel De la Plaza señala el recurso de Casación tiene “un fin renovador en el 
sentido de que se endereza a lograr una revisión del proceso”. De La Plaza M. (1944). La 
Casación Civil. Editorial Revista del Derecho Privado. Madrid. (pp.39). 
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1.6.12 Principios de la Presunción de Acierto 
6
 
Toda sentencia judicial, como reflejo de la soberanía del Estado, está amparada por 
presunciones legales, la presunción de acierto y la presunción de legalidad. En 
consecuencia, una vez ejecutoriadas las sentencias, son inmutables (no se pueden 
variar, excepto por el recurso de revisión dentro de determinadas condiciones y por 
causales precisas), son imperativas y coercibles. Cuando se recurre en Casación una 
sentencia, al recurrente le compete desvirtuar estas dos presunciones porque la 
sentencia está amparada por las dos, y por lo tanto para que sea casado o anulado un 
fallo, tiene que cumplir con el otro principio ya señalado, consistente en la 
demostración evidenciada del error, a fin de que puedan ser desvirtuadas por vía del 
razonamiento lógico estas dos presunciones. La presunción de acierto7, significa que la 
sentencia es verdadera por cuanto en su aspecto lógico-jurídico la sentencia como 
silogismo esta mediatizada por la certidumbre en la relación: prensa mayor (ley), 
premisa menos (hechos) y conclusión (consecuencia o resolución), reflejando la 
verdad. Es decir, hay presunción de acierto en apreciación de los hechos y en la 
aplicación del derecho. 
 
La presunción de legalidad significa, es esencia, que el fallo está ajustado a la 
Constitución, a la ley material y procesal y que por tanto se dictó conforme a derecho. 
Por ello, la demanda debe ser clara y precisa contra la sentencia, y demostrativa del 
error para probar que es contraria a derecho. Es imprescindible por tanto, demostrar la 
evidencia del error y los desaciertos en el fallo recurrido para lograr la prosperidad de 
la acusación, con fundamento en el principio dispositivo a fin de desvirtuar estas dos 
presunciones. 
1.6.13 Principio de la Justicia 
La Casación es un mecanismo para denunciar actos injustos reflejados en la 
sentencia. Este principio se concretiza en materia de Casación en cuanto se 
                                                 
 
6
 Estas dos presunciones son correlativas con la certeza y seguridad jurídica que deben 
emanar de las decisiones judiciales, categorías estas que integran la noción de debido proceso 
como derecho fundamental cuya esencia y sustancialidad es la justicia como “valor” en termino 
axiológico, lo que implica que la cosa juzgada deba antes de nada, equipararse intrínsecamente 
a “cosa justa”, o a lo “justo”, como supuesto de validez material. (Villabona, 2005). 
7
 Es la misma presunción de verdad preconizada por los artículos 1350 a 1325 del Código de 
Napoleón que recogían las tesis de Savigny, conocida también por algunos doctrinales como la 
teoría de la “ ficción de la verdad” del fallo en cuanto que toda sentencia pasada en autoridad 
de cosa juzgada justa o injusta, representa una ficción de verdad, planteamiento que de alguna 
manera se opone al criterio de Photier, pasa quien la autoridad de la cosa juzgada constituye 
presunción iure et de iure o de presunción absoluta de verdad. 
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demuestre la ilegalidad y el agravio sufrido por el recurrente, caso en el cual 
dependiendo de la causal que prospere, la Corte sustituye la sentencia censurada (res 
iudicata) y falla el mérito de asunto corrigiendo los errores, o reenvía o desplaza el 
proceso al juez de instancia para que lo proponga  (iudicium rescissorium), 
restableciendo en ambos casos la justicia. Por virtud de este principio se busca  la 
garantía del orden justo dentro del cual las personas pueden pedir que las decisiones 
acusadas se sometan a la ley dentro de un sistema de justicia y en el marco del 
Estado Social de Derecho. 
 
1.6.14 Principio de la Unidad o Coherencia Lógica  
Este principio se basa en la técnica, en la coherencia lógica significa que tanto la 
demanda, la réplica y la sentencia de Casación deben observarse unos principios 
mínimos de técnica jurídica con fundamento en la lógica, dada la consustancial 
relación existente entre lógica, derecho y Casación. Se trata fundamentalmente de los 
principios lógicos de identidad, contradicción, tercero excluido y de razón suficiente.8 
 
Estos principios tienen aplicación perentoria en la causal primera de Casación, frente a 
sentencias violatorias de la ley sustancial. El principio de identidad significa que un 
concepto, una idea o un objeto son idénticos  sí mismos, descubriendo la igualdad en 
la diversidad, pero no como semejanza o analogía, ni como igualdad propiamente tal, 
sino que un objeto es idéntico a sí mismo. Es decir, todo lo que es, es: o toda 
proposición equivale a sí misma. Constituye exigencia en cuanto cada concepto o 
juicio, cada norma o cada prueba utilizarse en un solo y único sentido al interior de 
cada cargo, evitando ambivalencias lógicas, no solo como higiene mental sino como 
norma práctica, dentro de la argumentación jurídica. Ejemplo: el error in iudicando es el 
error in iudicando. 
 
La ley o principio de no contradicción significa que dos proposiciones que se niegan 
una a la otra, no pueden ser al mismo tiempo verdaderas o falsas, o también desde el 
punto de vista aristotélico, que la proposición A no puede ser al mismo tiempo  
verdadera o falsa;  A no es A (formulación negativa del principio de identidad): en este 
caso, un sujeto no puede tener por verdaderas dos enunciaciones contrarias sobre un 
mismo objeto, idea o juicio, como cuando se dice algo es y no es, debiéndose 
especificar cuál es el verdadero o cual es el falso.  
 
De forma que aplicando al recurso de Casación, en un cargo no pueden plantearse 
juicios o proposiciones que se excluyan recíprocamente, porque dos normas de 
                                                 
 
8
 Ibíd., pp.118 
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derecho contradictorias entre si no pueden ambas ser válidas. Es decir, si hay 
contradicciones internas y formales dentro del cargo, este resulta inconsistente, Por 
ejemplo, no puede plantearse en el mismo  cargo o al mismo tiempo la existencia de 
violación directa e indirecta frente a una misma norma, o aplicación indebida y falta de 
aplicación del mismo precepto es decir, no puede plantearse simultáneamente, si y no 
frente al mismo precepto, o error de hecho y de derecho, frente a la misma prueba y en 
forma simultánea en el mismo cargo al mismo tiempo y bajo el mismo respecto, porque 
ello riñe con la lógica.  
 
Es decir, la expresión errada del concepto de la violación o la indicación de que frente 
a los mismos preceptos, y en el mismo cargo,  simultáneamente han ocurrido dos 
formas  de violación, constituye violación del principio de no contradicción. 
Estos dos principios conducen a la observancia del principio del tercero excluido, 
según el cual dos juicios que se contradicen no pueden ser los dos falsos porque 
reconocida la falsedad de uno se afirmara la verdad del otro, excluyendo una tercera 
posibilidad. Como el principio de contradicción sostiene que dos juicios contrarios no 
pueden ser ambos verdaderos, el principio de tercero excluido complementa afirmando 
que uno es verdadero y otro es falso, es decir, hay mutua exclusión, uno de ellos es 
verdadero y no hay una tercera opción. 
1.6.15 Principio de la Constitucionalidad 
La Constitución Política,  en los Estados democráticos, dentro de los cuales, se 
encuentra Colombia, es la norma de normas, así lo expresa el artículo 4: ARTICULO 
4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales. 
 
El recurso de casación busca la unificación y desarrollo jurisprudencial,  la reparación 
del agravio sufrido por las partes, y todos ellos representan consecuencias  políticas 
para la nación, razón por la cual, es función del órgano supremo de la justicia y no de 
los mandos medios, la resolución de este recurso.  
 
De tal forma que, ante la infracción de un precepto, garantía o derecho constitucional, 
este debe formularse en forma autónoma, dentro del escrito del recurso, caso 
contrario, el órgano competente no podrá estudiar esta circunstancia.  
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1.7 Características del Recurso de Casación 
Dentro de los recursos existentes, en las acciones judiciales, el recurso de casación, 
también conocido como demanda de casación, presenta características 
diferenciadoras, que le dan la categoría de especial, siendo ellas:  
1.7.1 Se Concede en Efecto Devolutivo 
Frente  a los efectos como se concede el recurso de Casación, debe tenerse en cuenta 
que el recurso de Casación civil en Colombia se concede fundamentalmente en el 
efecto devolutivo, y por excepción en el efecto suspensivo. Toda sentencia recurrida 
en Casación se cumple. Es reducido el número de sentencias que no se cumplen es 
decir, los casos del recurso se conceden con efectos suspensivos.  
 
En materia penal el recurso tiene efecto suspensivo, porque interpuesto en 
oportunidad, impide la ejecución del fallo. Naturalmente que este efecto no se refiere a 
la previsión contemplada en el derecho procesal penal colombiano en el artículo 187 
de la Ley 600 de 24 de julio de 2000 que señala:  
 
Las providencias relativas a la libertad y detención, y las que ordenan medidas preventivas se 
cumplirán el inmediato. Si se niega la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la 
captura solo podrá ordenarse cuando se encuentre en firme la sentencia, salvo que durante la 
actuación procesal se hubiere proferido medida de aseguramiento de detención preventiva.  
1.7.2 Compara la Sentencia frente la Ley 
En Casación se compara la sentencia con la norma jurídica procesal o sustancial para 
establecer si ella viola o no la lay, de forma que si el juez cometió errores en la 
sentencia, esta debe ser anulada o casada. En las instancias se discuten cuestiones 
fácticas e históricas. El operador judicial o el juez, busca analizar el hecho frente a la 
ley, mientras en Casación se analiza la sentencia frente  a la ley. En las instancias se 
compara el caso controvertido frente a la ley, en Casación se compara  la sentencia 
frente a la ley. 
1.7.3 Es Recurso Extraordinario 
El recurso es extraordinario9 porque no se puede proponer en todo tipo de proceso ni 
contra toda clase de sentencia, además, se formula luego de haber agotado 
normalmente los recursos ordinarios, siendo presupuesto necesario, generalmente, el 
                                                 
 
9
 Prieto, Castro. Tratado de Derecho Procesal Civil; Fernando de la Rua. El recurso de 
Casacion civil; y Crisanto Mandrioli  Corso di diritto processuale civile, entre otros. 
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haber interpuesto el recurso de apelación, excepto de la Casación per saltum. Para 
Manuel De La Plaza, es extraordinario, siguiendo la jurisprudencia española “porque 
no se da mientras no se hayan apurado todos los recursos ordinarios” (De La Plaza, 
1944 pp. 34). 
1.7.4 Es Reglado y Taxativo 
La Casación, a diferencia de los demás recursos, requiere por regla general un interés 
jurídico-económico para proponerlo cuando se discuten pretensiones de carácter 
económico. Por lo tanto, al discutir asuntos del estado civil de las personas, el factor 
cuantía, no se tiene en cuenta pues no se trata de un derecho económico sino de un 
derecho humano y de un atributo imprescriptible, inembargable e indisponible de la 
persona humana; en materia penal, tampoco se requiere este factor cuando  no se 
discute el elemento económico sino el factor sanción o en los casos de Casación 
facultativa o excepcional. 
 
Las causales de Casación son taxativas. En el derecho colombiano, en materia de 
Casación civil se consagran cinco  causales, mientras que en el ordenamiento penal se 
consagran tres causales y en el laboral dos causales. 
 
La Casación es un recurso formalista, técnico y preciso por cuanto la mayoría de las 
legislaciones exigen cumplir determinadas reglas técnicas10; ello se ha traducido 
negativamente en muchos casos, debido a la  primacía de lo formal sobre lo 
sustancial, contrariando, al menos en Colombia, el principio constitucional de la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho formal. 
 
1.7.5 Es un Recurso no una Instancia  
La Casación no es una instancia, porque en la instancia se debaten los hechos frente a 
la norma jurídica, mientras que en Casación se enfrenta una sentencia a la norma 
jurídica. Mucho menos puede concebirse como tercera instancia. En las instancias el 
debate es amplio e ilimitado, mientras que en Casación el debate es restringido y 
limitado.  
 
                                                 
 
10
 También la Casación cubana exige rigor formal en el recurso. El artículo 632 de la Ley 7 de 
agosto de 1977 de Procedimiento Civil, administrativo y laboral de 1977 de Cuba requiere que 
el recurrente señale en párrafos separados y numerados las razones en que se fundamenta el 
recurso con referencia a cada motivo de alegue. 
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Esta característica no puede predicarse cuando se casa un fallo recurrido, porque en 
este caso, al anular el fallo de segunda instancia, o el recurrido en Casación per saltum 
(en materia civil o laboral), lo que hace un Tribunal o Corte de Casación es dictar el 
fallo sustitutivo del de segunda o primera instancia (en el caso de la per saltum) que ha 
sido quebrado con el recurso. Es decir, si casa la sentencia recurrida lo único que se 
hace es dictar la que debiera haberse dictado por el juez de instancia, si no hubiese 
incurrido en los errores in iudicando o in procedendo acusados en la demanda. 
 
La Casación es una prolongación del juicio que forma un todo con las sentencias de 
primera y de segunda instancia, razón por la cual la sentencia recurrida en Casación 
no queda ejecutoriada. 
 
1.7.6 Facultades limitadas del Juzgador 
La facultad y voluntad decisoria del juez de Casación, está limitada exclusivamente a 
la voluntad o marco que le fije el impugnante, Por tanto la Corte no tiene facultades 
ilimitadas, ex novo, para nuevo juzgamiento, porque no es tercera instancia, o nueva 
instancia. La Corte no actúa con las facultades juzgadoras del ad quem, sino con 
facultades limitadas para la demanda de Casación. 
 
El recurso de Casación es un medio o acción de impugnación11. Doctrinariamente 
también se han distinguido los recursos entre medios de gravamen y acciones o 
recursos de impugnación. Dentro de los medios de gravamen encontramos los 
recursos ordinarios como la reposición, la queja, la consulta y la apelación. Dentro de 
los recursos de  Impugnación se encuentra la Casación.  
 
La Casación Civil, para Piero Calamandrei, distingue e inclusive supone los recursos 
ordinarios frente a los extraordinarios, clasificando el recurso de Casación como 
recurso extraordinario y lo enmarca como acción o recurso de impugnación. 
Refiriéndose a las disparidades entre recursos ordinarios y extraordinarios de manera 
tajante expresa: “se puede afirmar que la diferencia entre los medios ordinarios y los 
extraordinarios para impugnar las sentencias consiste en que los primeros son  medios 
de gravamen, mientras los otros son acciones de impugnación” (Calamandrei, 1945). Y 
posteriormente en igual sentido señala: “aquellos institutos  que nuestra ley llama 
                                                 
 
11
 MORON PALOMINO, Manuel. “El recurso de casación es un recurso jurisdiccional en sentido 
verdadero y propio, carácter que debe ser defendido frente al parecer diverso, inclinado a 
considerar que se trata de una pretensión autónoma de impugnación, que fue los sostenido en 
su día por Calamandrei”. 
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medios ordinarios serian en sustancia verdaderos de gravamen, mientras los 
extraordinarios tendrían la naturaleza de acciones de impugnación”. 
 
1.7.7 Es Dispositivo 
Es un recurso eminentemente dispositivo y por tanto no es oficioso. Así el proceso sea 
de naturaleza penal, la interposición del recurso de Casación no es oficiosa puesto que 
los procesos terminan normalmente con la segunda instancia y por ende, no es 
obligatorio, sino que nace de la voluntad de la parte, del procesado o del legitimado 
jurídicamente en la causa.  
 
Debe distinguirse que la formulación del recurso es eminentemente dispositiva y la 
decisión del  sentenciador igualmente tiene límites fijados por la demanda. Sin 
embargo, en  materia de Casación penal en Colombia, con el artículo 214 de la Ley  
600 de 2000  del Código de Procedimiento Penal,  se introdujo un elemento de 
carácter  oficioso para la Corte, en donde esta actúa como juez de Casación, 
obligándola a declarar de oficio la causal tercera del artículo 220 del mismo 
ordenamiento el cual señala: 
 
 “Cuando después de la sentencia condenatoria aparezcan hechos nuevos o surjan 
pruebas, no conocidas al tiempo de los debates, que establezcan la inocencia del 
condenado, o su inimputabilidad”. 
 
Igualmente debe casar la sentencia cuando sea ostensible que la misma atenta contra 
las garantías fundamentales. En este caso no hay duda que nos encontramos con una 
típica Casación de oficio. 
1.7.8 Prevalece el Interés Público 
En la sentencia de Casación hay prevalencia del interés público mientras que en las 
decisiones de las instancias hay prevalencia del interés privado o particular. 
Naturalmente que en Casación se reconoce el interés particular cuando se demuestran 
los errores in iudicando o los errores in procedendo.  
 
Toda sentencia, como disposición aplicadora de derecho, es una decisión política, pero 
las decisiones de los tribunales de primera y segunda instancia y las que recaen en un 
recurso de Casación se diferencian en que en los primeros dos casos el interés 
particular es lo esencial. 
 
Las partes ponen en movimiento la actividad jurisdiccional para satisfacer sus 
privativos intereses, mientras que en casación, aunque opera el principio dispositivo, el 
 41 
 
 
Tribunal se coloca en situación diferente: el interés que prima es el de aplicar la ley que 
ha sido quebrantada, restablecer la unidad del derecho vulnerado, garantizar la 
certidumbre jurídica (Dujarric, 1998 pp. 17-18). 
1.8 El Procedimiento Judicial del Recurso de Casación 
en Materia Laboral  
 
El procedimiento establecido para el trámite del recurso de casación, lo 
determinaremos en dos momentos, el primero una vez presentado el recurso ante el 
órgano competente, esto es la Corte Suprema de Justicia y  seguidamente, los 
procedimientos previos ante los jueces de instancia y  la admisión del recurso.  
 
Destacamos, frente al objeto de la investigación planteada, el procedimiento formal, 
taxativo y escrito del recurso, el cual no es comparable, con el procedimiento 
adelantado en la primera y segunda instancia, los cuales en virtud del principio de 
oralidad, han sido desarrollados bajo el principio de la inmediatez del juez, la presencia 
en la práctica de las pruebas y el contacto directo, con las partes, que permiten una 
decisión posterior a la comunicación directa con las partes.  
 
1.8.1 Actos Procesales ante la Corte Suprema de Justicia 
 Admisión del recurso de casación 
Una vez presentado el recurso de casación ante los jueces de primera y segunda 
instancia, se envía el expediente con todos sus cuadernos a la Corte Suprema de 
Justicia. Llegado el expediente a la Corte Suprema, se indica el reparto del proceso al 
magistrado ponente.  
 
El artículo 64 del Decreto 528 de 1964, al derogar tácticamente al  artículo 93 del 
C.P.T., señalo:  
Repartido el expediente en la Corte, la sala decidir dentro de los diez días siguientes si 
es o no admisible el recurso. Si fuere admitido, ordenara el traslado al recurrente o 
recurrentes por treinta días, a cada uno, para que dentro de ese término presenten las 
demandas de cesación. En caso contrario dispondrá que se devuelvan los autos al 
tribunal de origen. 
 
Seguidamente del reparto al magistrado ponente, el despacho de este realiza un 
examen preliminar del recurso, para determinar si la sentencia recurrida reúne los 
requisitos legales que la ley exige para que pueda concederse, si fue propuesto en 
término oportuno y si lo formulo persona hábil. Es decir, determina la legalidad de 
interposición y de la concesión del recurso, analizando la procedencia contra la 
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sentencia recurrida, la legitimación del recurrente y la oportunidad de la formulación del 
recurso. Cabe destacar para nuestro trabajo, que todo este trámite es escrito y no hay 
contacto entre las partes, ya sea el actor o el sujeto pasivo frente al recurso, con el 
magistrado ponente o miembro alguno del órgano judicial.  
 
Tratándose de una sentencia recurrida, previa la decisión de un Tribunal Judicial, ésta 
debe estar suscrita por todos los magistrados que conforman la sala de decisión, 
según la jurisdicción territorial, el artículo 372 del C.P.C., determina que si la sentencia 
no está suscrita por el número de magistrados que la ley exige, la Sala ordenara 
devolver el proceso al tribunal para que se proceda como ordena el artículo 358 del 
C.P.C., es decir, se remite para que la suscriban los magistrados que la dictaron.  
 
La misma norma aclara que, frente a los cambios que en forma natural se surten de los 
administradores de justicia,  podrá el Tribunal, proferir un nuevo fallo, por virtud del 
principio de independencia y autonomía judicial. La norma indica:  
 
ARTÍCULO 358. EXAMEN PRELIMINAR. <Artículo derogado por el literal c) del 
artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige a partir del 1o. de enero de 2014, en los 
términos del numeral 6) del artículo 627> <Artículo  modificado por el artículo 1, 
numeral 176 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo texto es el siguiente:> Repartido el 
expediente, el juez o el magistrado ponente observará si la providencia apelada se 
encuentra suscrita por el inferior, y en caso negativo ordenará devolverlo para que 
cumpla esta formalidad, por auto que no tendrá recurso. Si entre tanto se hubiere 
producido cambio de juez, quien lo haya reemplazado proferirá nueva providencia, caso 
en el cual ésta se notificará. Si a pesar de la falta de la firma de la providencia el superior 
hubiere decidido la apelación, se tendrá por saneada la omisión.  
 
Si no se cumplen los requisitos para la concesión del recurso, éste será declarado 
inadmisible y se devolverá el expediente al inferior; si fueren varios los recursos, sólo 
se tramitarán los que reúnan los requisitos mencionados.  
 
Tratándose de apelación de sentencia, el superior verificará si existen demandas de 
reconvención o procesos acumulados, y en caso de no haberse resuelto sobre todos 
enviará al expediente al inferior para que profiera sentencia complementaria. Así 
mismo, si advierte que en la primera instancia se incurrió en causal de nulidad, de 
oficio la pondrá en conocimiento de la parte afectada, o la declarará, y devolverá el 
expediente al inferior para que renueve la actuación anulada, según las circunstancias.  
 
Si la apelación que debía ser concedida en el efecto suspensivo, lo fuere en otro, el 
superior la admitirá en el que corresponda, ordenará devolver las copias y dejando la 
del auto que admitió el recurso dispondrá que el inferior le remita el expediente; 
llegado éste, dará los traslados a las partes.  
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Cuando la apelación que debía ser concedida en el efecto diferido o devolutivo, lo 
fuere en el suspensivo, el superior la admitirá en el que corresponda, y dispondrá que 
se devuelva el expediente al inferior, previa expedición de las copias necesarias para 
el trámite del recurso, a costa del recurrente, quien deberá suministrar el valor de sus 
expensas en el término de cinco días, contados a partir de la notificación del auto que 
lo admite, so pena de que quede desierto.  
 
Si debía otorgarse en el efecto devolutivo y se concedió en el diferido, o viceversa, lo 
admitirá en el que corresponda y ordenará comunicarlo al inferior por medio de oficio.” 
 
Cuando el recurso se admite como consecuencia de la respuesta del recurso de queja, 
se entiende que la Corte Suprema de Justicia, en la sala competente, ya conoció del 
asunto y considero procedente el recurso de casación, de tal surte, que en este caso, 
el recurso de casación se admite, como consecuencia de la respuesta al recurso de 
queja.   
 
ARTÍCULO 372. ADMISION DEL RECURSO. <Artículo derogado por el literal c) del 
artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige a partir del 1o. de enero de 2014, en los 
términos del numeral 6) del artículo 627> <Artículo  modificado por el artículo 1, 
numeral 187 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo texto es el siguiente:> Repartido el 
expediente, se decidirá sobre la admisibilidad del recurso. El auto que lo admita lo 
dictará el ponente; el que lo niegue, la sala la cual ordenará se devuelva al tribunal o 
juzgado que lo remitió. Será inadmisible el recurso por no ser procedente de 
conformidad con el artículo 366 y cuando no se hayan expedido las copias en el término 
a que se refiere el artículo 371.  
 
No podrá declararse inadmisible el recurso por razón de la cuantía.  
 
Cuando en virtud del recurso de queja la sala conceda el de casación, se 
aplicará por el inferior en lo pertinente el artículo 371, a partir de la notificación del auto 
de obedecimiento a lo resuelto por el superior.  
 
Si la sentencia no está suscrita por el número de magistrados que la ley exige, 
la sala ordenará devolver el proceso al tribunal para que proceda como se dispone en el 
artículo  358.  
Lo dispuesto en este artículo se aplicará, en lo pertinente, al recurso de 
casación per saltum. 
 Inadmisión del recurso de casación 
Si la Corte no encuentra satisfechos los requisitos porque no era procedente, de 
conformidad con el artículo 64 del Decreto 528 de 1964, declarara inadmisible el 
recurso y ordenara que se devuelva al tribunal o juzgado que lo remitió. Por lo tanto, la 
Corte puede revisar si la sentencia recurrida reúne los  requisitos de ley.  
 
Examina si la sentencia en los siguientes aspectos:  
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a) La sentencia proferida es de  aquellas que admiten el recurso 
b) Si se concedió a la parte legitimada para presentarlo 
c) Si se propuso en tiempo hábil 
d) Si se practicó o no el dictamen ordenado para determinar la cuantía 
e) Si la sentencia recurrida está suscrita por los magistrados que debieron 
intervenir en ella 
f) Si el recursos había quedado desierto al haberse operado ya una causal de 
deserción en el tribunal o juzgado y que no fue declarada allí. 
 
En la Casación per saltum, si falta la firma del juez, se regresara el expediente para 
que se proceda con arreglo a lo previsto en el artículo 358 en concordancia con el 372 
del C.P.C. Para la modalidad de Casación per saltum, las partes deberán interponer el 
recurso en la forma requerida por la ley, obteniendo el consentimiento escrito de la 
contraparte o de su apoderado presentando personalmente ante el mismo juez. 
 Admisión del recurso de casación 
Es magistrado ponente dicta el auto admisorio, en el cual se declara  bien concedido el 
recurso, después de haber realizado el examen preliminar.  
 
Esta providencia se dicta de conformidad con el artículo 64 del Decreto 528 de 1964, 
corriendo traslado por 30 días al recurrente, para que dentro del término presenten la 
demanda de casación. Esta norma es concordante con el artículo 373 del C.P.C. Las 
normas indican:  
 
Decreto 528 de 1964. ARTICULO 64. En materia civil, penal y laboral el recurso de 
casación se tramitará así:  
 
Repartido el expediente en la Corte la Sala decidirá dentro de los diez días 
siguientes si es o no admisible el recurso. Si fuere admitido, ordenará el traslado al 
recurrente o recurrentes por treinta días, a cada uno, para que dentro de este término 
presenten las demandas de casación. En caso contrario dispondrá que se devuelvan los 
autos al Tribunal de origen.  
 
ARTÍCULO 373. TRAMITE DEL RECURSO. Admitido el recurso, en el mismo 
auto se ordenará dar traslado por treinta días a cada recurrente que tenga distinto 
apoderado, con entrega del expediente, para que dentro de dicho término formule su 
demanda de casación. Si ambas partes recurrieron, se tramitará primero el recurso del 
demandante y luego el del demandado.  
 
El recurrente podrá remitir la demanda a la Corte desde el lugar de su 
residencia, y se tendrá por presentada en tiempo si llega a la secretaría antes de que 
venza el término del traslado.  
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Cuando no se presente en tiempo la demanda, el magistrado ponente declarará 
desierto el recurso y condenará en costas al recurrente; pero si éste retiene el 
expediente o se produce su pérdida, antes de dicha declaración se procederá como 
disponen los artículo 129 a 131 <130>, según fuere el caso. Siendo varios los 
recurrentes, sólo se declarará desierto el recurso del que no presentó oportunamente la 
demanda.  
 
Presentada en tiempo la demanda, se examinará si reúne los requisitos 
formales, sin calificar el mérito de los cargos, y en caso negativo se declarará desierto el 
recurso y ordenará devolver el expediente al tribunal de origen. Si los encuentra 
cumplidos, dará traslado por quince días a cada opositor que tenga distinto apoderado, 
con entrega del expediente para que formule su respuesta, o a todos simultáneamente 
cuando tengan un mismo apoderado.  
 
Expirado el término del traslado al opositor, el expediente pasará al magistrado 
ponente para que elabore el proyecto de sentencia. Si el opositor retiene el expediente, 
se procederá como dispone el inciso tercero de este artículo.  
 
La sala podrá citar a las partes para audiencia en la fecha y hora que señale, 
una vez que el asunto quede en turno para que el magistrado ponente registre el 
proyecto de sentencia. Si las partes no concurrieren, se prescindirá de la audiencia y el 
magistrado ponente les impondrá multas por el valor de cinco salarios mínimos 
mensuales, a menos que dentro de los tres días siguientes a la fecha señalada, prueben 
fuerza mayor.  
 
Registrado el proyecto o celebrada o fallida la audiencia, se procederá a dictar 
sentencia.  
 
Cuando la demanda se recibe como consecuencia de la procedencia del recurso de 
queja, no se dicta auto admisorio del recurso.  
 Sustentación del recurso de casación 
Es la demanda por medio de la cual se presenta ante la Corte el recurso con indicación 
de las causales o motivos legales que justifican la invalidación del fallo recurrido de 
forma clara y precisa contra la sentencia recurrida. 
 
El artículo 63 del Decreto 528 de 1964, al modificar el artículo 90 del C.P.T., señala:  
 
La demanda de Casación debe contener un resumen de los hechos debatidos en el 
juicio y expresar la causal que se aduzca para pedir la información del fallo, indicando en 
forma clara y precisa los fundamentos de ella y citando la norma sustancial que el 
recurrente estime infringida.  
 
Si son varias las causales del recurso, se exponen en capítulos separados los 
fundamentos relativos a cada una. 
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Art. 91. Planteamiento de la Casación. El recurrente deberá plantear 
sucintamente su demanda, sin extenderse en consideraciones jurídicas como en los 
alegatos de instancia. 
 
Se trata de la sustentación del recurso que se materializa en la conocida demanda de 
Casación, que no es objeto de adición ni corrección ni complementación, porque se 
trata de un solo escrito. Pero si presenta la demanda antes del vencimiento, no hay 
duda que podrá sustituirse siempre y cuando no se haya renunciado al resto de 
término de que se goza para presentar la demanda de Casación. 
 
Si se actúa por primera vez y el apoderado no está reconocido dentro del proceso, 
debe realizarse la presentación personal o autenticación, porque al omitir esta 
formalidad podría conducir a la deserción del recurso. Si se concedió poder para todo 
el proceso, no se requiere nuevo poder para la demanda de Casación, pero si lo limito 
otorgándolo únicamente para determinada instancia, no será suficiente para Casación, 
por lo cual requerirá nuevo poder. La demanda no requiere anexo alguno, excepto el 
poder, si actúa por primera vez. 
 
Cuando  no se presenta en tiempo, se declarara desierto el recurso, condenando en 
costas al recurrente. 
El artículo 374 del C. P.C describe los requisitos del recurso de casación, así:  
 
ARTÍCULO 374. REQUISITOS DE LA DEMANDA. <Artículo derogado por el literal c) 
del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige a partir del 1o. de enero de 2014, en los 
términos del numeral 6) del artículo 627> <Artículo  modificado por el artículo 1, 
numeral 189 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo texto es el siguiente:> La demanda de 
casación deberá contener:  
 
1. La designación de las partes y de la sentencia impugnada.  
2. Una síntesis del proceso y de los hechos, materia del litigio.  
3. La formulación por separado de los cargos contra la sentencia recurrida, con la 
exposición de los fundamentos de cada acusación, en forma clara y precisa. Si se trata 
de la causal primera, se señalarán las normas de derecho sustancial que el recurrente 
estime violadas.  
 
Cuando se alegue la violación de norma sustancial como consecuencia de error 
de hecho manifiesto en la apreciación de la demanda o de su contestación, o de 
determinada prueba, es necesario que el recurrente lo demuestre. Si la violación de la 
norma sustancial ha sido consecuencia de error de derecho, se deberán indicar las 
normas de carácter probatorio que se consideren infringidas explicando en qué consiste 
la infracción. 
 
En tanto el artículo 90 del C.P.T indica:  
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ARTICULO 90. REQUISITOS DE LA DEMANDA DE CASACION. La demanda de 
casación deberá contener:  
 
1. La designación de las partes;  
2. La indicación de la sentencia impugnada;  
3. La relación sintética de los hechos en litigio;  
4. La declaración del alcance de la impugnación;  
5. La expresión de los motivos de casación, indicando:  
a) El precepto legal sustantivo, de orden nacional, que se estime violado, y el concepto 
de la infracción, si directamente, por aplicación indebida o por interpretación errónea.  
b) En caso de que se estime que la infracción legal ocurrió como consecuencia de 
errores de hecho o de derecho en la apreciación de pruebas, citará éstas 
singularizándolas y expresará qué clase de error se cometió. 
 Admisión de la demanda: Calificación formal del recurso 
El artículo 65 del Decreto 528 de 1964 expresa - Presentada en tiempo la demanda de 
Casación, la sala resolverá si se ajusta a los requisitos exigidos en el artículo 63. Si así 
lo hallare, dispondrá que se corra traslado de ella a quienes no sean recurrentes, por 
quince (15) días a cada uno, para que formulen sus alegatos. Si la demanda no reúne 
los requisitos legales, o no se presentare en tiempo, se declarara desierto el recurso. 
 
La norma anterior es complementaria con la prevista en materia de Casación civil, en 
el artículo 373 del C.P.C., el cual regla que presentada en tiempo la demanda se 
examinara si reúne los requisitos formales, sin calificar el mérito de los cargos. Si 
observaba la demanda no reúne los requisitos formales, la Corte declarara desierto el 
recurso y ordenara devolver el expediente al tribunal de origen. 
 Traslado al opositor. Replica 
Calificada positivamente la demanda en su aspecto formal, se ordena su traslado a la 
parte opositora o no recurrente, dentro del mismo auto que admite la demanda, y como 
lo señala el artículo 65 del Decreto 528 de 1964, resolviendo que si se ajusta a los 
requisitos exigidos en el artículo  63 del Decreto 528 de 1964, “Dispondrá que se corra 
traslado de ella a quienes no sean recurrentes, por quince días a cada uno, para que 
formulen sus alegatos. 
 
La falta de respuesta o la ausencia de réplica no tienen implicaciones con respecto a la 
esencia del recurso, porque no apareja ninguna consecuencia negativa frente al 
recurso, excepto en cuanto tiene que ver con la fijación de costas. Si la parte opositora 
es plural, se aplican los mismos criterios que frente al traslado para formular demanda 
de Casación. 
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 Audiencia 
Señala  el artículo 66 del Decreto 528 de 1964: “Si durante la discusión del proyecto de 
sentencia la sala estimare conveniente aclarar puntos de hecho o derecho, podrá oír a 
las partes en audiencia pública”. 
 
Durante el trámite del recurso de Casación, en aplicación de rasgos del procedimiento 
oral, la Sala podrá citar a las partes para audiencia en la fecha y hora que señale 
(Villabona, 2006). 
 
El desarrollo de esta audiencia, es el punto de discusión que se pretende plantear en 
esta investigación, en el entendido, que la norma procesal, describe la posibilidad de 
desarrollar una audiencia con el procedimiento oral, pero bajo las condiciones en que 
en realidad, se tramita el recurso de casación, la oralidad, no se desarrolla, y pasa 
desapercibida por los actores, de tal forma que solo, te toman decisiones en virtud del 
escrito, es decir, para resolver el recurso de casación el principio de inmediación, no 
tiene presencia.  
 
Se trata de una audiencia que puede decretarse de oficio o por petición de parte, 
mientras que en Casación civil solo procede por petición de parte. Ello en 
consideración a que el artículo 70 del Decreto 528 de 1964 expreso: “Este decreto no 
reglamenta íntegramente las materias a que se refiere, en consecuencia deroga 
solamente las disposiciones que le sean contrarias”. 
 
Esta audiencia es para que los magistrados que integran la Sala se informen del fondo 
del asunto, y se ilustren sobre puntos de hecho o de derecho respecto del asunto 
materia de Casación. La audiencia se celebra con la presencia de los magistrados que 
integran la Sala y la presencia de las partes, otorgando primero la palabra recurrente y 
luego al opositor, treinta minutos a cada parte. De acuerdo a las reglas generales, las 
partes podrán presentar por escrito, dentro de los 3 días siguientes, resúmenes de sus 
intervenciones. Si las partes no concurren, se prescindirá de la audiencia, pero si 
acude a una de las partes se celebrara la audiencia. 
 
Esta audiencia bajo la teoría del principio de oralidad, es compatible con el derecho del 
acceso a la justicia, pero no cuenta con el elemento de legitimidad, cuando su 
aplicación, en el área laboral, de nuestro estudio, es inexistente, razón por la cual, las 
partes no la solicitan ni la Corte la decreta. 
 Proyecto 
Señala el art. 98 del C.P.T. “Termino para formular proyecto.  Expirado el termino para 
solicitar audiencia, o practicada esta sin que haya sido proferido el fallo, los autores 
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pasaran al ponente para que dentro de veinte (20) días formule el proyecto de 
sentencia que dictara el tribunal dentro de los treinta días siguientes. “Una vez vencido 
el termino de traslado al opositor, el expediente pasara a manos del magistrado 
ponente para que elabore el proyecto de Sentencia”. 
 Sentencia 
Registrado el proyecto, sino se citó para audiencia o si celebrada fue fallida, se 
procede a dictar sentencia. 
 
ART. 99. “Modificado. D.E.528/64, Art.61. Decisión del recurso. Si la Corte hallare 
justificada alguna de las dos primeras causales mencionadas en el artículo anterior, 
decidirá sobre lo principal del pleito o sobre los capítulos comprendidos en la 
Casación. En este caso, infirmado el fallo, puede la Corte dictar auto para mejor 
proveer”. 
 
La Corte  toma en orden lógico el estudio de los cargos. Si haya fundado una causal o 
un cargo que baste para anular el fallado recurrido, casara y pasara a decidir sobre el 
fondo del negocio, en caso de que se busque la casación total del fallo, prescindiendo 
del estudio de los demás cargos. 
 
Pero si un cargo solo se acoge parcialmente, debe la Corte examinar los demás 
cargos. Es decir, cuando prospere un cargo que solo verse sobre parte de las 
resoluciones impugnadas de la sentencia, abra lugar al estudio de los demás;  así 
mismo, cuando la causal acogida solo casa parcialmente, han de examinarse los 
demás cargos. 
 Notificación de la sentencia 
La notificación de la sentencia  de Casación puede realizarse personalmente o por 
edicto. 
 
Actos procesales previos al conocimiento del recurso de casación por la Corte 
Suprema de Justicia.  
 
Es posible presentar el recurso de casación contra las sentencias de segunda 
instancia, proferidas por los Tribunales Superiores de Justicia,  este acto  debe 
provenir de la parte interesada, por medio del cual manifiesta que interpone el recurso 
de Casación, dentro del término previsto en la ley, que en Colombia es de 15 días, 
conforme el artículo 62 del Decreto 528 de 1964, el cual modifico el artículo 88 del 
C.P.T. El recurso podrá interponerse ante la Sala Laboral del Tribunal, en el acto de la 
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notificación por estrado de la sentencia, o por escrito, ante el Tribunal, dentro de los 15 
días siguientes a la notificación de aquella. 
 
Hay dos posibilidades concretas para interponer el recurso:   
 
a) En el acto de notificación por estrados de la sentencia dentro de la respectiva 
audiencia de juzgamiento en el Tribunal Superior, la cual se desarrolla bajo el 
principio de oralidad, de este recurso debe tomarse nota escrita en la 
dirigencia.  
b) Dentro de los 15 días siguientes, contados desde el momento de la notificación 
de la sentencia, teniendo en cuenta que en laboral la notificación por estrados 
tiene prelación.  
 
Como el recurso se concede por regla general en efecto suspensivo, es evidente que 
la sentencia recurrida no se cumplirá hasta tanto no quede ejecutoriada la providencia 
que ponga fin al recurso de Casación. 
 
En Colombia encontramos la Casación per saltum,  tanto en el ordenamiento civil 
como en el laboral. Se denomina Casación per saltum a la modalidad de Casación en 
la cual las partes, de común acuerdo, prescinden de la apelación, se saltan la segunda 
instancia para acudir directamente al recurso de Casación. 
 
Señala el “Art.88. Modificando. D.L. 528/64, art.62. Plazo para interponer el recurso.  El 
recurso de Casación per satum en materia laboral deberá interponerse en la forma y 
términos previstos por el artículo 89 del Código Procesal del Trabajo”. Y el Art.89 del 
C.P.T. indica: “Interposición del recurso “per saltum”. El recurso de Casación per 
saltum contra las sentencias de los jueces del  círculo judicial del trabajo de que trata 
la letra b) del artículo 86, se propondrá y se concederá o denegara dentro de los 
términos y en la misma forma que el de apelación. 
 
El artículo 66 del C.P.T., al regular la apelación12 de sentencias de primera instancia 
dispone conceder el recurso en el efecto suspensivo, y que se interpondrá “de palabra 
en el acto de la notificación, o por escrito, dentro de los tres días siguientes: 
interpuesto en la audiencia, el juez lo concederá o denegara inmediatamente, si por 
escrito, resolverá dentro de los dos días siguientes”. 
 
                                                 
 
12
 El recurso de apelación contra autos fue modificado por el artículo 31 de la Ley 712 de 2001, 
al permitir la apelación contra autos notificados por estado dentro de los cinco días siguientes. 
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Tratándose de Casación per saltum, el recurso debe interponerse dentro del término 
de ejecutoria de la sentencia de primer grado, es decir, dentro de los tres días 
siguientes a la notificación de la sentencia, termino durante el cual, las partes, de 
común acuerdo, manifiestan su deseo de prescindir de la apelación e interponer el 
recurso de Casación. 
 
El artículo 89 del C.P.T., señala:  
 
Interposición del recurso “per saltum”. El recurso de casación per satum contra la 
sentencias de los jueces del circulo judicial del trabajo de que trata la letra b) del artículo 
86, se propondrá y se concederá  o denegara dentro de los términos y en los términos y 
en la misma forma que el de apelación. 
 
La parte que desee saltar la instancia de apelación deberá obtener el 
consentimiento escrito de la contraparte o de su apoderado, que deberá presentarse 
personalmente por su signatario ante el mismo juez. La impugnación en Casación por 
salto solo podrá fundarse en la causal primera del artículo 87. 
 
Se interpone el recurso de Casación contra sentencias proferidas en primera instancia 
por los jueces del circuito laboral, pero en este caso se requiere manifestación expresa 
de acuerdo de las dos partes de prescindir de la apelación o de la segunda instancia. 
ES decir, deben recurrir ambas partes de Casación, pero solo lo pueden hacer 
utilizando la causal primera de Casación, tal como acontece en la Casación civil. 
 
Esta Casación per saltum se propondrá y se concederá o denegara dentro de los 
términos y en la misma forma que el de apelación, de acuerdo al artículo 89 del C.P.L. 
Frente al no apelante pueden presentarse tres situaciones diferentes, para efectos de 
que pueda o no interponer el recurso. 
a.  Que la sentencia de segunda instancia sea exclusivamente confirmatoria de la 
primera instancia 
b. Que la sentencia de segunda instancia sea modificatoria de la de primer grado 
c. Que obtenga acuerdo con su contraparte para saltar la instancia y acudir en 
Casación per saltum. 
 
Por regla general, no es posible que la parte que no apeló la sentencia, pueda recurrir 
en casación, cuando la del Tribunal o de segunda instancia haya sido exclusivamente 
confirmatoria de aquella. 
 
Es decir, de acuerdo a la regla 369 del C.P.C., quien interpone recurso de Casación 
contra una sentencia de segunda instancia exclusivamente confirmatoria, no puede 
obtener la concesión del recurso de Casación, porque no apelo, por varias razones: 
 
a. Porque como no apelo, al confirmarse íntegramente, es como si no se hubiese 
surtido la segunda instancia. 
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b. Porque la segunda instancia, con sentencia confirmatoria fue meramente 
actividad de su contraparte que si apelo; y por lo tanto, si esta parte no hubiese 
apelado la sentencia de primera instancia habría cobrado ejecutoria inmediata. 
c. Porque si no apelo la primera instancia, se entiende que no tenía reproche 
alguno al fallo de primer grado, y si el de segundo grado fue meramente 
confirmatorio, sin modificaciones, es evidente que tampoco puede tener 
reproche alguno a este fallo de segunda instancia. 
d. Porque si hubiese deseado modificaciones al fallo de primer grado debía haber 
apelado. 
 
Se castiga entonces al recurrente que no apelo, porque si hubiese sufrido agravio con 
el fallo de primer grado, debía haber apelado o al menos haber acudido al mecanismo 
de la apelación adhesiva para mostrar su conformidad con el fallo de primera instancia, 
Si no lo hace es porque está conforme con la decisión, Por tanto, si no apelo, pero se 
surtió el trámite de segunda instancia, y se confirmó íntegramente el fallo de primera 
instancia, mal puede ahora decir que recurre en Casación. 
 
Con  respecto al recurrente que no apelo la sentencia de primera instancia, pero por 
virtud de la apelación de contraparte, o por la consulta, se modifica la de primer grado, 
es evidente que si puede acudir en Casación, porque cuando la sentencia de primera 
instancia es modificatoria de la de primer grado, y el recurrente no la apelo, se 
entiende que no la hizo porque aquella no le perjudicaba empero, como la de segunda 
instancia le modifica o altera su posición inicial, puesto que la nueva sentencia revoca 
o reforma la de primera instancia, -que no había recurrido porque le favorecía-, es 
indudable que en esta segunda hipótesis si puede recurrir. 
1.8.2 Oportunidad para Interponer el Recurso de Casación 
contra Sentencias Laborales de Segunda Instancia 
Regulan este asunto los artículos 88 y 89 del C.P.T. 
 
ART.88 - Modificando. D.L. 528/64, art.62. Plazo para interponer el recurso. “En 
materia civil, penal y laboral el recurso de Casación podrá interponerse dentro de los 
quince (15) días siguientes a la notificación de la sentencia de segunda instancia”. Este 
plazo tiene eficacia exclusivamente en materia laboral por cuanto en los demás 
ordenamientos existen normas especiales. 
 
Cuando se haya pedido oportunamente la adición, corrección o aclaración de la 
sentencia, o estas se hicieren de oficio, el término para interponer el recurso debe 
contarse desde el día siguiente al de la notificación de la respectiva providencia. 
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Resulta lógico que, en caso de adición, corrección o aclaración ante estas 
circunstancias, el recurso puede interponerse a partir de la notificación de la 
providencia que decide la adición, la corrección o aclaración. 
1.9 Concesión del Recurso de Casación por parte del 
Tribunal Superior de Justicia y/o Juez  
La concesión del recurso es la manifestación del juez de primera instancia, en el caso 
de la Casación per saltum, o del Tribunal en sentencias de segunda instancia, en Sala 
de decisión en que acoge la solicitud del recurso y dispone el envío del negocio a la 
Corte. 
 
Para efecto de conceder el recurso se analizan por parte del Tribunal la legitimación, la 
oportunidad dentro de la cual se formuló el recurso y su procedencia. Si se concede el 
recurso, los magistrados integrantes de la Sala de decisión, lo otorgaran. Por virtud de 
lo previsto en el artículo 145 del C.P.T. (la aplicación analógica), consagratoria del 
principio de integración, en cuanto fuerte pertinente, es aplicable el artículo 370 de 
C.P.C. “interpuesto el recurso en tiempo y por parte legitimada, el tribunal lo concederá 
en sala de decisión si fuere procedente, y dispondrá el envío del expediente a la Corte 
una vez este ejecutoriado el auto que lo otorgue”. 
Si se concede, se hará por auto que dicta la Sala de decisión; la otra parte puede 
interponer reposición para que se deniegue, si se considera que no podía concederse 
o que fue concedido erróneamente, o para que, previamente, se  justiprecie el interés. 
Si se niega conceder el recurso de Casación, se podrá interponer el recurso de queja13 
ante la Corte. 
 
De acuerdo a lo señalado, la concesión del recurso de Casación reposa en el juez de 
instancia, quien lo niega o lo concede. Si lo niega, puede la Corte, como juez de 
Casación, analizar esta atribución del juez de instancia. Sobre la procedencia del 
recurso de queja, antes de hecho, en términos del artículo 68 del C.P.T., se indica que 
“ Procederá el recurso de hecho para ante el inmediato superior contra la providencia 
del juez que deniegue el de apelación o contra la del tribunal que no concede el de 
Casación”, disposición concordante en lo pertinente  con el artículo 370 del C.P.C., que 
prescribe: “ Denegando el recurso por el tribunal o declarado desierto, el interesado 
podrá recurrir en queja ante la Corte”. 
 
                                                 
 
13
 El código procesal del trabajo colombiano en el artículo 62 señala los diferentes recursos, y 
entre ellos, el de hecho, contra las providencias que se niegan la concesión del recurso de 
apelación o de Casación. 
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Por ende, siempre que se deniegue la concesión del recurso de Casación, puede 
acudirse a la queja como mecanismo para obtener que la Corte si lo estima 
procedente, lo conceda. 
 
Ahora bien, si concedido el recurso, la otra parte considera que no se podía conceder, 
puede pedir reposición del auto que lo concede, para que se niegue, o previamente se 
determine la cuantía para recurrir en Casación. 
1.10 El Recurso de Queja 
En Colombia, su interpretación sigue las reglas generales del C-P-C., por razón de la 
aplicación analógica o del principio de integración que trae el artículo 145 del C.P.T., 
dado que el ordenamiento procesal laboral colombiano no trae una regulación especial 
de la forma de tramitar este recurso, cosa que si ocurre cuando nos encontramos con 
el procedimiento penal que abrió variantes en la tramitación del recurso de queja en 
este ordenamiento. 
 
Por tanto, se debe reposición de la providencia recurrida, esto es, de la providencia 
que deniega el recurso, En subsidio, se solicitan copias de la providencia recurrida y 
de las demás piezas conducentes para acudir en queja ante el superior, en este caso 
la Corte; para que esta otorgue el recurso de Casación si lo considera procedente. 
 
Negado el recurso de reposición, se ordena la expedición de copas dela providencia 
recurrida y de las demás piezas conducentes, para acudir en queja ante la corte. 
Canceladas y retiradas las copias en tiempo, se acude ante la Sala Laboral de la Corte 
dentro del término del artículo 378 del C.P.C. Mientras se tramita la queja, el 
expediente original permanecerá en el tribunal. 
 
La decisión del recurso de queja, en este caso, es atribución de la Corte donde se 
analizara la admisibilidad legal o no del recurso, si se han interpuesto en tiempo, si se 
formuló por persona legitimada y en forma legal. Si la Corte encuentra fundada la 
queja, revocara el auto recurrido, y ante el  tribunal o juez de instancia, se surtirán 
todas las tramitaciones pertinentes, a partir de la notificación del auto que ordena 
cumplir lo resuelto por la Corte, conforme lo señala el artículo 371 del C.P.C.  
 
“Cuando en virtud del recurso de queja la sala conceda el de Casación, se aplicara por 
el inferior en lo pertinente el artículo 371, a partir de la notificación del auto de 
obedecimiento a lo resuelto por el superior”. 
 
Si la queja verso sobre la cuantía del interés para recurrir en Casación, porque el 
tribunal acogió el dictamen del perito, en cuanto este avaluó el interés en suma inferior 
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al monto fijado por la lay, deberá accederse a la queja, aun cuando, aparentemente, 
por disposición del artículo 372 del C.P.C. que señala que la Corte no podrá declarar 
inadmisible el recurso por razón de la cuantía,  se da a entender que este aspecto es 
cuestión reservada y excluida del tribunal, y por ende, la Corte carecería de control de 
legalidad sobre este punto. El juez de instancia debe conceder en este caso la queja, y 
la Corte puede estudiar el punto, por virtud de los principios especiales que guían el 
proceso laboral, tales como el de favorabilidad,  “in dubio pro operario” y el carácter 
prevalente de la Constitución, por lo tanto, la Corte podrá analizar el asunto o 
considerar que el tribunal debía haber decretado un dictamen antes de proveer sobre 
la concesión de la Casación, en caso de no haberlo practicado. Al revocar el auto, el 
tribunal debe proceder en dicha forma. 
 
Si la Corte niega el recurso de queja, considerando bien denegado el recurso de 
casación, la actuación se remite al tribunal para que forme parte del expediente, 
quedando ejecutoriada la sentencia. 
 
Por lo tanto, si la Corte revoca y concede la casación, se ordenara al tribunal la 
remisión del expediente a la Corte para el trámite del recurso, teniendo en cuenta que 
a partir de la notificación del auto que ordena cumplir lo dispuesto por la Corte, se 
tramita el recurso de forma similar o análoga, como si por el mismo tribunal hubiese 
concedido el recurso. 
 
En síntesis, frente al recurso de queja puede ocurrir: 
a. Que negado el recurso de queja, se considere bien denegada la casación. 
La actuación se remitirá al tribunal, y de este al juzgado para el 
cumplimiento de la sentencia. 
b. Que se conceda la casación, por prosperar la queja. Se dispondrá que el 
Tribunal remita el expediente a la Corte, para tramitar el recurso. 
c. Que en lugar de conceder el recurso, se disponga por parte de la Corte la 
necesidad de decretar el avaluó o pericia para determinar la cuantía para 
acudir en cesación. 
 
1.10.1 Efecto en que se Concede el Recurso de Casación y 
cumplimiento de la Sentencia 
Debe entenderse que se concede en el efecto suspensivo, porque el proceso laboral 
se tramita en cuaderno original, y concedido el recurso no existe norma legal que 
indique que el recurrente deba pegar copias de la actuación para el cumplimiento de la 
sentencia por parte del fallador de primera instancia. 
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 Sentencias acusables en materia de derecho laboral 
En el campo del  derecho laboral, son acusables mediante el Recurso de Casación las 
siguientes sentencias: 
 
Básicamente se tienen en cuenta dos criterios: 
a) Por la naturaleza del juicio: principalmente juicios ordinarios. 
b) Por razón de la cuantía del interés económico del recurrente. Actualmente en 
120 salarios mínimos mensuales legales vigentes. Frente a la cuantía en 
materia de Casación el artículo 43 de la Ley 712 de 2001, estableció lo 
siguiente: “Art.43. El inciso 2 del artículo 86 del  Código Procesal del Trabajo y 
de la Seguridad Social quedaría así: 
 
Art.86. Sentencias susceptibles del recurso. A partir de la vigencia de la 
presente Ley y sin perjuicio de los recursos ya interpuestos en ese momento, 
solo serán susceptibles del recurso de Casación los procesos cuya cuantía 
exceda de ciento veinte (12) veces el salario mínimo legal mensual vigente. 
 
Estas sentencias son principalmente las siguientes: 
 
Sentencias de segunda instancia: 
 
Proferidas por los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, en lo laboral, en procesos 
ordinarios laborales cuya cuantía o interés exceda de ciento veinte (120) veces el 
salario mínimo mensual más alto vigente. (Art.86 C.P.T...L.11/84 art.26.D. 719/89, art 
1, Ley 712 de 2001, artículo 43). 
 
Sentencias de primera instancia: 
 
Proferidas por los jueces, o promiscuos de circuito en lo laboral, en procesos ordinarios 
cuya cuantía o interés exceda de ciento veinte (120) veces el salario mínimo mensual 
más alto vigente (art 86, C.P.T., L.11/84, art.26.D.719/89, art1) en Casación per 
saltum. Es decir,  requiere común acuerdo de las partes y debe formularse dentro del 
término que tienen estas para acudir en apelación. La parte que desee saltar la 
instancia de apelación deberá obtener el consentimiento escrito de la contraparte o de 
su apoderado, que deberá presentarse personalmente por su signatario ante el mismo 
juez. La impugnación en Casación per saltum solo podrá fundarse en la causal primera 
del artículo 87. Obviamente serán acusables únicamente por la primera causal. 
 
Sentencias inhibitorias en lo laboral: 
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La Sala Plena de Casación Laboral, mediante auto de 13 de Julio de 1975, señalo que 
las sentencias inhibitorias si son susceptibles del recurso de Casación. 
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2. Segundo Capítulo: El Principio de 
Oralidad en la Garantía de los Derechos 
Sociales 
2.1 El Estado Social de Derecho y su Intervención en la 
Garantía de los Derechos Sociales 
En el marco de los derechos humanos el trabajo se refiere a toda actividad que una 
persona ejecuta en beneficio de otra, bajo su subordinación o dependencia y por la 
que recibe a cambio una remuneración14. Entonces, entendemos que la relación de las 
personas en este tipo de contrato es desigual, especialmente en cuanto a las 
actividades que desarrolla una persona están al servicio de la otra, en acuerdo a una 
remuneración.  
El Estado social tiene dentro de sus fines de justicia social garantizar la accesibilidad al 
trabajo y para tal propósito otorga varias garantías a quienes prestan su mano de obra 
o conocimiento a quienes se denominan empleadores. Surge el interrogante por 
encontrar los límites que debe otorgar el mencionado Estado social de Derecho a las 
garantías para el trabajador, más aun, cuando se está en frente a un discapacitado 
físico, síquico o sensorial. La misma Carta Política en razón de proporcionar un 
ambiente justo socialmente, se obliga a proporcionar la ubicación laboral para los 
minusválidos y reconoce su derecho al trabajo acorde con sus condiciones de salud 
(Constitución Política de Colombia, 1991 Art 54).  
En la relación laboral el trabajador será siempre considerado el más débil dentro de la 
misma, y más aún si este trabajador no tiene las mismas capacidades físicas síquicas 
o sensoriales, es entonces, cuando el Estado con sus poderes que entra a garantiza a 
los disminuidos la estabilidad laboral reforzada, esencialmente para que no sean 
vulnerados sus derechos fundamentales al quedar en estado de superior inferioridad 
frente al resto de los asociados (Allue, 2003). 
Se ha dicho que “el derecho laboral, si bien es útil para el control de la lucha de clases, 
ofrece limitaciones internas que exigen al Estado abandonarlo, en determinadas 
circunstancias, cuando quiera que la algidez del enfrentamiento así lo imponga 
(Moncayo, 1978). Una manifestación de ello es la flexibilización  del mercado laboral al 
                                                 
 
14
 Código Sustantivo de Trabajo, Numeral 2º  artículo 22, quien presta el servicio se denomina 
trabajador, quien lo recibe y remunera, empleador, y la remuneración cualquiera que sea su 
forma, salario. 
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introducir cambios en la reglamentación de los contratos de trabajo influenciado por las 
tensiones competitivas como consecuencia de la mundialización económica y la 
innovación tecnológica, dando paso a la negociación colectiva (Ozaki, s.f. pp. 1-5).  
Es necesario, entonces, tener en consideración el bien protegido por ese derecho y si 
éste es importante, además de determinar criterios para establecer si realmente un 
derecho subjetivo es fundamental.  
Esa importancia hay que mirarla respecto del ser humano titular frente al cual se afirma 
dicho derecho subjetivo y la forma como deben limitarse los atropellos legislativos que 
tienden a menguar tal prerrogativa así como de aquellas prácticas judiciales y 
particulares que los cercenan, tendencias que afirman el papel protagónico de la rama 
judicial (Gargarella, 1996 pp. 126-127), dentro de lo que ha sido llamada la democracia 
constitucional, entendida como aquél “régimen en el que las leyes y los estatutos 
deben ser consistentes con ciertos derechos y libertades fundamentales, por ejemplo, 
aquellos amparados en el primer principio de justicia” (Rawls, s.f. pp. 196-197).  
La afirmación de una constitución en la que se inscribe una carta de derechos en la 
que se consagran ciertas libertades que por la labor interpretativa de los jueces actúan 
como “límites constitucionales” a la legislación y a toda relación laboral. Esta idea es 
contraria a la denominada democracia procedimental en la que no hay límites 
constitucionales a la legislación.  
Esta última tendencia sería una dictadura de las mayorías dado que todo lo que 
promulguen estas se convertiría en ley, dando reglas para todos los ámbitos del 
derecho entre estos las relaciones jurídicas que se derivan de una relación laboral 
subordinada. De esa manera, sería fácil instaurar normas que, lejos de proteger al 
trabajador, le impondrían cargas que le nieguen el acceso a la justicia o la posibilidad 
de asociarse.  
Ello indica que la opción de una democracia constitucional va ligada a la idea de límite 
al poder que no tiene otro objeto sino la de imponer una obligación al Estado para 
defender derechos fundamentales en cabeza de los ciudadanos. Por ello, se ha 
afirmado la interdependencia entre el goce de los derechos humanos y la democracia, 
“pues sólo hay democracia si los derechos de las personas son respetados y, a  su 
vez, el respeto de tales derechos presupone la existencia de una organización social y 
política democrática” (Uprimny, 1998, pp. 1). 
Sin embargo, no basta ello. Es decir, no sólo es pertinente establecer la titularidad del 
derecho y su relevancia, que convierte un derecho subjetivo en derecho fundamental, 
al dar el rasgo de universalidad sino también es necesario establecer la relación que 
existe entre ese derecho subjetivo y el obligado a protegerlo, lo que le da la 
caracterización a ese derecho de ser “erga omnes”, es decir, que es oponible frente a 
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todos. Esa es la diferencia frente a los derechos privados, los cuales son sólo exigibles 
entre las partes, quienes tienen autonomía de las voluntades (Prieto, 1999, pp. 82-83). 
Significa lo anterior la existencia de una supremacía que no significa que la misma sea 
absoluta, dado que esa categoría, la de derecho fundamental, es un concepto abierto a 
diferentes concepciones, lo que conlleva su carácter histórico (Uprimny, 1998, pp. 1). 
Esa situación es una realidad pre normativa.  
La misma, ha de significar, en criterio del profesor Prieto Sanchis, la oportunidad para 
que a través del mismo se articulen jurídicamente las exigencias morales de dignidad, 
libertad e igualdad, entre otros derechos, principios que pueden ser amenazados por la 
marcada “contractualización” de los contenidos de la ley, quedando a un lado las 
consabidas características de la ley, de generalidad y abstracción. Esta tendencia es la 
consecuencia del juego de poderes que se establece en el proceso político de 
formación de las leyes, en la que los grupos de presión tienden a imponer sus 
intereses en la que se consagran la nueva relación de fuerzas (Zagrebelsky, 1999, pp. 
36-38). 
Ello no excluye la posibilidad del reconocimiento de otros derechos fundamentales que 
surgen de la viva realidad según la complejidad del entramado social. De ahí la idea 
del “Estado social y sus implicaciones”, que implica un cambio en la concepción del 
Estado, con o sin revoluciones violentas, dado que su estructura y función han sufrido 
las “mutaciones” de rigor, (García 1995-1977, pp. 10) el cual necesita un vehículo a 
través del cual se concreten sus conquistas democráticas. El derecho de acceso a la 
justicia aparece como un instrumento para ello en los Estados democráticos en los que 
se han desarrollado nuevas formas de derechos. 
El énfasis en los derechos fundamentales surge como consecuencia del giro 
copernicano del Estado contemporáneo que el imperio legislativo pasa al imperio 
constitucional, de la soberanía legislativa a la soberanía constitucional porque en la 
concepción del Estado se ha operado un salto cualitativo que de la prevalencia de la 
ley como categoría central  del Estado liberal originario pasa a la prevalencia y 
primacía constitucional, cuya consecuencia inmediata es la aplicación directa de la 
Constitución en la solución de casos. Este fenómeno se ha acentuado por la creciente 
participación de la ciudadanía en los procesos políticos, administrativos y judiciales, así 
como por el fortalecimiento de los controles constitucionales (judicial review) 
materializados en las acciones constitucionales de diferente naturaleza, hoy, al alcance 
de los ciudadanos. De éste fenómeno no se sustrae la actividad judicial ni menos el 
recurso de Casación (Bedoya. La oralidad en el proceso laboral. pp. 29). 
Los derechos fundamentales pueden considerarse como preceptos sustanciales que 
constituyen derecho objetivo (reglas jurídicas), pero además, verdaderos derechos 
subjetivos (en cuanto pueden ser exigidos al estado y deben ser protegidos por éste). 
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Forman un complejo integral, universal, indivisible e independiente que incluye 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y colectivos, cuya base es 
el reconocimiento incondicional de la dignidad humana. Se erigen en finalidad esencial 
del Estado moderno y criterio prevalente para determinar la legitimación del poder en 
sus diferentes manifestaciones, y por lo tanto, norte obligado para la actividad judicial. 
En  Colombia  son derechos fundamentales aquéllos derechos de aplicación inmediata 
y directa señalados en artículo 85 de la Constitución de 1991. La Corte Constitucional  
a través de sus decisiones judiciales, ha venido ampliando la determinación de los 
derechos fundamentales, así 
1. Los que no pueden ser modificados con procedimientos simplistas, tales como el 
derecho al trabajo, el de asociación y el de sindicalización. 
2. Los que por mandato constitucional son fundamentales y no se escribe en  el  
artículo 85 C.N., como del derecho a protección judicial del art. 229 C.N. en 
concordancia con el 29 de la misma Constitución.  
3. Los derechos a la salud y la educación de los niños que se describen en el artículo 
44 C.N. 
4. Los que se incluyen por bloque de constitucionalidad, mediante tratados 
internacionales ratificados por Colombia y que no pueden ser suspendidos en Estados 
de Excepción. 
5. Los de segunda generación que siendo sociales, económicos y culturales, por la 
figura de la  conexidad con los fundamentales de primera generación, creada por la 
Corte Constitucionales, pueden verse  comprometidos o vulnerados.  
6. Los innominados, aquellos que si bien no se nombran textualmente como tales, su 
contenido y protección es implícito a la condición del ser humano, tales como: dignidad 
humana, mínimo vital y seguridad personal frente a riesgos extraordinarios. 
El gran desarrollo que han tenido los derechos fundamentales y los sociales, los cuales 
a pesar de la dificultad en su exigibilidad, han sido estudiados al punto de convertirse 
en las principales reivindicaciones de los miembros de un Estado, traducida en la 
exigibilidad no sólo a nivel interno sino internacional. Esa tendencia llega, incluso, a 
determinar que los derechos sociales, por ejemplo, son la cara jurídica de la política 
social. Es Christian Courtis quien asegura que ello es así dentro del marco del contexto 
latinoamericano el cual propende por la reducción de la pobreza.  (Courtis, 2007, pp. 
185-209). 
En este aspecto es necesario determinar que el derecho al trabajo o el derecho laboral 
es la especie por excelencia del derecho social. Por ello se habla del paradigma social, 
frente al paradigma del derecho privado. Y lo es así dado que el primer paradigma, en 
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criterio de Courtis es municipio más joven en atención a que la primera manifestación 
del derecho social  como tal está relacionada con los derechos vinculados con la 
situación del trabajo asalariado.  
Es de esa manera en la que el trabajo como unidad de análisis para entender la 
sociedad, las divisiones de clase, las luchas de emancipación y la explotación del 
hombre por el hombre.  De ahí que tal marca el nacimiento y desarrollo del derecho 
social está demarcado por el intento de codificar en términos jurídicos los conflictos 
relacionados con el trabajo asalariado. (Courtis, 2007, pp. 187).    
Por ello, se habla de un modelo de derecho social cuya función es la de corregir la 
disfunción del derecho privado clásico, cuando las leyes del mercado impliquen la 
explotación del hombre por el hombre. La construcción de ese modelo es uno de los  
medios a través del cual se da vida al denominado Estado Social de Derecho, 
(Abramovich y Courtis, 2002, pp. 51-53), el cual debe estar abierto a la manifestación 
de ciertos derechos subjetivos como lo es el de acceso a la justicia. 
Lo anterior quiere decir que las teorías de los derechos, como lo afirma Jesús 
González Amuchastegui, intentan dar respuesta a muchos interrogantes que plantea la 
convivencia humana. Uno de ellos es planteado por tal autor de la siguiente manera: 
¿cuáles son los bienes básicos de los que los individuos deben poder disfrutar? 
(González, 2001, pp. 56-57). 
La respuesta que se da a tal interrogante depende de la Teoría de la Justicia desde la 
cual se responda. Para ello, una de estas teorías es la que se fundamenta en los 
derechos humanos. Estos son considerados como una de las muchas propuestas que 
el ser humano se ha inventado para regir la vida en la organización a la que pertenece. 
Si bien Bobbio Norberto (1982, pp. 117-128), ha considerado que el ser humano sólo 
tiene aquellos derechos humanos que aparecen recogidos en los ordenamientos 
jurídicos, por lo que los que no han sido positivizados son aquellos que desearíamos, 
tal expresión debe entenderse según la concepción que se asume en este trabajo, la 
cual gira en torno a la idea de que existen derechos humanos que no se recogen en 
los textos legales internos. Basta ver las normas de derechos internacionales que los 
incorporan como la Convención Americana de Derechos Humanos. 
Esta posición es defendida por parte del profesor español Jesús González 
Amuchástegui. Este autor considera que los derechos humanos son verdaderos 
derechos morales incluso aunque no se recojan en textos legales, caso en el cual, si 
se da, es decir si se positivizan,  constituiría una ventaja el hecho de que aparezcan en 
tales, dado que ello implica la implementación de unos procedimientos y formas para 
garantizarlos. (González, 2001, pp. 66). 
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Lo que quiere decir González Amuchástegui es que “Los derechos humanos son 
aquellos  derechos que las normas fundamentales de los sistemas morales propuestos 
por las teorías de los derechos humanos reconocen a los seres humanos”. El  
fundamento de esos derechos está en el sistema normativo adscrito y nunca en el 
derecho positivo. Ello se sitúa en los terrenos de la dimensión ética y jurídica, 
conforme el también profesor español, Pérez Luño, lo determina. 
Este autor considera que éticamente un derecho humano es una exigencia del deber 
ser. Jurídicamente ello implica que esa categoría no puede estar alejada de las 
estructuras normativas e institucionales. (Pérez, 2007). Por ello, ve pertinente 
diferenciar entre derecho fundamental y derecho humano.  
En ese sentido, un derecho humano es reflejo de su raíz ética, es decir, una exigencia 
moral y, al mismo tiempo, derecho. Y es de tal naturaleza que merece postivizarse 
para hacer que ese derecho sea digno de serlo y que tienen como misión el de ser el 
fundamento de los Estados de Derecho. (González, 2001, pp. 68-69). Es por ello que 
Pérez Luño afirma que los derechos fundamentales serían aquellos derechos humanos 
positivizados, o sea incrustados dentro de un texto constitucional, el cual tiene un valor 
político y jurídico. 
En el primer evento, la Constitución concebida como documento político implica un 
radio de acción respecto de la organización y disciplina del ámbito funcional de los 
poderes públicos. Así mismo, la Constitución como documento jurídico significa que 
ésta constituye la norma básica del ordenamiento jurídico del Estado que no sólo es 
aplicable a los operadores políticos sino en las relaciones entre estos y los 
particulares, por lo que constituye un auténtico derecho y supremo derecho del Estado. 
(Blanco, 1994, pp. 3031). En otras palabras, este último aspecto significa un valor 
normativo de la Constitución, la cual deberá entenderse como un valor aplicable de 
manera directa y expresa de ciertos valores superiores del ordenamiento jurídico. 
(García, 1985, pp. 60-62). 
Ello significa que tener un derecho es lo mismo que ser titular de un derecho. Y 
siguiendo a González Amuchástegui encontramos que solo se puede hablar de 
derechos subjetivos en el seno de sistemas normativos, “luego no hay derechos al 
margen de las normas”.  (García, 1985,  pp. 360).  
Así los derechos son razones justificatorias de la imposición de deberes a terceros del 
reconocimiento a sus titulares de un poder normativo, una libertad, una inmunidad, y 
de la persecución de determinados objetivos colectivos. (García, 1985, pp. 361). 
González Amuchástegui, no hace sino adscribirse a la tesis de Laporta, quien 
considera que un derecho subjetivo debe caracterizarse por lo siguiente: (i) La 
adscripción a todos y cada uno de los miembros individuales de una clase (…) (ii) (...) 
una posición, situación, un estado de cosas (…) (iii) que se considera por el sistema 
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normativo un bien tal que constituye una razón fuerte (…) (iv) (…) para articular una 
protección normativa en su favor a través de la imposición de deberes u obligaciones, 
la atribución de poderes e inmunidades, la puesta a disposición de técnicas 
reclamatorias, (Laporta, 1987, pp. 28.), no sólo a nivel interno sino internacional. 
Basta también mencionar que según lo indicado por el tratadista Juan Antonio García 
Amado, señala que: 
Los derechos sociales constituyen una conquista irrenunciable para cualquier Estado en 
el que se tenga en una mínima consideración la dignidad de las personas y se combata 
la injusticia social con una política redistributiva de riqueza e igualadora de las 
oportunidades de los ciudadanos. La garantía de tales derechos en las constituciones 
marca un compromiso ineludible para los poderes públicos” (García, 1997). 
2.2 Antecedentes del Principio de Oralidad  
Los efectos de la Revolución Francesa, llegaron diferentes hechos políticos y jurídicos 
de las naciones, su ideología que constituyo de las reformas legislativas en los 
Estados, que se concretiza a finales del siglo XIX, con movimientos que defienden la 
expresión oral, como principio fundamental en la administración de justicia, o de 
defensa de una persona, reconocida por la misma declaración, igual ante la ley, está 
defensa se concretiza exigiendo “la oralidad en el proceso” 
La Revolución Francesa, abolió el  “principio del secreto de la enquete”, y además de 
otras radicales innovaciones en el campo judicial que15, que han generado una 
importante  ruptura con el pasado,  en el que el proceso era fundamentalmente escrito.  
La ideología de la Revolución laica y burguesa se enfrentó de igual forma con la 
oralidad como principio del proceso, derivado de los conflictos sociales de clases y 
posiciones dominantes, donde predominaba el noble sobre el burgués, del eclesiástico 
sobre el laico.  Sin embargo, la costumbre y seguridad jurídica, mantuvieron vigentes 
sistemas como la prueba legal, el juramento decisorio, el interrogatorio formal sur faits 
et articles, las incapacidades, los testimonios, los cuales solo con el paso del tiempo, 
se ha ido amoldando al sistema de oralidad procesal. (IIDH, 2003, pp. 770-779). 
Las prácticas procesales cambian cuando se inicia la transición del Estado absolutista 
al Estado liberal, el cual se concretiza por la influencia de la llamada Ilustración, que 
                                                 
 
15
 Recuérdese, en particular, la unificación de las diversas jurisdicciones (reglas, eclesiásticas, 
feudales), y en la supresión del carácter patrimonial y venal de la función judicial, con todas las 
consiguientes usurpaciones y abusos que es fácil imaginar. Ley de 16-24 de agosto de 1790 
título II, art 16; título III, art, 11. P. CATALA/F. FERRE, Procedure civile et voies d execution, 
Paris, Presses Universitaire de France, 1995, pp. 18 y sigtes. 
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permitió entender que el Estado no se conformaba con seres  mágico-religiosas, sino 
que se trataba de un fenómeno esencialmente humano. El hombre en sí mismo podía 
organizarse políticamente  y para ello era necesario que manifestara su voluntad de 
hacerlo. Esa voluntad de hacerlo, da origen al contrato social que más tarde se 
conocerá con el nombre de ley.  
La Revolución Francesa da paso a sistemas democráticos, el pueblo pasa a ser el 
titular de derechos, los gobernantes deben obedecer a la ley, se impone a los jueces el 
sometimiento de sus decisiones al orden jurídico, la ley es la voluntad del pueblo, el 
cual se somete a sus preceptos bajo el respeto de los principios existentes en la 
sociedad y se incorporan a los sistemas jurídicos democráticos.  
El  reconocimiento de los derechos, hace que se armonizara el derecho individual con 
el colectivo, razón por la cual, el principio de libertad se reconoció en tanto no 
contrariara los derechos de los demás, correspondiéndole al legislador determinar ese 
límite según las circunstancias. Es decir, no fue reconocido de manera individual e 
ilimitada, sino entendido como el derecho de poder hacer lo que no esté prohibido por 
la ley. Por ello se señala que:  
Los derechos de libertad se erigen así en el centro mismo del orden social y político. La 
idea del derecho subjetivo, que comenzó como un simple instrumento técnico de los 
juristas, pasa a ser, en su forma de derechos de libertad, innatos primero, políticos 
después. Una pieza esencial en las ideas políticas hierven en el  final del Antiguo 
Régimen y que postulan una realización práctica, iluminada y esperanzadora. 
La reforma política y social, consiguió una transformación de las instituciones jurídicas, 
en donde los actos procesales que se adelantaran contra un ciudadano,  debían ser  
espacios bajo el reconocimiento del principio de legalidad. Desde la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, toda persona, en condiciones de plena 
igualdad, debe ser: “oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 
imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal”. 
En Francia, aun antes de la Revolución, el proceso judicial estaba modelado sobre el 
esquema del proceso común sumario que sobre el esquema pesado y forma listico16, 
en el proceso francés ya tenía una cierta importancia práctica una fase de debate oral 
(plaidoiries) después del intercambio de los escritos preparatorios y de haberse 
agotado la práctica de las pruebas (IIDH, 2003, pp. 132).  
                                                 
 
16
 Recuérdese que el proceso sumario de la Clementina “Saepe” dispensaba el libelo, de las 
formalidades de la litiscontestatio, y sobre todo de la rígida sucesión de los numerosos 
términos. 
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De ahí que las reformas de legislación revolucionaria y posrevolucionaria se insertaron 
en Francia sobre una práctica procesal más flexible que la predominante, por ejemplo, 
en las regiones del centro de Europa. Pero desde las primeras grandes obras de 
legislación procesal, el modelo Francés, con una predominante aplicación de la 
“oratoria forense”- pareció imperfecto e insuficiente, para los cambios reformistas. 
La oralidad, se consideró como un exceso, a este respecto, los términos de “Mundlich 
keits formalismus” y de” Mundlich keits fanatismus”17- típico de las reacciones con las 
cuales, para evitar un defecto, se incurre en un defecto análogo pero de signo 
contrario.  Otros defectos del Código de 1877, primera norma, que fue derogada por 
sucesivas reformas parciales, tales como la institución de la prueba legal, como el 
juramento decisorio (“zugeschobener Eid”), y sobre todo la permanente concepción del 
proceso civil como “ cosa de las partes” (Sache der Parteien)18, con las consiguientes 
posibilidades de dilaciones y abusos (supra, 6 e).  
Se debe señalar, sin embargo, también el hecho de que algunas de las reformas de la 
ZPO alemana, que vinieron sucediéndose en el curso de varios decenios, en lugar de 
limitarse a moderar sus excesos originales, han reintroducido, sin embargo, la 
posibilidad de un procedimiento basado exclusivamente en el intercambio de los 
escritos. Como observa el relator de Alemania, Prof. Arenas, esto lleva,  muy a 
menudo, a dilatar nuevamente en el tiempo el proceso. Por otra parte, también la 
inmediación de la relación entre el juez decisor y las pruebas ha sido gravemente 
descuidada, con ulteriores reflejos negativos también sobre la duración del proceso 
dado que, como oportunamente señala el colega Arenas, también “la inmediación de la 
asunción de las pruebas ayuda a la rapidez del  procedimiento” en cuanto ofrece al 
juez la posibilidad de formular inmediatamente a los testigos, a las partes, a los peritos, 
preguntas idóneas para aclarar sus declaraciones.  
La consecuencia es, hoy un día, una renovada y difusa insatisfacción sobre la 
eficiencia del proceso civil en Alemania, con una serie de propuestas de reforma, las 
más coherentes de las cuales conducirán a acentuar la concentración de la 
sustanciación con el órgano juzgador; todo esto, previa una cuidadosa preparación, 
también escrita, de dicha sustanciación; 
                                                 
 
17
 Véase, por ejemplo, WACH, Supra, pp. 29 y sigtes. 
18
 Sobre la concepción del proceso como Sache der Parteien, concepción ya característica del 
proceso común pero acentuado, más bien atenuado, por la ZPO de 1877, véase por ejemplo, 
SCHMIDT, pp. 109. 
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Otra gran etapa es la representada por la Zivilprozessordnung austriaca de 1895, en 
vigor desde 1898, también declaradamente inspirada en el ideal de la oralidad19. 
Sacando, sin embargo, las debidas enseñanzas de los aspectos negativos de la 
experiencia alemana, aquí la idea de un proceso oral se realiza sin excesos ni 
fanatismos irreales. De ello deriva un proceso en el cual también la escritura es 
utilizada, particularmente en la fase preparatoria, aun siendo central y dominante la 
posterior fase de la sustentación pública y oral.  
En esta fase el órgano decisor entra en relación inmediata y directa con las partes y las 
pruebas, y estas últimas son valoradas libremente por el juez; las impugnaciones se 
limitan, en principio, a la sentencia definitiva20, mientras el juez, durante todo el curso 
del proceso, está dotado de poderes de dirección suficientes para garantizar un 
desarrollo rápido y ordenado del procedimiento.  
La enumeración de las obras legislativas de reforma que han seguido, con variantes 
más o menos profundas, el ejemplo del código austriaco y del alemán (este último, por 
lo demás, en sus parciales modificaciones sucesivas se ha ido aproximado a su vez 
progresivamente al primero), incluye- además del Código de procedimiento  japonés 
de 1890, reformado en 1926- el Código de procedimiento civil húngaro de 191121, el 
Código de procedimiento danés de 1916, en vigor desde 191922, el Código de 
procedimiento civil noruego de 1915, en vigor desde 192723; el Código de 
procedimiento civil Yugoslavo de 192924; el Código de procedimiento civil polaco de 
                                                 
 
19
 Cfr. Por todos F. KLEIN, Mundichkeitstypen. Materialien zur Beurtheilung des 
osterreichischen Civilprocessordnung-Entwurfes vom Jahre 1893, en Allgemeine 
osterreichische Gerichts-Zeitung, 45 (1894), pp. 293-315; Id., Reden- Vortrage- Aufsatze- 
Briefe, I,  Wien, Manz 1927, pp. 87; WACH. 
20
 La inmediación se garantiza también en apelación. De ordinario, el juez de apelación no 
puede apartarse nunca de las declaraciones de hecho del juez de primer grado más que sobre 
la base de una nueva asunción de las pruebas. Véase la relación de AM. FASCHING 
21
 El código húngaro estaba inspirado, lo mismo que el austriaco, en los criterios de oralidad, 
inmediación y libre valoración de las pruebas. 
22
 Sobre la afirmación de los principios de oralidad, inmediación y libertad de convicción judicial 
en este código, modelado en general, si bien con una cierta originalidad y autonomía y con 
algún elemento de inspiración inglesa, sobre el código de KLEIN, cfr. H. MUNCH-PETERSEN, 
Dzr Zivilprozess Danemarks, Mannheim- Berlín- Leipzig, Benscheimer. 1932, pp. 50 y sigtes., 
58 y sigtes. 
23
 Código modelado también sobre las Zivilprozessordnungen austriaca y alemana, como 
informa E. ALTEN, DAS ZIVILPROCZESSRECHT in Norwegen, en LESKE/LOEWENFELD, pp. 
484. 
24
 El mismo era poco más que la copia literal del código austriaco de 1895. Véase J. PERITCH, 
Anhang. 
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193325 el Código procesal sueco de 1942, en  vigor desde 194826; y finalmente la Ley 
sobre el procedimiento civil federal suizo de 1947, en vigor desde 194827. 
Las declaraciones de la revolución Francesa, se determinaron como innegociables, en 
ninguna circunstancia social, política o económica de los Estados, reconociéndose así  
como  patrimonio de derechos de la humanidad. En ese sentido:  
Los Constituyentes dieron números ejemplos de este realismo. Ante todo, sostenían la  
libertad individual; para garantizarla, emprendieron la reforma del proceso criminal que 
reservo al juez la orden de aprehensión, y aseguró al acusado, a más de la asistencia de 
un abogado, la comunicación del expediente y la confrontación de los testigos en debate 
público (Eimeric, 1996).  
En Francia se inicia la clasificación de la  justicia de tal forma que los asuntos civiles 
crearon el denominado  juez de paz, y en caso de controversia se dirigían al tribunal  
del distrito, del cual se apelaba al tribunal vecino. En lo penal, la municipalidad juzgó 
las transgresiones, el juez de paz los delitos, un tribunal departamental los homicidios. 
Por encima de todos ellos estaba un tribunal de casación, y para los casos políticos, La 
Suprema Corte. Finalmente, los tribunales de comercio fueron conservados. Todos los 
jueces fueron electivos, pero para juzgar los crímenes se les asoció un jurado de 
acusación y uno de juicio. Un nuevo código penal elimino definitivamente la tortura  y 
adaptó, para la pena de muerte, la máquina inventada por el doctor Guillotion 
(Lefebvre, 1993, pp.64 y 65). 
La primera relevante obra de renovación procesal explícitamente inspirada en el 
“principio de oralidad”, salió a la luz inmediatamente después de aquel breve periodo 
reformista que sacudió a la Europa continental en los años entre 1848 y 185028, fue el 
Código de procedimiento civil de Hanover de 1850, obra celebrada de G.A. W. 
                                                 
 
25
 Inspirado también el en los mismos principios; véase B. STERLACHOWSKI, DAS 
ZIVILPROZESSRECHT IN POLEN, en LESKE/LOEWENFELD, supra, nota 129, pp. 706 y 
sigtes. 
26
 Cuya finalidad principal ha sido, una vez más, la de instituir un procedimiento fundado sobre 
los principios de la oralidad, de la inmediación y de la concentración, y liberado “del hecho de 
Procusto de la teoría de la prueba legal” 
27
 Cfr. Por ejemplo, M.GULDENER, Schweizerisches Zivilprozessrecht, 2. Aufl., Zurich, 
Schulthess, 1958, pp. 56 y passim. 
28
 Recuérdese que ya en la lista de los Grundrechte proclamados por la Asamblea nacional de 
Francfort (27 de diciembre de 1948), se enumeró el principio de la publicidad y oralidad 
procesal y que el mismo principio fue reafirmado después en la Verjassung des Deutsches 
Reiches del 28 de marzo  de 1849. 
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Leonhardt 29. Este código fue el precursor de la gran Zivilprozessordnung alemana de 
1877, en vigor desde 187930. 
Estas dos obras legislativas asumieron, sin embargo, como su fundamento una 
concepción más bien rígida y dogmática de oralidad. La idea de la cual se partía era 
aquella que, así como proceso escrito había significado, en su más rígida acepción, 
inexistencia de toda actividad procesal no resultante de los acta de causa (supra, 6 a), 
así proceso “oral” debía significar inexistencia, a los efectos de juzgar, de todo acto no 
comunicado al juez oralmente en la audiencia de las partes o de sus defensores 
(“alleinige Entscheidungsgrundllage  ist das vor dem erkennenden Gericht 
gesprochene Wort der Parteien”) ( la única base de la decisión es la palabra de las 
partes, pronunciada ante el tribunal que conoce de la causa)31. Y así, por ejemplo, no 
solamente las demandas y las excepciones ya presentadas a la Corte y al adversario 
por escrito, sino las propias pruebas documentales, para “existir”, deberían ser “leídas” 
en la audiencia32 
Cuando se superan los argumentos del poder  con argumentos mágico-religiosos y se 
pasa al poder de la voluntad popular reflejada en la ley, nace la obligación estatal de 
darle la carea y no la espalda a  las actuaciones judiciales en donde el principal actor 
era el pueblo. De este modo, de un sistema judicial en el que era secreto el 
procedimiento, se hace el tránsito a otro que privilegia su carácter público pues de esta 
manera se facilita el conocimiento y  el control social del proceso. 
De esta forma nace la primera forma de oralidad en el procedimiento judicial, en tanto  
se agota el levantamiento de actas y se pasa a actuaciones orales como mecanismo 
para facilitar la comunicación entre los protagonistas del conflicto y el juez  que lo 
decide, de donde se infiere que la oralidad está vinculada a una concepción limitada y 
democrática del poder público. 
Y si bien estos cambios se asimilaron inicialmente en el proceso penal, su adopción en 
las otra áreas del derecho se dio de manera paulatina, en la medida en que se 
comprendió que el proceso es el ámbito jurídico y democrático a través del cual el 
Estado cumple con una de sus principales funciones encomendadas por el 
constituyente, cual es la administración de justicia. 
                                                 
 
29
 Para informaciones sobre el tema, cfr, por ejemplo, WACH, supra, nota 92, pp.138 y sigtes.: 
también SCHUBERT, supra, nota 84, pp. 152 y sigtes., así como la relación  alemana. 
30
 Véase, por ejemplo, KIP, supra, nota 3, pp. 62, 146, 156 y passim; también MENGER, supra; 
nota 84, pp. 39 y sigtes., nota. 4. 
31
 Véase, por ejemplo; KIP, supra, nota 3, pp. 62, 146, 156 y passim; también MENGER, nota 
84, pp. 39 y sigtes, nota. 4. 
32
 Sobre esta obvia” exaggeration, producing an unwholesome formalism of its own” 
(exageración, que crea un particular y malsano formalismo), y sobre las correcciones 
posteriormente introducidas, especialmente en 1924, véase MILLAR, supra nota 43, pp. 123 
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En ese contexto, se ha coincidido en afirmar que el sistema oral es el más idóneo para 
realizar los fines, los principios y las garantías procesales, y si bien se lo ha hecho 
aludiendo a su eficacia (González, 2004, pp.9), se ha terminado reconociendo el peso 
de los principios de inmediación, concentración, contradicción y publicidad. 
Nace en este momento histórico el principio de la oralidad en el proceso judicial,  que 
se materializa en las actuaciones procesales,  permitiendo la contradicción probatoria, 
con concentración de las audiencias, con inmediación judicial, con la posibilidad de 
que la sociedad pueda asistir a su desarrollo a fin de ejercer ese control social sobre la 
actividad judicial. El desarrollo de la oralidad, atiende al reconocimiento de los 
derechos del hombre y del ciudadano, razón por la cual desde su origen se ha 
considerado como un  principio del proceso. 
La Revolución Francesa, materializada en la Declaración de los derechos del hombre 
en  1789, es una conquista de los hombres y ciudadanos del mundo,  de la humanidad, 
haciendo parte su contenido a todos los sistemas jurídicos democráticos, de tal 
manera que constituyan un lenguaje común en torno a la libertad y a las limitaciones al 
poder. 
Seguidamente  a través de diferentes declaraciones y convenios, se consideran los 
principios mínimos que deben ser acogidos y respetados por los sistemas jurídicos 
democráticos, los derechos y garantías del hombre, advirtiendo la necesidad de 
adoptarlos como un lenguaje común que todos deben aprender a conocer y respetar y 
se ha hecho entre otros con el  principio de oralidad. 
Teniendo como partida esta reseña histórica, se puede señalar que la oralidad puede 
considerarse como un principio jurídico vinculado a una visión del poder político y a la 
manera de ejercerlo en la práctica judicial: así como el estado absolutista justificaba el 
poder con argumentos de carácter religioso, trasladaba esa percepción a las practicas 
procesales, concebía éstas como espacios adecuados para manifestaciones 
específicas de ese poder, excluía el conocimiento y la intervención de la sociedad en la 
que surgía el conflicto y promovía actuaciones formalistas, secretas y escritas; así 
también el estado de derecho justifica el poder por su origen democrático, lleva esa 
noción a las prácticas judiciales, asume éstas como escenarios de debates 
transparentes, fomenta la participación de la partes y el conocimiento público de la 
forma como se resuelven los conflictos y promueve actuaciones públicas y orales. 
((González, 2004, pp.11). 
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2.3 Reconocimiento Normativo de la Oralidad como un 
Principio del Derecho Procesal  
La sociedad actual es más dinámica, con el desarrollo del comercio y de las 
innovaciones electrónicas que con el paso del tiempo avanzan a pasos agigantados y  
no permiten mirar hacia atrás, el desarrollo de las comunicaciones, exige la eliminación 
de barreras que impidan agilidad en los negocios, en la solución de los problemas y 
dentro de ellos los jurídicos, de tal forma que la oralidad, es un pilar fundamental en el 
desarrollo socio-económico de una sociedad, cualquiera que sea su forma de 
gobierno. 
Los sistemas jurídicos entonces, deben ir de la mano a esta evolución tecnológica, la 
política e incluso de la vida jurídica hacia el mundo, deben superar las barreras de las 
fronteras y los límites, para conseguir los intereses comunes las sociedades que los 
componen. 
El derecho, de la misma forma y ritmo que la sociedad, se ha globalizado, se ha 
transformado, siendo necesario manejar un lenguaje común, a pesar de la divergencia 
entre las diferentes comunidades mundiales, en tanto los derechos humanos, no 
aceptan discriminación en tanto la vida y la libertad, exigen un sistema de 
entendimiento jurídico común a las naciones.  
Por lo anterior, la comunidad jurídica internacional, ha determinado la implementación 
de un mismo lenguaje en torno a la existencia y vigencia de ciertos principios que son 
irrenunciables y vinculantes en el desarrollo de cualquier proceso judicial al interior de 
un sistema jurídico, que hagan parte de los instrumentos internacionales y de las 
declaraciones de derechos, contrarrestando el positivismo jurídico y la rigidez en la 
justicia.  
Dentro de estas transformaciones se evidencia la necesidad de una actuación oral 
como la mejor forma para realizar el derecho fundamental al debido proceso, de quien 
pretenda la declaración de un derecho, para el caso que nos ocupa, un trabajador 
frente a su empleador o un empleador frente al Estado mismo, cuando el primero y el 
segundo, consideran sufrir un desconocimiento de un derecho fundamental o 
socialmente reconocido.  
En la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, artículo 10, se indica:  
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente 
y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 
derechos u obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 
penal. 
En la Convención Americana sobre Derechos Humanos  - Pacto de San José, se 
concibe la oralidad como garantía judicial: 
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Artículo 8. Garantías judiciales: Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  
En el pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, el artículo 14 señala:  
Todas las personas son iguales ante los tribunales y corte de justicia. Toda persona 
tendrá derecho a ser oída públicamente  y con las debidas garantías por un tribunal 
competente, independientemente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación 
de cualquier acusación de carácter penal  formulada contra ella o para la determinación 
de sus derechos u obligaciones de carácter civil. (…); pero toda sentencia en materia 
penal o contenciosa será pública, excepto en  los casos en que el interés de menores de 
edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la 
tutela de menores. 
Los pronunciamientos internacionales descritos y la importancia de su contenido, con 
relación al principio de oralidad, nos permiten concluir que en los procesos judiciales 
no es una decisión unilateral sino una obligación del Estado, reconocer la oralidad 
como un principio y para nuestro caso, permitir su desarrollo en el proceso laboral y los 
tramites que de este se desprendan.  
El proceso laboral en nuestro caso y en el de las demás áreas del derecho, debe 
obedecer a las siguientes condiciones:  
1. Ser carácter público, conocido no sólo por las partes del proceso, sino por toda 
la sociedad en la que se trata el caso, la cual, tiene derecho a saber cómo se 
resuelven los conflictos en las relaciones laborales que se dan en su contexto.  
La garantía de esta publicidad, se encuentra en el proceso de carácter oral y no 
escrito, en tanto los documentos en un proceso solo son conocidos por las partes 
interesadas.  
2. Los ciudadanos que reclaman un derecho o consideran su desconocimiento 
deben “ser oídas públicamente” y esto solo puede lograrse en un  proceso oral, 
en tanto se les permite de manera idónea, la exposición de sus argumentos y 
razones, para que el juez dicte una decisión en justicia.  
Respecto a esta característica, del proceso oral, el Comité de Derechos Humanos de 
la ONU, ha manifestado que los procedimientos escritos difícilmente son compatibles 
con el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Pero no se 
agota este derecho con la sola posibilidad de expresión, lo que bien podría afirmarse 
que cumple el proceso escrito, sino fundamentalmente con la de ser oída por todos los 
intervinientes en un proceso oral, esto es, por el juzgador, quien finalmente será el que 
resuelva la causa una vez que haya escuchado a las partes, y también la sociedad, 
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que a través del público podrá, no sólo conocer los conflictos derivados de la 
relaciones laborales que se desatan en su interior, sino, además, asegurar el control 
sobre la función judicial, proporcionando seguridad y confianza sobre la tarea 
encomendad a los jueces y tribunales. 
3. El juez siendo el actor más importante del proceso y representante del Estado, 
tiene la obligación de conocer las pruebas, participar en su práctica y 
considerar las contradicciones que respecto a su contenido u objetivo tengan 
las partes, de tal suerte que pueda asegurarse el derecho a “la inmediación en 
la justicia”. 
Considerada la oralidad en los procesos como un principio, en Colombia, se ha pasado 
de verlo como una técnica procedimental a un principio, así:  
Desde 1948, el sistema procesal laboral colombiano concibió normativamente la 
oralidad como principio; sin embargo, inició como una técnica procedimental, que se 
efectuaba según las obligaciones pendientes en los despachos judiciales, las 
condiciones del juez y de las partes.  
En la Constitución de 1991, determinando a Colombia como un Estado Social de 
Derecho, se describieron los fundamentos básicos de todo proceso judicial, dentro de 
los cuales, encontramos el debido proceso, desarrollado en el artículo 29, la 
prevalencia de los sustancial sobre lo formal, conforme el  artículo 228  y el acceso a la 
administración de justicia en el artículo 229. 
Como respuesta a los principios constitucionales, se expide la Ley 712 de 2001 y la 
Ley 1149 de 2007, referidos al desarrollo de los procesos laborales en materia judicial,  
en tanto los derechos laborales adquirieron en la Nueva Constitución, el carácter de 
derechos fundamentales. 
 Ante la necesidad de hacer realidad los fines del proceso, se tomó conciencia de la 
aplicación de la oralidad como un principio ampliamente reconocido, que debía 
materializarse en los procedimientos judiciales, de tal suerte que los esfuerzos del 
Estado se dirigieron a facilitar la adaptación de los espacios y capacitación de los 
funcionarios judiciales, para la aplicación del principio de oralidad en los procesos 
judiciales.  
Con la Ley 1285 de 2009, ley Estatutaria de la Administración de Justicia, se consagró 
en su artículo 4° la “Celeridad y Oralidad” para disponer que “las actuaciones que se 
realicen en los procesos judiciales deberán ser orales con las excepciones que 
establezca la Ley. Esta adoptará nuevos estatutos procesales con diligencias orales y 
por audiencias, en procura de la unificación de los procedimientos judiciales, y tendrá 
en cuenta los nuevos avances tecnológicos”. 
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El artículo 24, de la misma norma,  le reconoció a la oralidad la categoría de principio, 
cuando se le indicó a la Comisión de Justicia Pronta, que  “tendrá en cuenta las 
recomendaciones y propuestas elaboradas por las Comisiones Intersectoriales para la 
efectividad del principio de la Oralidad en el Régimen Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social  y para la promoción de la Oralidad en el Régimen de Familia, Civil y 
Agrario, creadas mediante los Decretos 1098 de 2005 y 368 de 2006”. 
El principio de oralidad, en Colombia, tiene efectos  vinculantes, cuya inobservancia 
puede afectar las actuaciones procesales. Para ello  artículo 6° de la Ley 1149 de 
2007, que prohíbe expresamente la reproducción escrita de las grabaciones de los 
actos procesales.  
2.4 El Principio de Oralidad concretiza la  Justicia y el 
Derecho de Acceso a la Justicia 
El sistema de la prueba legal; donde persisten el predominio del elemento escrito, y la 
ausencia de relaciones inmediatas entre el juez como ordenador de la justicia y las 
otras partes del proceso, esto es demandante y demandado,  los espacios y momento, 
hacen del proceso, una situación de larga espera y de envíos y devoluciones de 
documentos, en busca de la verdad.  
Desde este punto de vista, es comprensible, pues, que el “ principio de oralidad” pueda 
parecer, estimulante en aquellos países en los cuales ha sido sustancialmente 
realizado; mientras, en cambio, ese principio merece permanecer en el centro de los 
intereses, de las críticas, de los proyectos de reforma en todos aquellos otros Países 
en los cuales, como en Italia y en numerosos Países de lengua española, mucho de lo 
que ha estado en la base de la idea-símbolo de oralidad permanece todavía sin 
realizar33. 
La oralidad asume un significado de gran actualidad, es importante en el  mundo 
contemporáneo, de una progresiva socialización del derecho en general, y del proceso 
que se ha socializado en todos los países, ya no atendiendo a su forma de gobierno o 
estructura política dominante.  
La importancia de la “oralidad” en el proceso, se puede identificar entre otros 
momentos históricos, en la Revolución Rusa de 1917. En el cual la oralidad se 
                                                 
 
33
 Primer congreso, op cit, supra, nota 6, especialmente a pp. 639-754, así como la relación del 
Prof. MEDINA, véase también MILLAR, op cit, supra, nota 43, pp. 133-136. 
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consideró como una institución de bienestar social 34. En tal concepción social de la 
justicia, la función del juez deja de ser la de un árbitro apartado, que sin intervenir 
nunca es la conducción del proceso, se limita a pronunciar la propia decisión al final 
del “duelo jurídico” entre las partes. El juez, por el contrario, asume en esta concepción 
un cometido de guía y de propulsión procesal no solamente técnicas y formal 
(controlando la observancia de las reglas de fair play y el ordenado y rápido desarrollo 
del procedimiento), sino también material. En otras palabras, desde la fase 
preparatoria del procedimiento, el asume un cometido de carácter activo y asistencial 
respecto de las partes, discutiendo con ellas la mejor formulación de las demandas y 
excepciones, colaborando con ellas en la búsqueda de la verdad, y, en suma, 
actuando a fin de que la victoria sea de la parte que efectivamente tenga razón y no de 
aquella que sepa prevalecer en virtud de la propia mayor fuerza económica o por la 
mayor habilidad propia o del propio defensor35.  
Se trata,  como observaba el relator yugoslavo, de un fenómeno de democratización 
del proceso civil, en base al cual: “le tribunal est accesible aussi aux parties non 
instruites, voire illettrees”, fenómeno particularmente importante allí donde, como por 
ejemplo en Suecia o en los Países socialistas y, en cuanto a ciertas causas, también 
en muchos otros Países, la asistencia de una bogado no es necesaria36. 
En la garantía de la justicia, es importante dentro del Estado Social de Derecho, que el 
juez asuma el contacto directo y personal,  y por consiguiente oral con las partes, 
eliminando para los ciudadanos los riesgos del autoritarismo.37. La teoría de la prueba 
legal fue un antiguo ejemplo de ello. La “sporting theory” (teoría deportiva) del derecho 
procesal, es un ejemplo moderno de lo mismo (A.W. Pounds Influence on Civil 
Procedure, en Harvard Law Review, 1945, pp 1568). 
Para que este principio de la oralidad, sea tenido como un verdadero garante del 
derecho, se requiere que la sociedad reconozca en el juez, un ser honesto, 
socialmente sensible, diligente, para que sea creíble su función de  administrar justicia. 
La oralidad, es la abolición del sistema de la prueba legal, como elemento fundamental 
para la decisión del juez38, así como del interrogatorio escrito y formal de las partes, la 
                                                 
 
34
 F. KLEIN, Zeit-und Geistesstromungen im Prozesse, 1901, reimpresa en 1958 al cuidado de 
E. WOLF, Frankfurt. A.Klostermann, pp. 25,26.29, KLEIN/ENGEL, op, cit, supra, nota 143, 
págs. 191 y sigtes. 
35
 Cfr, también, y por todos el pensamiento de KLEIN en KLEIN/ ENGEL. Op cit, pp.186 y 
sigtes. 
36
 También el relator rumano subraya que “le príncipe oral facilite I acces des parties devant la 
justice, en leur permettant de s, adresser de vive  voix aux organes judiciaires” 
37
 M CAPPELLETTI, Poverte e giustizia, en Foro italiano, 94 1969, parte V, cols 42-59. 
38
 Véase sobre el tema las pertinentes observaciones de MILLAR, op cit, supra, nota 43, pp. 
130-132. 
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prohibición del testimonio de las partes y de los terceros interesados, las “exclusiones”, 
“incapacidades” y “ privilegios” no justificados por graves razones de derecho 
sustancial; y pasar a la sustitución de estos métodos por un sistema de valoración de 
las pruebas, dejado a la apreciación critica del juez, y que se apoye sobre institutos 
probatorios simples y flexibles como la comparecencia personal de las partes ante el 
juez y el examen oral de los testigos en la audiencia, desarrollando en manera 
espontánea e informal y no vinculado a cuestiones o “artículos” preconstituidos por 
escritos. 
La inmediación de las relaciones entre el órgano decisor y los elementos de 
convicción; partes, testigos, peritos, lugares, cosas. Tal inmediación es  la situación  
necesaria para un sistema de libre admisión y de valoración libre de las pruebas.  
El sistema oral dentro del desarrollo procesal, permite que  en una audiencia única o 
en pocas audiencias próximas, se tome la decisión que interesa a las partes y no se 
dilate la justicia en un proceso de mucho  tiempo, las ventajas de la inmediación de la 
relación entre el juez y los elementos de prueba. 
La audiencia que versa ante todo sobre las cuestiones de derecho, es el momento de 
la discusión de las pruebas frente al juez. Esto no significa, que los intervinientes no 
puedan preparar con documentos su presentación, en caso de ser varias audiencias, 
ya dentro de un proceso laboral, penal y otra área de conocimiento jurídico.  
Es decir, el valor actual de la oralidad se mueve, principalmente, en torno a la idea de 
una discusión oral, y de una valoración crítica, de los hechos de la causa, discusión y 
valoración que encuentran su ambiente natural en un proceso estructurado en torno a 
una audiencia pública y oral, y lo más concentrada posible, en la que las pruebas sean 
practicadas ante el órgano decisor entero39. Bajo este aspecto, el proceso oral asume, 
por tanto, un doble significado: ser un proceso más rápido, concentrado y eficiente, y 
un proceso más metodológico y concreto, con el que se busca los hechos y en la 
valoración de las pruebas. 
El derecho de acceso a la justicia, es una manifestación de la prevalencia de lo 
material frente a lo mero formal. Es decir, cumplidos unos ritos procesales debe 
prevalecer ese derecho de acceso a la jurisdicción frente a requisitos formales que 
entraban el ejercicio de ese derecho subjetivo que según la tradición colombiana de 
                                                 
 
39
 Observaba justamente CHIOVENDA, op cit, supra, nota 3, pp. 225 que “libertad de 
convicción, que fue no obstante un progreso no descuidable en la historia de la renovación del 
pensamiento humano habiendo sido proclamada como fundamento del proceso penal y civil, 
quiere el aire y la luz de la audiencia 
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1991 entró a hacer parte del conjunto de normas fundamentales, además de su 
naturaleza de derecho humano.  
Y ello es así por cuanto si están dentro del texto constitucional tienen incito una 
naturaleza de disciplinar la organización del Estado y su estructura para el ejercicio del 
poder, las relaciones entre el Estado y los ciudadanos, la legislación, los valores y 
principios que informan el ordenamiento e incluso la relación entre particulares. 
(Guastini Ricardo, pp. 17-19). 
Sobre la eficacia entre particulares de los derechos fundamentales, aspecto aunque 
polémico, (Julio Estrada, pp. 121-122), hace parte de la dogmática constitucional, por 
lo que se puede decir que se extiende a las relaciones jurídicas que se derivan de la 
relación laboral. Según el profesor colombiano, Alexei Julio Estrada, citando a Mario 
Capelleti, se trata de una protección a los derechos fundamentales de los asociados 
que se enmarcan dentro de la expresión de “jurisdicción de la libertad”, que permite la 
interconexión de diversos derechos fundamentales. 
En esta perspectiva el derecho de acceso a la justicia está interconectado con el 
derecho fundamental del debido proceso; así, jueces y miembros de la rama judicial 
deben conocer, tramitar y resolver recursos evitando el rechazo de los mismos 
anteponiendo como pretexto ritualidades innecesarias frente a una pretensión legítima, 
por ejemplo, de un trabajador que reclama el pago justo de sus prestaciones sociales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
78 Propuesta para armonizar la técnica del recurso de casación y el principio de 
oralidad. El Derecho fundamental frente al Derecho sustancial 
 
 
3. Tercer Capítulo: El Principio de la Oralidad 
en el Recurso de Casación. Una Discusión 
entre las Formas Procesales y 
Sustanciales 
La relación entre debido proceso y tutela efectiva ha dado en la doctrina internacional 
un debate sobre su distinción. En efecto, el art. 24 de la Constitución española 
distingue tales derechos.  
 
El primero en los siguientes términos: toda persona tiene derecho a obtener la tutela 
efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos, e intereses legítimos 
sin que,  en ningún caso, pueda producirse indefensión.  
 
Así mismo, tienen derecho a un juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y 
asistencia de un letrado, a ser informado de la acusación formulada contra ellos, a un 
proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a agilizar los 
medios de prueba a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la 
presunción de inocencia. El segundo, hace relación a la ausencia de mora en la 
resolución de los asuntos sometidos a la jurisdicción del Estado. 
 
Un sector mayoritario de la doctrina española ha considerado que el criterio que rige 
ese articulado es el de la distinción, “señalando que el derecho a la tutela efectiva es 
un derecho instrumental” que permite la defensa de los demás derechos mediante un 
proceso garantizado y el debido proceso garantiza a las personas la observancia de 
las reglas constitucionales procesales. (Rojas, 2011). 
 
Esa es la tesis defendida por el tratadista español, José Almagro Nosete. (Almagro, 
1994, pp. 29). Es evidente que este autor no desconoce la interconexión de los dos 
derechos de tal modo que a pesar de la distinción cada uno depende del otro. En otras 
palabras, para que haya debido proceso se debe enervar el órgano judicial a través del 
ejercicio de la tutela debida y sólo existirá está siempre que se decida de una forma 
pronta y cumplida.  
 
Sin embargo, en la doctrina española, a pesar que el Tribunal Constitucional español 
asumió tal tesis, hay quienes consideran que el criterio de la distinción no rige en el 
artículo mencionado de la Constitución española. En efecto, González Pérez considera 
que el apartado segundo del art. 24 de la constitución española no hace ninguna 
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distinción. El constituyente español desvertebra el derecho de acceso a la justicia para 
determinar sus elementos, (Rojas, 1994, pp. 29), sin que el uno sea diferente del otro. 
 
En Colombia, el ex Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, ha considerado que el 
acceso a la justicia y debido proceso están íntimamente ligados. No desconoce que el 
primero sea dependiente del segundo, según algunas concepciones. Este autor se 
acoge a la tesis de la distinción al manifestar que hay que diferenciar que una cosa es 
poner en acción al órgano jurisdiccional, lo cual es un derecho y otra muy diferente es 
el respeto de las garantías durante la actuación judicial. En criterio de este autor el 
derecho se satisface cuando se obtienen la resolución o decisión final del caso dentro 
de cuyo trámite se debe garantizar los aspectos concernientes al debido proceso. 
(Cifuentes, 1999, pp. 277 -278). 
 
Debe precisarse que el derecho de acceso a la administración de justicia es un 
derecho fundamental que ha sido objeto de positivización no solo en los textos 
constitucionales internos sino internacionales. Así la Constitución europea lo consagra 
bajo el nombre de “tutela judicial efectiva” y la Convención Americana de derechos 
humanos la denomina “derecho a garantías judiciales”, cuyo núcleo rector lo es la 
posibilidad que el ciudadano acceda a la administración judicial para resolver sus 
diferencias jurídicas (Cappeletti, 1972. pp 45). Es un mecanismo para la satisfacción 
de intereses subjetivos, además que garantiza una convivencia pacífica.  Así, en el 
caso del ordenamiento interno colombiano, se hace necesario establecer cómo se ha 
determinado tal calidad. 
3.1 La Corte Constitucional y el Recurso de Casación 
en Colombia 
La Corte Constitucional, es un órgano judicial de creación constitucional en 1991, es 
una jurisdicción, que ha estudiado y considerado las condiciones, en que conforme a 
los preceptos de la Carta Política se deben establecer los fines del recurso de 
casación. 
 
Amplias  y variados han sido las sentencias proferidas por esta honorable Corte, 
referidos al estudio de la congruencia o no de las disposiciones normativas que 
regulan el recurso de casación con los fines, principios y derechos fundamentales 
reconocidos, en el territorio colombiano, desde la consolidación del Estado Social de 
Derecho. 
 
En cada una de las decisiones, ya por acción de inconstitucionalidad ya por acciones 
de tutela,  como premisa y supuesto teórico, la Corte Constitucional generalmente se 
ha referido directa o indirectamente a los fines de la Casación. 
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Dentro de las sentencias más destacadas encontramos  las siguientes: 
Sentencia C-586/92, M.P. Dr. Fabio Morón Díaz, planteo la inconstitucionalidad del 
artículo 51 del Decreto 2651 de 1991, precepto luego convertido en Legislación 
permanente por el artículo 162 de la Ley 446 de 1998. La Corte Constitucional lo 
declaro exequible. 
 
Mediante Sentencia C-215/94, M.P.Dr. Fabio Morón Díaz, se discutió la exequibilidad 
parcial de los artículos 373 y 374 del C.P.C cuyos temas debatidos fueron 
fundamentalmente. La Casación en la Constitución, las técnicas de casación y la 
interpretación auténtica. 
 
En la Sentencia C-140 de 1995, M.P.Dr Vladimiro Naranjo Mesa, demanda D-632, se 
demandó parcialmente el artículo 7 de la Ley 16 de 1969, los aspectos principales allí 
discernidos fueron; el debido proceso frente a la casación, la casación laboral, las 
causales de casación en materia laboral, la tarifa probatoria. Presenta un amplio 
estudio del error de hecho frente a las pruebas calificadas en la acusación por vía 
indirecta. Contiene un importante salvamento de voto. 
 
Sentencia C-508 de 1996, M.P.Dr Jorge Arango: decidió la impugnación contra el 
numeral 4 del artículo 366 del C.P.C. En la acción se judicializo el precepto contentivo 
de las sentencias objeto de casación. 
 
La Sentencia C-657 de 1996 ,M.P.Dr. Morón D.: resolvió una demanda contra gran 
parte del C.P.P, y entre ellas, la norma consagratoria de la discrecionalidad de la Sala 
Penal de la Corte para casar de oficio una sentencia acusada en casación prevista en 
la norma 228 del decreto 2700 de 1991. 
 
Sentencia C-684/96, M.P. Dr. Arango Mejía: discutió la Corte la Constitucionalidad del 
artículo 370 del C.P.C., respecto de la inobjetabilidad del dictamen del perito sobre la 
cuantía del interés para acudir en casación. 
 
Sentencia C-446/97, M.P. Jorge Arango Mejía: analizo el articulo 226 C.P.P. o del 
Decreto 2700 de 1991, en torno a la obligatoriedad del concepto del Ministerio Publico 
en materia de casación penal. 
 
Sentencia C-407  de 1998, M.P.Dr. Cifuentes M; discute la inconstitucionalidad del 
artículo 218 del C.P.P, sobre la casación discrecional o facultativa. 
 
Sentencia C-541/98 M.P.Dr. Alfredo Beltrán Sierra: analiza la presunta 
inconstitucionalidad del artículo 220 del Decreto 2700 de 1991 sobre la consonancia o 
incongruencia como causal de casación en materia penal. 
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Sentencia C -596/00, M.P. Antonio Barrera Carbonell: se demandaron diferentes 
normas del C.P.T., C.P.P. y C.P.C, relativas a la casación del trabajo, penal y civil. 
 
Sentencia C-804 de 2000. Se demanda por motivos diferentes a los decididos en la 
Sentencia C-586 de 1992, el artículo 51 del Decreto 2651 de 1991, ya convertido en 
legislación permanente por la Ley 446 de 1998 en el artículo 162. Mg. Pon.Dr. Carlos 
Gaviria: discute fundamentalmente las facultades extraordinarias, así como la 
transitoriedad y permanencia de una norma. 
 
Sentencia C-1065 de 2000, M.P.Dr. Martínez Caballero: hace énfasis en la nomofilaxis 
en casación. Se demanda la calidad de manifiestos que deben revestir los errores en 
casación a partir del artículo 368 núm., 1 del C.P.C. 
 
Sentencia C-252/01, M.P.Carlos Gaviria Díaz, se estudió la totalidad de la Ley 553 del 
año 2000 que regulaba íntegramente la Casación  penal. Desarrolla un amplio debate 
sobre la finalidad de la Casación, la diferencia de la revisión con la Casación, aniquila 
la conversión que de recurso en acción hacia el legislador de la Casación penal: 
debate la importancia del precedente y la motivación  de la sentencia. 
 
Sentencia C-739 de 2001, expediente D-3293, Mg-Pon-Dr. Álvaro Tafur Galvis: se 
demanda un conjunto de normas, entre ellas el numeral 5 del artículo 368 de C.P.C. Al 
declarar la exequibilidad del precepto, la Corte determina que la doctrina constitucional 
es vinculante y obliga al juez y a las partes y su desconocimiento puede demandarse 
por la causal primera de Casación, consistente en: “ser la sentencia violatoria de una 
forma de derecho sustancial”. Igualmente determina que la cosa juzgada constitucional 
es motivo de Casación. 
 
Sentencia C-779/, M.P. Carlos Gaviria Díaz: vuelve a recabar sobre los requisitos de la 
demanda de Casación. 
 
Sentencia C-1046 de 2001, Expediente D 3446, Mg. Pon. Dr. Eduardo Montealegre 
Lynett: se demanda la ley 592 de 2000 sobre la cuantía para recurrir en materia de 
Casación civil; además, debate la trascendencia de la cosa juzgada constitucional. 
 
Sentencia C-836/01, M.P.Dr. Rodrigo Escobar Gil: la censura al artículo 4 de la Ley 
169 de 1896, permite que se analice el concepto de doctrina probable y la importancia 
de la jurisprudencia como elemento unificador, la obligatoriedad del precedente 
horizontal y vertical. 
 
Sentencia C-716 de 19 de agosto de 2003. Declaro constitucional el inciso 2 del 
artículo 372 del C.P.C. 
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Sentencia C-590/05, Expediente D-5428, M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño. Declaro 
inexequible la expresión “ni acción” del art. 185 de la Ley 906 de 2004. Contra el fallo 
de Casación procede igualmente la acción de tutela. 
 
La Corte Constitucional, ha tratado los aspectos relevantes del recurso de casación en 
sentencias de tutela, cuando se han seleccionado para su revisión constitucional, 
decisiones en acciones promovidas contra fallos de las Salas de Casación de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
Las decisiones de la Corte Constitucional, referidas al recurso de Casación y todas las 
áreas del derecho, se han creado líneas jurisprudenciales, que jueces y abogados, 
utilizan como soporte a sus decisiones y acciones, siendo importante notar,  que estas 
decisiones, determinan las reglas a seguir para la Corte Suprema de Justicia, órgano 
judicial de cierre en la justicia ordinaria en el Estado, mediante la decisión del recurso 
de casación.  
 
Estable la Corte Constitucional, que la Corte Suprema de Justicia, debe atender a:  
 
La prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho instrumental de que trata el 
artículo 228 de la C.N. El derecho sustancial no puede ser desconocido so  pretexto de 
aplicar el derecho instrumental. De forma que el recurso de Casación no constituya un 
recurso marginal, elitista y formalista. 
 
Asegurar el principio de igualdad que se consolida a partir de la obligación que surge 
para el Juez de Casación de interpretar unitaria o uniformemente la ley sustancial. 
 
La garantía del debido proceso de qué trata el artículo 29 de la Constitución Nacional, 
para seguridad del Estado y de los ciudadanos, por cuanto debe garantizar la 
corrección material de la ley, la legalidad del juicio, el respeto de los derechos 
individuales y el mantenimiento de un orden jurídico justo, dentro del marco del Estado 
Social de Derecho. 
 
La reparación de los agravios que sufran las personas dentro del proceso con ocasión 
de las sentencias en las que el juez incurre en errores in judicando y errores in 
procedendo.  
 
La justicia es norte en la actividad judicial, como precaución de índole filosófica y 
material, pues de conformidad con el artículo 2 de la constitución es exigencia de un 
orden justo como fin esencial del Estado Social de Derecho. El Tribunal o Corte de 
Casación no puede soslayar como expresión del poder público el cumplimiento de este 
fin. 
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La causal primera de Casación, así como las demás causales en los diferentes 
ordenamientos está sujeta al principio de legalidad. Todas tienen soporte en la 
Constitución, pues por mandato constitucional se garantiza la correcta aplicación de la 
Ley Sustancial y procesal de conformidad con el artículo 29 de la C.N (Constitución 
Política de Colombia. Editorial, 1991). 
 
La finalidad de carácter privado,  que tanto la doctrina como la Jurisprudencia han 
venido fijando al recurso de Casación, consistente en la reparación del agravio inferido, 
más allá del aspecto privado, es tan importante como los fines de carácter público, por 
cuanto es precepto constitucional del Estado y sus autoridades y es ante todo una 
obligación proteger la vida, honra y bienes de todos los ciudadanos. 
 
El recurso de Casación más allá de su carácter instrumental está enmarcado dentro de 
la finalidad del Estado, en busca de garantizar un orden justo. 
 
La causal de la prohibición de reformation in peius  es traducción de una norma 
universal de los derechos humanos, plasmada igualmente en el artículo 31 de la Carta 
cuando dice, “Que el superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado 
sea apelante único”. Ello es precisamente lo que se recoge en el artículo 368. C.P.C. 
numeral 4, como causal de Casación al expresar: “Contener la sentencia decisiones 
que hagan más gravosa la situación de la parte que apelo o la de aquella para cuya 
protección se surtió la consulta siempre que la otra no haya apelado ni  adherido a la 
apelación, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 357”, pero que también está 
contemplada en los códigos procesal, penales y laborales.  
 
Aun cuando no aparezca hoy como causal autónoma de Casación en materia penal en 
el derecho Colombiano, podrá alegrarse por vía de causal primera en la Casación 
penal, al igual que en el nuevo recurso extraordinario de Suplica introducido en la 
jurisdicción contencioso administrativo contra Sentencia por violación de la Ley 
Sustancial. 
 
En materia de Casación laboral debe darse especial observancia a los principios de 
favorabilidad y de in dubio pro laborare, así como en materia penal, al in dubio pro reo. 
 
Ahora bien, respecto del principio de oralidad, la Corte Constitucional,  mediante el 
análisis de constitucionalidad  de la Ley Estatutaria de la Administración de la Justicia, 
en Sentencia C-713 de 2008, resalta la implantación de la oralidad, como un 
mecanismo para el logro de una justicia pronta y eficaz, que favorece la inmediación, 
acerca al juez a las partes y genera condiciones que propician  la simplificación de los 
procedimientos.  
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Esta Honorable  Corporación,  hace claridad sobre la manera cómo debe ser 
concebida la oralidad en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
La Corte llama la atención en el sentido de que la oralidad en la administración de 
justicia se concibe como una norma que tiene la estructura de principio. En  este sentido 
cabe recordar que de tiempo atrás la teoría del derecho ha establecido la distinción 
conceptual entre reglas y principios, para advertir que si bien ambas  constituyen normas 
jurídicas, su grado de vinculación y eficacia varía en uno u otro caso. Así, mientras las 
reglas son normas que “ordenan una consecuencia jurídica definitiva”, los principios son 
mandatos de optimización que ordenan que algo se realice en la mayor medida posible 
según las posibilidades fácticas y jurídicas. 
 
En esta misma sentencia la Corte advierte   la vigencia del  principio  de oralidad, con 
el fin de que se respeten las decisiones y procedimientos establecidos bajo el método 
legal anterior, al respecto la Corte indicó:  
 
La pertenencia del principio al ordenamiento no puede depender de un acto o de una 
autoridad contingente, que en un momento fundante decida la inclusión mediante una 
herramienta como el test que sugiere la Corte Constitucional, pues ello implicaría que la 
desaparición de la autoridad que hizo el reconocimiento, la abolición del procedimiento, 
o el cambio del test o de la norma aplicable, arrojarían el principio fuera del sistema, 
como si dejara de ser parte del espíritu general de la legislación. (Sentencia C-713 de 
2008). 
 
La naturaleza de la oralidad, y en concreto en el proceso laboral,  no depende de la 
conveniencia o no de su aplicación; o de la frecuencia con que se decida aplicarla; o 
de la simple eficiencia que pueda representar, tal como lo sugiere la tesis de que aquí 
se controvierte, pues en rigor jurídico, se trata de un principio del proceso laboral y no 
de una regla técnica o de un simple hábito. 
3.1.1 Primacía de lo Sustancial frente a lo Formal  
De lo anterior se deduce que el derecho fundamental de acceso a la justicia no se 
entiende agotado con el mero diseño normativo de las condiciones de operatividad. 
  
Es decir, unido a tal concepto se tiene que la efectividad va ínsita dentro de él. En 
otras, palabras, para la Corte Constitucional colombiana su ámbito de protección 
constitucional obliga igualmente a que tales reglas sean interpretadas a la luz del 
ordenamiento superior, en el sentido que resulten más favorable al logro y realización 
del derecho sustancial y consultando, en todo caso, el verdadero espíritu y finalidad de 
la ley.  
 
En ese sentido, la garantía de la tutela judicial efectiva, considera la Corte 
Constitucional colombiana, que el deber primigenio del Estado, representado por los 
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jueces y tribunales, es el de prestar el servicio de la jurisdicción. Ello implica la 
posibilidad del libre acceso de las partes al proceso; así como el permitir su directa 
participación.  
 
En otras palabras el antiformalismo tiene que ceder frente a la pretensión sustancial. 
Ello no significa un libre ejercicio, sin límites, de tal facultad, dado que debe ser, en 
todo caso, reglada.  Es decir, la garantía de la que habla el art. 229 de la Carta 
Constitucional de 1991 nunca ha pretendido hacer a un lado, en manera alguna, 
desconocer la importancia de las reglas y principios del procedimiento en la ordenación 
y preservación del derecho de acceso a la justicia. Tampoco se pretende, según lo ha 
dicho la corte, poner un único criterio de interpretación al funcionario judicial, quien, en 
todo caso, goza de un margen de discrecionalidad, la cual no se debe confundir con 
arbitrariedad. 
 
Lo que ha querido decir la Corte Constitucional es que cuando el legislador se inventa 
una serie de obstáculos, como encarecer el acceso a la justicia, lo que está realizando 
es una vulneración a un derecho humano, un derecho fundamental el cual es el de 
acceso a la justicia. Ello se evidencia con la excesiva carga de requisitos previos a una 
demanda de justicia. Y al negarse éste, de contera, se negará otros derechos 
fundamentales que caminan muy a la par de estos: la igualdad de trato, la libertad y el 
debido proceso.  
 
Pese a tal criterio constitucional, es pertinente tener de presente que en materia laboral 
o en las cuestiones que tienen que ver con el derecho social del derecho al trabajo, 
existe una situación especial que no debe mirarse con el mismo rasero como si se 
trata de asuntos de derecho privado en el que podrían ser más estrictas algunas 
condiciones rituales del acceso a la justicia. 
 
En efecto, la relación laboral está dibujada sobre un grado de desigualdad. Esa es la 
razón para que la Carta constitucional colombiana de 1991 se refiere al derecho al 
trabajo como objetivamente esencial para organización política proclamando un doble 
rol: su condición de  derecho fundamental y la obligación social que debe cumplir.  
 
Ello le impone al estado unas obligaciones que se rigen bajo la egida de protección en 
sus distintas modalidades Ello por cuanto todo contrato laboral no se rige por el criterio 
tradicional de igualdad sino la desigualdad entre patronos y empleadores, relación que 
se rige también por el sistema económico donde se dan, las que, en todo caso, el 
trabajador está lejos de influir. 
 
Es por ello que el derecho de acceso a la administración de justicia tiene ínfima 
relación con el trabajador. Una prueba de tal posición es el hecho de que dentro de los 
principios del derecho laboral colombiano está el de obligatoriedad y exclusividad de la 
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jurisdicción, por el monopolio del Estado en el poder de la jurisdicción. El fundamento 
constitucional se encuentra en los arts. 2, 3, 23, 116 y 228.  
 
Al mirar el desarrollo constitucional de tal aspecto, se encuentra una serie de principios 
constitucionales cuya enunciación taxativa son, además de los anteriores: (i) libre 
acceso a la administración de justicia;-art. 229 de la C.N.- (ii) el debido proceso-arts. 
29, 116, 113 y 231; (iii) prevalencia constitucional-art. 4 C.N.-; (iv) derecho de 
defensa;-arts. 2, 3, 13, 228.- (v) independencia del juez;-art. 288 C.N. (vi) prevalencia 
del derecho sustancial-art. 288 C.N-; (vii) cosa juzgada-arts. 243 y 291 C.N.-; (viii) la no 
reformatio in pejus-art. 31 C.N-;  (ix) favorabilidad –art. 53 C.N.- 
 
Los anteriores informan el proceso laboral como tal. Así, se tiene que en el plano legal 
también existen unos principios, los cuales, lógicamente, se nutren de los anteriores. 
Entre estos están: (i) el de igualdad procesal entre las partes; (ii) facultad inquisitiva del 
juez; (iii) impulso oficioso del proceso; (iv) libre apreciación de la prueba; (v) principio 
de gratuidad; (vi) principio de oralidad; (vii) publicidad; (viii) inmediación; (ix) buena fe y 
lealtad procesal; (x) eventualidad;  (xi) economía procesal; (xii) concentración del 
proceso; (xiii) de facultades ultra y extra petita del juez laboral; (xiv) consonancia de la 
sentencia; (xv) carga de la prueba; (xvi) preclusión de la prueba; (xvii) unidad de 
jurisdicción y especialidad; (xviii) interés para intervenir en el proceso; (xiv) 
aseguramiento de la sentencia; (xix) defensa del patrimonio. Todos estos, de alguna 
manera, tienen que ver con la especial condición debilidad de parte del trabajador. 
En uno y otro caso, ambos tipos de principios rigen el proceso laboral. El uno hace 
relación al derecho que tiene un ser humano  como miembro de un Estado 
democrático. Y el otro tipo de principio, rigen el caso concreto de un proceso entrabado 
en la jurisdicción. 
 
Y es que el litigio que se entabla cuando se activa la jurisdicción debe estar imbuido 
del núcleo de derecho fundamental en el contexto de un proceso laboral que tiene 
unas connotaciones específicas. El cual debe estar bajo la égida de la protección 
especial del trabajador o parte débil de la relación laboral frente a la marcada 
superioridad el patrono. 
 
Se espera que ese desbalance que se observa en la viva realidad se atempere dentro 
del proceso laboral en el que el equilibrio sea el faro de la protección del trabajador. De 
ahí, que la gratuidad procesal lo es para el trabajador, que implica la posibilidad para 
acceder a la jurisdicción sin ninguna erogación. 
 
Lo anterior por cuanto la potestad de administrar justicia se ejerce por el Poder judicial 
dado que es un servicio público para toda la sociedad que contribuye a la paz social 
dado que los ciudadanos buscan el órgano estatal para dirimir sus diferencias dejando 
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a un lado la justicia indicativa y privada. En esa perspectiva, la acción y la 
contradicción se deben regir por esa línea más de protección.  
 
Estas dos acciones deben llevarse a cabo, bajo la influencia de los anteriores 
principios, así la inversión de la carga de la prueba, la oralidad, la inmediación, la 
lealtad, la doble instancia, la economía procesal, entre otros, tienden a favorecer al 
trabajador. Estos principios, no se llevarían a la práctica, o lo que es lo mismo no sería 
eficaz, en un interminable proceso laboral. Gratuidad de justicia no debe significar 
juicios sin fin. 
 
Esa gratuidad laboral no tiene otra misión que la de facilitar al trabajador el acceso a 
los órganos de administración de justicia para demandar la restitución de sus derechos 
laborales. Tal facilidad se sustenta en la carencia de recursos económicos por parte 
del trabajador y en la prioridad de sus beneficios laborales. Sin la gratuidad, el 
trabajador, en muchos casos, no podría acceder a la tutela jurisdiccional, con lo cual se 
consagraría un beneficio del empleador. Sin embargo, la gratuidad no significa que el 
Estado pueda demorar, años y años, en la resolución de sus conflictos pues ello 
atentaría con él la misma subsistencia del trabajador. 
 
Y tan especial situación ocupa tal que cuando se vulnera el mismo se ha determinado 
su tutela inmediata a través del mecanismo de la acción de tutela para proteger el 
derecho fundamental del trabajador.  
 
Y si bien ello significa el encuentro con un derecho instrumental, lo que en realidad se 
observa es la manifestación de un derecho fundamental, el de tutela judicial, a través 
de una manifestación de la garantía jurisdiccional que establece la carta política de 
1991, en la que no hay que confundir el procedimiento con el proceso.  
 
El primero  se refiere a ”toda secuencia establecida por el ordenamiento jurídico para 
la creación y realización de las normas  jurídicas”  y,  el segundo,  “es el conjunto de 
actos por medio de la cual se forma o se actúa el derecho en el caso concreto a través 
del ejercicio de la acción jurisdiccional”. (Palomino, 2005, pp. 141-142). 
 
Y es derecho instrumental, con efectos sustanciales, en cuanto la tutela judicial puede 
estar en íntima conexión tanto con el derecho procedimental como con el derecho 
procesal  dado que es una institución de carácter constitucional aplicable al caso 
concreto, que se pone en conocimiento de la autoridad judicial, dentro del cual se 
sigue un procedimiento para dar solución, a través de actos concretos procesales, a un 
conflicto jurídico.   
 
De tal manera que al ser un mecanismo del derecho procesal constitucional es objeto 
de tutela como se ha visto. Fix Zamudio considera esta como la disciplina que se 
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ocupa del estudio de las garantías de la Constitución, es decir, de los instrumentos 
normativos de carácter  represivo y reparador que tienen por objeto remover los 
obstáculos existentes para el cumplimiento de las normas fundamentales, cuando las 
mismas son violadas, desconocidas, o existe incertidumbre acerca de su alcance o 
contenido. (Palomino, 2005, pp. 142-143). En resumen, Fix Zamudio consideró que es 
la rama del derecho que se ocupa del examen de las garantías de la ley fundamental y 
que están establecidas en el texto mismo de la norma suprema, tal como acontece con 
la tutela judicial efectiva, derecho tutelable. 
 
3.1.2 Formalidad del Recurso de Casación Laboral y el Exceso 
de la Justicia 
Una de las discusiones jurídicas planteadas alrededor del recurso de casación, para la 
Corte Constitucional, está dado en la prevalencia del derecho sustancial sobre la 
formalidad, de tal suerte, que para el caso de nuestra investigación, importa estudiar 
este problema jurídico, el cual puede darnos fundamentos para armonizar el principio 
de la oralidad frente a la técnica rigurosa del recurso de casación, el cual como lo 
estudia la Corte en sentencia T-1306 del 2001, es necesario en la seguridad jurídica 
que debe garantizar la justicia ante los ciudadanos. 
 
En la sentencia T- 1306 de 2001 la Corte Constitucional desarrolla dos problemas 
jurídicos planteados así:  
 
Corresponde a esta Sala determinar: 
1)    Si el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Laboral, incurrió 
en vía de hecho la proferir un fallo en contravía de la jurisprudencia unificada de la Corte 
Suprema de Justicia, Sala Laboral, negándole en consecuencia el derecho a pensión al 
accionante. 
2)    Si la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia incurrió en 
vía de hecho al haber reconocido expresamente que el señor Florentino Méndez 
Espinosa tenía derecho al reconocimiento de pensión de jubilación y, sin embargo no 
haber casado la sentencia en virtud de errores en la técnica de casación (…). 
 Prevalencia del derecho sustancial sobre las formas 
Es clara la trascendental importancia del derecho procesal dentro de un Estado de 
Derecho como el nuestro, en cuanto las normas que los conforman son la certeza de 
que los funcionarios judiciales al cumplirlas estarán sirviendo como medio para la 
realización del derecho sustancial mientras que respetan el debido proceso judicial 
(todo juicio debe basarse en las leyes preexistentes y con observancia de las formas 
propias de cada litigio) que garantiza la igualdad de las partes en el terreno procesal, 
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les posibilita el derecho de defensa, da seguridad jurídica y frena posibles 
arbitrariedades o imparcialidades del juez. 
 
El procedimiento no es, en principio, ni debe llegar a ser impedimento para la 
efectividad del derecho sustancial, sino que debe tender a la realización de los 
derechos sustanciales al suministrar una vía para la solución de controversias sobre 
los mismos. 
  
Cuando surge un conflicto respecto de un derecho subjetivo, es el derecho procesal el 
que entra a servir como pauta válida y necesaria de solución de la diferencia entre las 
partes. Se debe tener siempre presente que la norma procesal se debe a la búsqueda 
de la garantía del derecho sustancial. 
  
Teniendo en claro la prevalencia que en la administración de justicia debía tener el 
derecho sustancial, el constituyente de 1991 lo estableció como principio de la 
administración de justicia en el artículo 228 al consagrar que en las actuaciones de la 
administración de justicia “prevalecerá el derecho sustancial”. Esta corporación al 
establecer el alcance de la mencionada norma ha  dicho: 
  
Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia "prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que el 
fin de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos 
consagrados en abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los 
conflictos de intereses.  Es evidente que en relación con la realización de los derechos y 
la solución de los conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un 
medio.
40
 
 
Un claro ejemplo de prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal ha sido la 
admisión de demandas de inconstitucionalidad a pesar de no cumplir de manera 
estricta con los requisitos establecidos en la normatividad pertinente. La Corte se 
pronunció en el siguiente sentido: 
  
(...) Así las cosas, la Corte Constitucional reitera que en la admisión de una demanda de 
inconstitucionalidad, así como en su examen, se debe aplicar el principio de la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el formal. Por consiguiente, cuando la ausencia 
de ciertas formalidades dentro del escrito presentado por el ciudadano no desvirtúe la 
                                                 
 
40
 Ver sentencia C-029/95, M.P. Jorge Arango Mejía (Correspondió a la Corte determinar la 
constitucionalidad del artículo 4º del Código de Procedimiento Civil que establece la 
interpretación de las normas procesales teniendo en cuenta que el objeto de los procedimientos 
es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. La Corte, al declarar la 
constitucionalidad del texto demandado, reiteró la naturaleza de medio que tiene el derecho 
procesal con respecto al material y su importancia en cuanto a tal.) 
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esencia de la acción de inconstitucionalidad ni evite que la Corte determine con precisión 
la pretensión del demandante, no hay ninguna razón para no admitir la demanda.”
41
  
  
En materia de tutela, en desarrollo del principio contemplado en el artículo 228 
constitucional, se dijo que de manera excepcional podría el juez alejarse del 
procedimiento establecido con el fin de proteger el derecho sustancial: 
  
La interpretación adecuada de la primacía anotada significa que los procedimientos 
legales adquieren su sentido pleno en la protección de los derechos de las personas. En 
consecuencia, cuando la aplicación de una norma procedimental pierde el sentido 
instrumental y finalista para el cual fue concebida y se convierte en una mera forma 
inocua o, más grave aún, contraproducente, el juez de tutela debe obviar el trámite 
formal en beneficio del derecho fundamental afectado.  
  
Por lo general, la mejor manera de proteger los derechos fundamentales, se encuentra en 
la observancia de las formalidades y procedimientos consagrados en la ley. La hipótesis contraria 
solo posee carácter excepcional - y disfuncional en términos del sistema - que sólo puede tener 
lugar en casos específicos, en los cuales el juez aporta una motivación contundente que justifica la 
omisión procedimental.  
  
Si se tiene en cuenta que todo procedimiento es un medio para la protección de 
derechos, el juez debe demostrar en la parte motiva de su fallo que, en el caso 
concreto que analiza, las formalidades impuestas por la ley perdieron tal virtualidad.  
 
(…) 
 
La relación entre las formas jurídicas y los derechos sustanciales debe ser analizada 
en la situación concreta y de acuerdo con el sentido que allí despliegue cada uno de 
estos elementos. La preferencia del Estado social de derecho por la efectividad de los 
derechos no significa subestimación "per se" de las formalidades y de la seguridad 
jurídica, sino más bien adecuación de medio a fin entre éstas y aquellos. (Sentencia T-
283/94. M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz)42. 
                                                 
 
41
 Ver sentencia C-084/95, M.P. Alejandro Martínez Caballero reiterada por la C-232/97, M.P. 
Jorge Arango Mejía y la C-779/01, M.P. Jaime Araujo Rentería 
42
 En esta ocasión la Corte no concedió la tutela por considerar que el juez de tutela debería 
respetar el proceso de declaración de abandono que hasta el momento venía llevando el 
Bienestar Familiar esperando a que en la debida contradicción que en el mismo se presentara, 
el accionante lograra desvirtuar la necesidad de la declaración de abandono para que la menor 
volviera con él y su compañera permanente a pesar de no ser padres naturales de la menor, 
situación que fue posible lograr cuando por orden del ICBF se otorgó la custodia provisional de 
la menor a la compañera permanente del peticionario,  después de aclarados los hechos 
para  del Bienestar. El juez de primera instancia había considerado que debía aplicar el derecho 
sustancial a tener una familia por encima de los procedimientos del ICBF motivo por el cual en 
primera instancia se había concedido la tutela. 
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La Constitución consagra el respeto de los derechos fundamentales, lo cual implica 
que esta protección debe prevalecer sobre normas procesales que de ser aplicadas 
conducirían  la negación de los mismos. 
 Naturaleza del recurso de casación 
  
Si bien esta Corporación ha estimado que la casación debe conservar su naturaleza de 
recurso extraordinario, no convirtiéndose en una tercera instancia43 al conocer de 
nuevo de los hechos, como se haría en el caso de la apelación, sino limitándose “a 
verificar si los enunciados normativos contenidos en la regla jurídica han sido 
interpretados o aplicados correctamente por el juez de instancia  y si en esta labor 
creadora de la vida del derecho, también propia y natural de los jueces funcionalmente 
inferiores, no se ha incurrido en violación de la ley sustancial”. Este motivo hace 
razonable la existencia de causales de casación, pero sin que la rigurosidad de las 
mismas llegue al extremo de hacer inocuo un derecho sustancial. Al respecto dijo la 
Corte: 
 La mayor fluidez y el menor rigorismo en la técnica de los recursos en sede de 
casación, no significa en ningún modo que el tribunal competente para conocer de ellos 
pueda verse desnaturalizado en sus funciones por las razones que se examinan; 
simplemente se trata de hacer menos rígidas las previsiones para atender a la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho procesal, y para reconocer que el 
examen de las causales no puede, en todo caso, ser agravado por presupuestos que 
enerven el acceso a la justicia y limiten en buena medida la unificación de la 
jurisprudencia nacional y la realización del derecho objetivo.
44
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 Ver sentencia C-585/92, M.P. Fabio Morón Díaz 
44
 Ver sentencia C-215/94, M.P. Fabio Morón Díaz (Esta sentencia analizó la constitucionalidad 
del artículo 374 numeral 3º del Código de Procedimiento Civil que establece algunos de los 
requisitos de la demanda de casación en el señalamiento de errores de hecho o de derecho, sin 
los cuales se declararía desierto el recurso, devolviéndose el expediente al tribunal de origen, 
encontrándolo exequible. Consideró la Corte que: “Es cierto que el inciso no fue suficiente  en el 
camino de las expectativas para flexibilizar el recurso.  Pero el supuesto regulado en el inciso, 
es de la esencia de la casación, al permitir que  se alegue el error de hecho manifiesto, que 
origine violación de norma sustancial. Y si existe la violación de la norma sustancial, 
lógicamente es necesario que el recurrente lo demuestre. Y si la violación de la norma 
sustancial ha sido consecuencia de error de derecho,  se deberán indicar las normas de 
carácter probatorio que se consideraren infringidas.  Formalidades propias no sólo de este tipo 
de  demandas, sino de todas las demandas judiciales, según las cuales se exige al actor citar 
las normas que considere violadas y la prueba y explicación de la violación.”) En el mismo 
sentido ver sentencia C-446/97, M.P. Jorge Arango Mejía (En esta sentencia se analizaba el 
artículo 226 del Código de Procedimiento Penal que establecía la declaratoria de desierto del 
recurso de casación por el no cumplimiento de los requisitos de la demanda de casación en lo 
penal) 
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 Con respecto a la finalidad de la casación esta Corte dijo: 
  
La casación, definida por el legislador como un recurso extraordinario y excepcional, 
tiene dos funciones primordiales: la de unificar la jurisprudencia nacional, y la de proveer 
la realización del derecho objetivo, función que se ha denominado nomofiláctica o de 
protección de la ley. En cumplimiento de esta última, el tribunal de casación no puede 
entrar directamente a conocer el fondo de la controversia, pues, en principio, sólo está 
facultado para examinar si la sentencia, objeto de recurso, desconoce las normas de 
derecho sustancial que se dicen transgredidas, bien por infracción directa, aplicación 
indebida o interpretación errónea. 
  
El recurso extraordinario de casación, por tanto, no es una instancia adicional, tiene por 
objeto el enjuiciamiento de  la sentencia, y no del caso concreto que le dio origen. Por 
consiguiente, sólo cuando el tribunal de casación ha encontrado que, evidentemente, el 
juez de instancia incurrió en un error de aplicación, apreciación o interpretación de la 
norma sustancial que se alega, y casa la sentencia, podrá pronunciarse sobre el caso 
concreto, actuando ya no como tribunal de casación sino como juez de instancia. La 
razón, la necesidad de un pronunciamiento que reemplace el que se ha casado.”
45
 
  
Queda entonces claro que, de hallar que el juez de instancia sí incurrió en un error de 
aplicación, apreciación o interpretación de la norma sustancial que se alega, y más aún 
cuando la Sala de Casación reconoce la existencia de un derecho fundamental 
merecedor de protección, es deber de ésta el casar pronunciándose de fondo sobre el 
caso en concreto para garantizar el derecho.  
 
Si bien una de las funciones de la casación es la unificación de jurisprudencia a nivel 
nacional, la cual se da en pro del interés público y en cuanto tal tiene trascendental 
importancia, no se debe pasar por alto que también es función prioritaria el control de 
legalidad y constitucionalidad de las sentencias para que de esta manera se puedan 
proteger derechos subjetivos del casacionista. Por tal motivo la Corte declaró 
inexequible la norma que contemplaba la procedencia de casación una vez 
ejecutoriada la sentencia en  materia penal porque si bien se podía llegar a una 
unificación de jurisprudencia, se estaría permitiendo en muchos casos la perpetuación 
de la vulneración de derechos materiales en muchos casos de índole fundamental.46 
                                                 
 
45
 Ver sentencia T-321/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra (En este caso la Corte determinó que ni 
la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, ni el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Bogotá, Sala Labora 
46
 Ver sentencia C-252/01, M.P. Carlos Gaviria Díaz (En esta ocasión dijo la Corte:“Esta la 
razón para que se haya instituido un medio de impugnación extraordinario, con el fin de reparar 
el error y los agravios inferidos a la persona o personas que puedan resultar lesionadas con la 
decisión equivocada de la autoridad judicial. Si ello es así, ¿cómo no aceptar que tal reparación 
se produzca antes de que se ejecute la sentencia equivocada? La materialización de la justicia, 
tal y como cada ordenamiento la concibe, es el fin esencial del debido proceso.    
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Para la inmensa mayoría de la población con derecho a pensión, y más aún en el 
contexto de recesión económica que atraviesa Colombia, la mesada pensional pasa a 
constituirse no sólo en una ayuda para un mejor vivir en una etapa de edad avanzada, 
sino en el único medio de subsistencia. Más aún cuando, en la mayoría de ocasiones, 
la misma ley exige para el reconocimiento del derecho en estudio el cese de 
actividades a la persona que habiendo cumplido los requisitos de ley solicite el 
reconocimiento de su pensión. 
 
En consecuencia, el oportuno reconocimiento del derecho a pensión se configura en 
medio garante del mínimo vital de la mayoría de la población que recibe una mesada.  
 
El respeto a la pensión de jubilación en sus facetas de reconocimiento, pago oportuno, 
proporcionalidad a lo aportado durante la vida laboral y reajuste de las mesadas es por 
tanto uno de los mínimos por el que el Estado colombiano a través de sus instituciones 
debe propender. 
  
3.2 Análisis del Recurso de Casación por la Corte 
Constitucional, Prevalencia del Derecho Sustancial.  
En la sentencia T- 1306 de 2001, encontramos el argumento esgrimido por la Corte 
Constitucional, en donde indica que la decisión tomada por la Corte Suprema de 
Justicia, en el caso objeto de estudio por la sentencia, es equivocada, en tanto no 
                                                                                                                                               
 
Consecuente con lo anterior: si los fines de la casación penal consisten en hacer efectivo el 
derecho material y las garantías de las personas que intervienen en el proceso, y reparar los 
agravios inferidos con la sentencia, no resulta lógico ni admisible, (a la luz de nuestra Norma 
Superior) que, en lugar de enmendar dentro del mismo juicio el daño eventualmente infligido, se 
ejecute la decisión cuestionada y se difiera la rectificación oficial a una etapa ulterior en la que, 
muy probablemente, el agravio sea irreversible. Nada más lesivo de los principios de 
justicia, libertad, dignidad humana, presunción de inocencia, integrantes del debido proceso y 
especialmente significativos cuando se trata del proceso penal.   
 Una sentencia que no ha sido dictada conforme a la ley sino contrariándola, jamás podrá 
tenerse como válidamente expedida y, mucho menos, puede ejecutarse. Si el objeto de la 
casación es corregir errores judiciales, plasmados en la sentencia de última instancia, lo que 
resulta ajustado a la Carta es que esa corrección se haga antes de que la decisión viciada se 
cumpla.”        
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puede frente al formalismo de la técnica de la casación, desconocer los derechos 
sustanciales que garantiza la Constitución Política de Colombia, la sentencia indica:  
 
4. Casación como medio idóneo para la protección de derechos fundamentales 
 En varias ocasiones, esta Corporación ha estimado que no es procedente la tutela por 
encontrarse el asunto discutido en la acción de amparo en discusión en sede de 
casación y ser deber de la Sala de Casación velar por la protección de los derechos 
fundamentales, inclusive de oficio. Dijo la Corte en la sentencia SU-542/99, M.P. 
Alejandro Martínez Caballero: 
  
Ahora bien, con fundamento en los artículos 4º y 85 de la Constitución, que 
definen la norma como de aplicación inmediata, esto es, proposición normativa dirigida a 
todas las autoridades de la República, ello incluye a las autoridades jurisdiccionales, el 
artículo 219 del Código de Procedimiento Penal establece, entre los fines primordiales 
de la casación, la "efectividad del derecho material y las garantías debidas a las 
personas que intervienen en la actuación penal", que son el núcleo del debido proceso. 
Por lo tanto, el juez penal está sometido al imperio de la ley, que de acuerdo con el 
artículo 6º del Código de Procedimiento Penal, incluye la Constitución y la ley formal. Por 
esta razón, el artículo 43 de la Ley estatutaria de la Administración de Justicia señala 
que ejercen jurisdicción constitucional, excepcionalmente, para cada caso concreto, los 
jueces en el ejercicio de sus competencias. 
  
Esta vinculación del juez penal a la Constitución está claramente preceptuada 
en el artículo 218 del Código de Procedimiento Penal, según el cual la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia podrá aceptar el recurso de casación cuando lo 
considere necesario para desarrollar "la garantía de los derechos fundamentales". 
Igualmente, el artículo 228 de ese mismo estatuto dispone que la Corte "podrá casar la 
sentencia cuando sea ostensible que la misma atenta contra las garantías 
fundamentales. 
 
 Al respecto, la Corte Constitucional dijo: 
  
Considera la Corte, que tratándose de derechos fundamentales de aplicación inmediata, 
el juez administrativo a efecto de asegurar su vigencia y goce efectivos debe aplicar la 
correspondiente norma constitucional, en forma oficiosa, así la demanda no la haya 
invocado expresamente.  
 
A la misma conclusión llegó la Corporación en la sentencia SU-039/97  cuando 
consideró que en caso de violación de derechos fundamentales es posible, aplicando 
directamente la Constitución Política suspender provisionalmente los efectos de los 
actos administrativos, así no se invoquen expresamente como fundamento de la 
suspensión las respectivas normas. Dijo la Corte en dicha sentencia: 
 
La necesidad de proteger los derechos constitucionales fundamentales y de 
efectivizarlos, impone un cambio, una nueva concepción, de la institución de la 
suspensión provisional. El viraje que se requiere para adaptarla a los principios, valores 
y derechos que consagra el nuevo orden constitucional puede darlo el juez contencioso 
administrativo o inducirlo el legislador, a través de una reforma a las disposiciones que a 
nivel legal la regulan. 
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El juez administrativo, con el fin de amparar y asegurar la defensa de los 
derechos fundamentales podría, aplicando directamente la Constitución Política, como 
es su deber, suspender los efectos de los actos administrativos que configuren 
violaciones o amenazas de transgresión de aquellos. Decisiones de esa índole tendrían 
sustento en:  
'- La primacía que constitucionalmente se reconoce a los derechos 
fundamentales y a la obligación que tienen todas las autoridades- incluidas las judiciales- 
de protegerlos y hacerlos efectivos (art. 2 C.P.). 
 
'- La aplicación preferente de la Constitución frente a las demás normas 
jurídicas y así mismo el efecto integrador que debe dársele a sus disposiciones con 
respecto a las demás normas del ordenamiento jurídico. De este modo, al integrar las 
normas que regulan la suspensión con las de la Constitución se podría lograr una mayor 
eficacia y efectividad a dicha institución. 
 
'- La necesidad de dar prevalencia al derecho sustancial (art. 228 C.P.), más 
aún cuando este emana de la Constitución y busca hacer efectivas la protección y la 
vigencia de los derechos fundamentales. 
 
'- La suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos tiene un 
fundamento constitucional. El art. 238 permite dicha suspensión "por los motivos y con 
los requisitos que establezca la ley". Siendo la Constitución ley de leyes y pudiendo 
aplicarse sus normas directamente, sobre todo, cuando se trate de derechos 
fundamentales (art. 85), es posible aducir como motivos constitucionales para la 
procedencia de la suspensión provisional la violación o amenaza de violación de los 
derechos fundamentales.  
 
La idea central que se debe tener presente es que las diferentes jurisdicciones, 
dentro de sus respectivas competencias, concurran a la realización del postulado 
constitucional de la efectivización, eficacia y vigencia de los derechos constitucionales 
fundamentales. Por lo tanto, la posibilidad de decretar la suspensión provisional de los 
actos administrativos por violación de los derechos constitucionales fundamentales, 
independientemente de que ésta sea manifiesta o no, indudablemente, puede contribuir 
a un reforzamiento en los mecanismos de protección de los referidos derechos. 
47
  
 
Así, en el numeral 3º del artículo 220 del Código de Procedimientos Penal se señala 
como una de las causales de tal recurso "cuando la sentencia se haya dictado en un 
juicio viciado de nulidad. El artículo 228 ibídem limita el recurso de casación a las 
causales expresamente alegadas por el recurrente, pero agrega la norma: tratándose de 
la causal prevista en el numeral 3º del artículo 220, la Corte (Suprema) deberá declararla 
de oficio. Igualmente, podrá casar la sentencia cuando sea ostensible que la misma 
atenta contra las garantías fundamentales”. 
48
  
                                                 
 
47
 Sentencia C-197 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
48
 Ver sentencias SU-542/99, M.P. Alejandro Martínez Caballero, la cual fue reiterada por la 
sentencias SU-646/99, M.P. Antonio Barrera Carbonell, y T-504/00, M.P. Antonio Barrera 
Carbonell (En los tres casos no se concedió la tutela por encontrar que estaba en curso el 
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Realizando una aplicación extensiva de tal pronunciamiento jurisprudencial, cabe 
afirmar que la casación, sin limitarla únicamente al área penal, es y debe ser 
mecanismo idóneo para la protección de los derechos fundamentales de los 
casacionistas. En consecuencia, las diversas salas de casación deben actuar en pro 
de la realización y respeto de los derechos fundamentales de los recurrentes si, al 
realizar el examen de los cargos del recurrente, observan que en el fallo de instancia 
recurrido se incurrió en vulneración de tales derechos. Así lo afirmó la Corte con 
anterioridad: 
  
El concepto de ley sustancial no solamente se predica o limita a las normas de rango 
simplemente legal. Este comprende por consiguiente las normas constitucionales que 
reconocen los derechos fundamentales de la persona, y aun aquellas normas de las 
cuales pueda derivarse la existencia de un precepto específico, por regular de manera 
precisa y completa una determinada situación.  
  
Lo anterior implica que es posible fundar un cargo en casación por violación de 
normas de la Constitución.  
  
Pero es más, en razón de la primacía que se reconoce a los derechos 
constitucionales fundamentales es obligatorio para el tribunal de casación pronunciarse 
oficiosamente sobre la violación de éstos, aun cuando el actor no formule un cargo 
específico en relación con dicha vulneración.
49
   
  
La Corte reiteró la función protectora de los derechos fundamentales que tienen los 
magistrados en casación al declarar constitucional el artículo 228 del Código de 
Procedimiento Penal que consagra que la Sala de casación penal "(...) podrá casar la 
sentencia cuando sea ostensible que la misma atenta contra las garantías 
fundamentales". Aclaró la Corte que tal término era constitucional en el entendido de 
que: 
  
A juicio de la Corte la expresión "podrá" no hace referencia a una especie de 
discrecionalidad absoluta de la Corte Suprema de Justicia por cuya virtud, ante la 
violación de las garantías fundamentales por la sentencia que examina en casación, 
estaría facultada por la norma para decidir a su arbitrio si casa o no casa la sentencia.  
                                                                                                                                               
 
recurso extraordinario de casación medio por el cual los magistrados de la Corte Suprema 
podían hacer efectiva la garantía de los derechos fundamentales de los accionantes) 
49
 Ver sentencia C-596/00, M.P. Antonio Barrera Carbonell (En esta sentencia se estudiaba la 
constitucionalidad de las normas penales y laborales que establecían requisitos de la demanda 
de casación. En este fallo de constitucionalidad, la Corte no diferencia en ningún momento 
que ese deber de protección de derechos fundamentales corresponda a unas salas de 
casación en particular, sino que extiende tal deber a todas las que conforman la Corte 
Suprema de Justicia) 
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El correcto entendimiento de la norma enseña que mediante la expresión "podrá", lo 
que el legislador pretendió fue introducir una autorización para que la Corte case la 
sentencia en la que se perciba ostensiblemente el vicio anotado, a lo cual procederá 
de oficio, pues de lo contrario, se expondría ella misma a quebrantar esas garantías 
desconociendo que la casación "tiene por fines primordiales la efectividad del derecho 
material y de las garantías debidas a las personas que intervienen en la actuación 
penal (...)." (Art. 219 C.P.P). 
 
Partiendo de la naturaleza de derecho fundamental que puede llegar a tener la pensión 
de jubilación y del deber de protección de derechos fundamentales que tienen las 
salas de casación de la Corte Suprema de Justicia, es válido afirmar que de 
encontrarse en una sentencia que se ha sometido a juicio de legalidad una vulneración 
de tal derecho fundamental éstas deben actuar en pro de la protección de tal derecho, 
más aún si se recuerda que en materia laboral la Constitución del 91 estableció una 
especial protección al trabajador por la posición de subordinación en la cual se 
encuentra frente al patrón. 
 
5. Vía de hecho en providencias judiciales 
Ha considerado de manera unificada la Corte Constitucional que el principio general en pro 
del respeto de los principios de autonomía e independencia en la toma de decisiones 
judiciales es la no procedencia de la tutela contra sentencias. No obstante, de encontrarnos 
frente a decisiones judiciales que contraríen ostensiblemente el contenido y voluntad de la 
ley o desconozcan claramente garantías procesales, que carezcan de fundamento objetivo y 
obedezcan a un mero capricho del juez, que tengan como consecuencia la vulneración de 
derechos de estirpe fundamental, o que, en resumen, contengan un error grosero que 
contraríe el ordenamiento jurídico convirtiendo las providencias en decisiones judiciales 
aparentes. 
  
Puede constituirse una vía de hecho por existir defecto orgánico - carencia absoluta de 
competencia del juez que conoce del caso - por darse defecto fáctico - desconocimiento de 
los hechos probados por el acervo probatorio - por existir defecto sustancial - 
desconocimiento de la normatividad aplicable - o por defecto procedimental - inaplicación de 
las formas propias de cada juicio que afecten que conlleve una afectación del derecho 
sustancial -.
50
 
 
De tratarse de una vía de hecho por defecto sustantivo, se necesita de una ruptura 
patente y grave de las normas que han debido ser aplicadas al proceso51. La tutela 
                                                 
 
50
 Corte Constitucional Sentencia C-657 de 1996. M.P. Fabio Morón Díaz. 
51
 Ver sentencia T-567/98, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz  
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entonces se hace necesaria para restaurar el respeto del ordenamiento jurídico 
sustantivo en el caso concreto. Cuando la labor interpretativa del juez se encuentra 
lejos de estar razonablemente sustentada y razonada, nace una vía judicial de hecho. 
En Sentencia No. T-231 de 1994, M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, se precisó lo 
siguiente: 
Obsérvese que los defectos calificados como vía de hecho  son aquellos que tienen una 
dimensión superlativa y que, en esa misma medida, agravian el ordenamiento jurídico. 
Los errores ordinarios, aún graves, de los jueces in iudicando o in procedendo, no 
franquean las puertas de este tipo de control que, por lo visto, se reserva para los que en 
grado absoluto y protuberante se apartan de los dictados del derecho y de sus principios 
y que, por lo tanto, en la forma o en su contenido traslucen un comportamiento arbitrario 
y puramente voluntarista por parte del juez que los profiere. 
 
 Y en sentencia T-267/2000 se dijo:   
 
Diferente es el caso de la ostensible aplicación indebida de una norma, en cuya virtud se 
pretende lograr que los hechos quepan en ella, aun contra toda evidencia. Allí puede 
darse la vía de hecho, como lo ha admitido esta Corte, si por haberse forzado 
arbitrariamente el ordenamiento jurídico se han quebrantado o se amenazan derechos 
constitucionales fundamentales (Cfr., por ejemplo, la Sentencia T-765 del 9 de diciembre 
de 1998). 
 
Por lo tanto, no deben ser consideradas como sentencias aquellas que 
contengan aplicación de normas que a todas luces no regulan los hechos que se 
analizan. 
  Vía de hecho por exceso ritual manifiesto en el recurso extraordinario de 
casación y omisión consciente del deber de protección de derechos 
fundamentales en la decisión de este recurso  
  
Si bien la actuación judicial se presume legítima, se torna en vía de hecho cuando el 
actuar del juez se distancia abiertamente del ordenamiento normativo, principalmente 
de la normatividad constitucional, ignorando los principios por los cuales se debe regir 
la administración de justicia.  
 
El juez que haga prevalecer el derecho procesal sobre el sustancial, especialmente 
cuando este último llega a tener la connotación de fundamental, ignora claramente el 
artículo 228 de la Carta Política que traza como parámetro de la administración de 
justicia la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas.  
 
 Los jueces deben ser conscientes de la trascendental importancia que tiene el 
derecho procesal en cuanto a medio garantizador de los derechos materiales, dentro 
del marco de un debido proceso. En consecuencia, el actuar general debe ser guiado 
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por la coexistencia de estas manifestaciones normativas permitiendo que en un marco 
jurídico preestablecido se solucionen los conflictos de índole material. 
 
 Sin embargo, si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización 
de un derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle 
prevalencia a las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude 
a la administración de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya 
clara finalidad es ser medio para la  efectiva realización del derecho material (art. 228). 
 
De lo contrario se estaría incurriendo en una vía de hecho por exceso ritual manifiesto 
que es aquel que se deriva de un fallo en el cual haya una  renuncia consciente de la 
verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de 
las normas procesales  convirtiéndose así en una inaplicación de la justicia material. 
  
Tal afirmación no excluye a la Corte Suprema cuando actúa como Tribunal de 
Casación. En el conocimiento del recurso de casación, cuya naturaleza es ser un juicio 
de legalidad contra la sentencia que se recurre, el cumplimiento de los requisitos para 
que se case una sentencia, los cuales han sido reconocidos como válidos y ajustados 
a la naturaleza de éste recurso extraordinario por la Corte Constitucional, debe verse 
flexibilizado por la clara manifestación de la existencia de un derecho fundamental que 
fue desconocido por la sentencia en estudio. Por tanto, a la par del juicio de legalidad, 
la Corte Suprema no puede dejar de lado un examen de verificación 
del  desconocimiento de derechos fundamentales. En caso de que aparezca 
protuberante el desconocimiento de un derecho fundamental, este hecho debe tener 
incidencia en la sentencia objeto del recurso, a la luz de los cargos del recurrente. 
  
Como se estudió con anterioridad, la casación debe ser un recurso idóneo para la 
protección de derechos fundamentales. Es indispensable  que la Corte Suprema de 
Justicia en Sala de Casación analice, con base en los cargos, la posible vulneración de 
los derechos fundamentales y si encuentra una violación, proteja tales derechos en 
virtud de que la casación es el último recurso en la administración de justicia al cual 
pueden acudir los ciudadanos, dejando desprotegido de manera definitiva el derecho 
fundamental del ciudadano. Por tanto, se configura una vía de hecho cuando en sede 
de casación, a pesar de encontrarse probada la violación de un derecho fundamental y 
así declararse, no se protege por la prevalencia de la técnica de casación. La técnica 
del recurso extraordinario debe ceder ante la evidencia de violación de tales derechos. 
  
A pesar de ser la casación un recurso de naturaleza extraordinaria, como en plurales 
ocasiones lo ha reconocido esta Corte, el carácter excepcional no se debe confundir 
con el rigorismo formal en detrimento de los derechos fundamentales. Es necesario, en 
consecuencia, armonizar la posible tensión que se puede presentar entre la protección 
de los derechos fundamentales y el carácter excepcional de la casación. 
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Para tal fin se hace indispensable establecer una doctrina constitucional derivada de la 
interpretación sistemática de la Constitución y la línea jurisprudencial de la Corte 
Constitucional planteada en el transcurso de esta sentencia, doctrina jurisprudencial 
que a pesar de haber venido configurándose a partir de la Carta del 91 y en el 
desarrollo de la jurisprudencia de esta Corporación, es necesario concretar.  
 
Al remitirnos a la Carta Política encontramos las siguientes normas que deben orientar 
a la Corte Suprema de Justicia en el ejercicio de su labor de creación jurisprudencial 
en sede de casación: 
  
Por ser el caso en estudio de naturaleza laboral –seguridad social en materia de 
pensión de jubilación-, esta Sala de revisión hará, junto a las normas genéricas de las 
cuales se deriva la doctrina constitucional, remisiones puntuales en ésta materia.  
 
El artículo 4º señala como norma de normas la Constitución Política y establece la 
primacía de ésta en la resolución de conflictos entre esta y cualquier otra norma; el 
artículo 5 fija la inalienabilidad de los derechos de la persona. Por su parte, el artículo 
25 otorga la especial protección al derecho al trabajo por parte del Estado. De otro 
lado, el artículo 53 establece los mínimos fundamentales que deben estar consagrados 
en el estatuto del trabajo entre los cuales es necesario destacar la igualdad de 
oportunidad para los trabajadores, la irrenunciabilidad de beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales, la primacía de la realidad sobre las formas –la cual 
se debe ver proyectada en lo laboral en la prevalencia del derecho sustancial sobre el 
formal-, la aplicación de la situación laboral más favorable al trabajador en caso de 
duda en la interpretación de las fuentes formales de derecho52y la garantía a la 
seguridad social, en concordancia con el artículo 48 que establece la garantía 
irrenunciable al derecho a la seguridad social, para el caso en estudio en materia de 
pensiones. También encontramos el artículo 228 que consagra como principio de la 
administración de justicia la prevalencia del derecho sustancial. El artículo 230 fija el 
sometimiento de los jueces  a la ley y la naturaleza de criterios auxiliares de la 
jurisprudencia, la equidad y los principios auxiliares del derecho. Finalmente, el artículo 
235, numeral 1º, le atribuye a la Corte Suprema la función de actuar como tribunal de 
casación. 
 
Del análisis de los principios, valores y normas constitucionales antes mencionado, y 
respetando el carácter extraordinario de la casación, se desprende la prevalencia del 
derecho a la seguridad social en materia de pensiones y podemos afirmar que: 
  
                                                 
 
52
 Ver sentencia T-01/99, M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
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Si en el desarrollo de su labor como Tribunal de Casación, la Corte Suprema 
evidencia, de los cargos formulados por el recurrente –así estos carezcan de la técnica 
respectiva- o derivado del análisis de los mismos, una vulneración de derechos 
fundamentales, es su deber, en virtud de la reconocida eficacia de la casación para la 
protección de derechos fundamentales,  hacer efectivo el amparo de tales derechos en 
la sentencia de casación. Al actuar, la Corte Suprema  así no contraría la naturaleza 
dispositiva de la casación en virtud de que se ciñe a lo pedido por el casacionista, a 
pesar de los eventuales errores de técnica. Se garantiza igualmente el derecho de 
defensa de las partes en cuanto el pronunciamiento sigue ligado a los cargos 
formulados en la demanda de casación, frente a los cuales existe una oportunidad 
procesal de pronunciamiento por parte de la contraparte. 
  
No obstante, si observa una vulneración del núcleo esencial de los derechos 
fundamentales o se encuentra frente a un derecho que por mandato constitucional sea 
irrenunciable, deberá proveer la protección a los mismos así no haya existido un cargo 
del cual se derive tal vulneración. La naturaleza irrenunciable de tales derechos prima 
sobre el carácter dispositivo que en términos generales tiene la casación. 
 
Esta doctrina no exige el abandono de la naturaleza excepcional de la casación. Este 
recurso extraordinario conserva su carácter excepcional al continuar restringido su 
acceso a los casos que taxativamente consagre la ley; igualmente, al ser sus causales 
taxativas y al existir un límite en la cuantía para recurrir. También, porque se trata de 
un estudio de la legalidad de la sentencia que se recurre, lo que hace limitada la 
valoración del caso para el tribunal de casación –particularmente en el aspecto 
probatorio- . Finalmente, en virtud de que tiene como función primordial la sistémica 
que conlleva la unificación de jurisprudencia a nivel nacional53 y la nomofilaxis o 
protección de la realización del derecho objetivo. 
 
Siendo estos los argumentos, que justifican la razón de la decisión que se tomó por 
parte de la Corte Constitucional, es necesario desarrollar el análisis que para el caso 
concreto esgrimió el órgano colegiado, en el cual indicó:  
 
Esta Sala de revisión concederá la tutela a los derechos al debido proceso  y al mínimo 
vital del señor Florentino Enrique Méndez Espinosa  por considerar que tanto el fallo del 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Sala Laboral como la sentencia de 
casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, constituyen vía de hecho.  
  
1)    La sentencia de junio 18 de 1999 del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Bogotá constituye una vía de hecho de carácter sustancial por haber interpretado 
de manera abiertamente irrazonable y contraria al principio de favorabilidad en materia 
                                                 
 
53
 Ver sentencia C-1065/00, M.P. Alejandro Martínez Caballero 
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laboral la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de jubilación del 
señor Méndez. El grave error en el que incurrió el Tribunal radica en que desconoció 
una línea jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, clara y 
unificada, que por haberse reiterado más de tres veces ya constituye doctrina 
probable54, según la cual:  
  
a. Si un trabajador estuvo desempeñándose como trabajador oficial, y se 
desvinculó de una entidad por cumplir el tiempo de trabajo para la pensión de jubilación 
cuando ésta era una entidad de carácter público, el régimen aplicable en materia de 
pensiones es el del sector público y no el del sector privado por más de que la entidad 
en la cual hubiera trabajado se haya privatizado. 
b. Si la persona que estuvo vinculada como trabajador oficial cumplía los 
requisitos para estar cubierta por el régimen de transición de la ley 100 de 1993, la 
normatividad que le era aplicable era la del sector público, es decir, la ley 33 de 1985 la 
cual contempla, en su artículo 1º, como requisitos para la pensión de jubilación tener 55 
años de edad y 20 años de servicio. 
c. Si la persona cotizó para riesgos de invalidez vejez y muerte al Instituto de 
Seguros Sociales durante su vinculación laboral, esto no es óbice para que la entidad 
que fuere su último empleador reconozca el derecho a pensión una vez cumplidos los 
requisitos de la ley 33 de 1985, en caso de que quien solicite la pensión esté cubierto 
por el régimen de transición de la ley 100 de 1993. Sin que esto implique que una vez 
cumplidos los 60 años de edad, el Seguro Social no asuma la obligación pensional.  
  
 En efecto, el Tribunal, en una confusa sentencia, reconoció que el régimen aplicable al 
demandante era el de transición de la ley 100 de 1993 porque a la fecha de 
promulgación de ésta el actor tenía 20 años de servicio al Estado. Admitió que, en 
consecuencia, le era aplicable la ley 33 de 1985, pero en concordancia con el Acuerdo 
049 de 1990 y que en virtud de que el demandante no llevaba los 10 años de 
cotización exigidos por el mencionado Acuerdo, en su artículo 16, a 1967, fecha en la 
que se inició la obligación de asegurarse al ISS contra riesgos de IVM, no tenía 
derecho a pensión alguna. 
  
 En el escrito de impugnación de la sentencia de tutela trató de clarificar su 
pronunciamiento alegando que no era posible acumular los años de trabajo como 
trabajador oficial en la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá con los 
laborados en el Banco Popular porque al momento de la desvinculación laboral del 
demandante no estaba vigente la ley 71 de 1988 que posibilitaba sumar años 
trabajados en entidades de diferente naturaleza (nacional y distrital), la cual fue 
expedida antes de cumplir los requisitos para pensión pero cuando el ya no era 
empleado del Banco. 
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 Sobre la materia de doctrina probable ver la sentencia C-836/01, M.P. Rodrigo Escobar Gil 
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Considera esta Sala que no le era válido afirmar que porque la ley 71 de 1988 
consagraba expresamente la posibilidad de acumular tiempo trabajado en diferentes 
entidades oficiales, antes se encontraba prohibido.  Afirmar esto sería tanto como 
aseverar que para que las personas llegaran a tener derecho a pensión deberían estar 
vinculados a una empresa durante toda su vida de trabajo lo cual se aleja de la 
realidad laboral en numerosos casos. Además, la Corte Suprema de Justicia ya había 
establecido, en el desarrollo de su labor de unificación de la jurisprudencia nacional, 
que sí era permitida la acumulación de tiempo laborado en diferentes entidades55. 
  
Por otro lado en el momento de impugnar la tutela del Consejo Seccional, algunos de 
los magistrados que integraron la Sala alegaron que la revocatoria del fallo de primera 
instancia se debía a la no integración de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado, 
argumento que se aparta de la realidad si se tiene en cuenta que el mismo Tribunal en 
su sentencia había reconocido que era facultativo del Banco Popular el llamar en 
garantía a la mencionada empresa pero que al no haberlo hecho el Banco debía correr 
con las consecuencias. En ningún momento consideró el Tribunal que esto fuera una 
falta de integración del litis consorcio necesario que viciara de nulidad el proceso, 
como a último momento lo alegó en la impugnación. 
  
No cabe duda de que el Tribunal, al haberse apartado claramente del precedente 
plasmado por la Corte Suprema de Justicia en múltiples sentencias de casación, sin 
fundamentación suficiente, y pasar por encima del principio de favorabilidad que obliga 
a que en caso de duda en la interpretación de una ley, se aplique aquella que sea más 
favorable al trabajador, incurrió en vía de hecho. 
  
2)    La sentencia de casación de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia bajo 
estudio también constituye una vía de hecho. Lo anterior en virtud de que a pesar de 
afirmar claramente que el accionante sí debería gozar del derecho a pensión, según la 
jurisprudencia unificada de la Sala Laboral de la Corte desde la sentencia 10803 de 
julio 29 de 1998, M.P. José Roberto Herrera Vergara, dándole primacía al derecho 
procesal sobre el sustancial, no casó la sentencia objeto del recurso por falta de 
técnica de casación, incurriendo así en un exceso ritual manifiesto. Valga reiterar que 
la Sala de Casación Laboral admitió expresamente el derecho en los siguientes 
términos:  
  
No obstante que por razones de técnica la acusación no tuvo éxito, la Corte hace la 
corrección doctrinaria al Tribunal, en la medida en que debió considerar que, pese a que 
el actor llevaba más de 15 años de servicio a la fecha de la expedición de la ley 33 de 
1985, también lo era que tenía laborados más de 20 años al Estado, en condición de 
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 Ver sentencia 7592 de 1996, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral –Sección 
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empleado oficial, de donde resultaba beneficiario de la pensión de jubilación en los 
términos previstos por el inciso primero de la mencionada norma. De suerte que cuando 
se produjo su retiro tenía cumplido el tiempo de servicios, faltándole únicamente el 
requisito del cumplimiento de la edad, 55 años.  
  
El hecho de que el trabajador oficial haya estado afiliado a la seguridad social 
institucional es irrelevante para el disfrute de la pensión oficial, porque de todas 
maneras, el ISS asume su pago una vez el trabajador cumpla los 60 años de edad, que 
es el límite temporal fijado por los reglamentos de dicha entidad para iniciar el disfrute de 
la pensión de jubilación por vejez que ella reconoce. 
  
Esta Sala ya se ha pronunciado en cuanto al disfrute de la pensión de jubilación 
para los trabajadores oficiales, aún en el evento de haber estado afiliados y cotizando al 
ISS para riesgos de vejez, entre cuyo pronunciamiento se destacan el radicado bajo el 
número 13336 y el 10803 del 29 de julio de 1998, que memora la censura 
  
El anterior párrafo demuestra que la Sala de Casación Laboral encontró probada la 
violación al derecho fundamental a la pensión de jubilación del señor Florentino 
Enrique Méndez Espinosa con base en su reiterada jurisprudencia, pero, a pesar de 
dar por demostrada la violación no protegió el derecho por estrictas razones de la 
técnica de casación. Por tanto, la Sala de Casación Laboral le dio prelación al derecho 
procesal cuando ha debido darle primacía al derecho sustancial.  
  
Esa Sala desfiguró el derecho procesal al eliminar su naturaleza de medio para la 
efectiva realización del derecho sustancial56 al exigir, casi con la rigurosidad de 
un  formulismo, que el casacionista desvirtuara uno por uno los argumentos de la 
sentencia que se casaba sin admitir como válidas la cita de la norma que se 
consideraba infringida y la explicación de su correcta aplicación57.  
  
Como ya se estudió en la parte considerativa, la Corte Suprema de Justicia a través de 
sus salas de casación tiene el deber de velar por la protección de los derechos 
fundamentales de quienes acuden a la administración de justicia en búsqueda de la 
efectividad de sus derechos.  En el caso bajo estudio, la Sala Laboral, al no casar la 
sentencia, infringió el artículo 228 de la Carta Política y el derecho al debido proceso, 
consagrado en el artículo 29 de la Constitución, a sabiendas de que era ella la última 
alternativa de protección del derecho a pensión de jubilación del señor Méndez.   
  
                                                 
 
56
 Ver entre otras sentencias No 13336 de julio 6 de 2000, M.P. Fernando Vásquez Botero, 
13783 de julio 11 de 2000, M.P. Luis Gonzalo Toro Correa, 13279 de septiembre 19 de 2000, 
M.P. Luis Gonzalo Toro Correa (todas contra el Banco Popular), y  10803 de julio 29 de 1998, 
M.P. José Roberto Herrera Vergara la cual inició la línea jurisprudencial en esta materia. 
57
 Ver, entre otras, las sentencias C-1065 de 2000, T-321 de 1998,  C-586 de 1992, C-058 de 
1996 y C-684 de 1996 
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Para esta Sala el derecho a pensión de jubilación del señor Méndez se configura en 
fundamental porque en la actualidad de este depende la protección del mínimo vital del 
accionante quien, según lo manifiesta en la demanda, está desempleado, tiene 59 
años de edad y no cuenta con otros medios de subsistencia.  
  
El comportamiento de la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, se distancia de las 
consideraciones expuestas en el fundamento 5.2.2. Que tienen su sustento en  la 
Constitución. En efecto, existían dos cargos en los cuales el accionante manifestaba 
claramente que el Tribunal había inaplicado la norma debida al caso concreto o había 
aplicado una interpretación desfavorable del ordenamiento jurídico vigente. La Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, observó que el señor Méndez 
Espinosa tenía derecho a su pensión de jubilación, configurado en fundamental en el 
caso en estudio, trayendo a colación las normas y jurisprudencia que habían sido 
citadas por el casacionista en sus cargos. Sin embargo, encontró falta de técnica de 
casación en la interposición de los cargos, y por esta razón no casó la sentencia 
cayendo en un exceso ritual manifiesto. 
  
Por último, se estudiarán las objeciones presentadas por la Corte Suprema de Justicia 
en cuanto a la validez del fallo del Consejo Superior de la Judicatura y la supuesta 
desvinculación procesal de la Corte Suprema en virtud de la no condena en primera 
instancia. 
  
La Sala considera necesario aclarar que no le es válido alegar a la Corte Suprema que 
al haberse mantenido incólume el fallo de casación en estudio en la primera instancia 
de tutela se había producido una desvinculación de esta alta corporación del proceso 
de tutela.  En efecto, como aparece probado en el expediente, el Consejo Seccional de 
la Judicatura vinculó mediante debida notificación a la Corte Suprema de Justicia al 
proceso de tutela. Frente a tal notificación, la Corte no presentó respuesta alguna lo 
que no implica el desconocimiento del proceso en su contra.  
  
A menos que el accionante hubiera desistido de la acción contra la Corte Suprema, 
hecho que no sucedió, esta entidad continuaba vinculada porque no hay norma 
procesal alguna en materia de tutela que disponga que de no concederse la tutela en 
primera instancia, la entidad accionada se desvincula siendo necesario trabar una 
nueva litis contra ésta. Razón ésta que se complementa con el hecho de que una vez 
surtida la primera instancia no hay una decisión en firme que determine que las 
entidades no condenadas se desvinculan de plano del proceso. Es por esto que de ser 
impugnada una decisión, el ad quem en el conocimiento del caso puede condenar a 
quien había sido absuelto, sin necesidad de volverlo a vincular, como ha sucedido en 
innumerables fallos de tutela.   
  
106 Propuesta para armonizar la técnica del recurso de casación y el principio de 
oralidad. El Derecho fundamental frente al Derecho sustancial 
 
 
Cuestión distinta es que en segunda instancia, si el ad quem considera que una 
entidad que no ha sido vinculada al proceso puede estar relacionada con la presunta 
vulneración del derecho fundamental, la notifique para que entre a ser parte del 
proceso teniendo oportunidad de ejercer su derecho de contradicción. Derecho éste 
que por haber sido notificada la Corte desde el inicio de la acción de tutela, no fue 
vulnerado por los jueces de instancia; bien podía la Sala de Casación Laboral de la 
Corte, si lo consideraba oportuno, haber presentado contestación a la acción durante 
el desarrollo del proceso. 
  
Objeta la Corte Suprema la validez del fallo del Consejo Superior de la Judicatura en 
cuanto a que uno de los magistrados que aclararon el voto realmente realizó un 
salvamento de voto lo que haría que no existiera mayoría para apoyar el proyecto que 
se constituyó en sentencia de tutela de segunda instancia.  La Sala estima que tal 
afirmación no es válida porque  el Conjuez que en su momento aclaró voto así lo 
manifestó al escribir bajo su firma “con aclaración de voto” y al denominar su escrito 
“aclaración de voto”. Al hacerlo así se demuestra que era consciente de que apoyaba 
la parte resolutiva así no se encontrara de acuerdo con la parte motiva de la sentencia. 
Lo anterior da plena validez a su voto y alcanza a completar la mayoría necesaria para 
adoptar el proyecto de fallo presentado por el Doctor Juan Manuel Charry Urueña 
como sentencia definitiva. 
 
Por tal motivo esta Sala dejará sin validez jurídica el pronunciamiento de la Corte 
Suprema  de Justicia, Sala de Casación Laboral (…)58 
 
La posición jurídica de la Corte Constitucional, frente al recurso de casación, por su 
rigurosidad y técnica que puede en determinados momentos, desconocer los derechos 
fundamentales o sustanciales de los ciudadano, es debatida por la Corte Suprema de 
Justicia, órgano competente para conocer de este recurso, y que se pronuncia, sobre 
la inconformidad del trato dado por el Alto Tribunal Constitucional, análisis que 
procedemos a realizar. 
 
                                                 
 
58 Referencia: expediente T-495885 Peticionario: Florentino Enrique Méndez Espinosa. 
Accionados: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, y Tribunal Superior 
de Bogotá, Sala Laboral. Temas: Eficacia de la casación para la protección de derechos 
fundamentales. Deber de protección de los derechos fundamentales en casación. Vía de 
hecho por exceso ritual manifiesto. Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO 
MONROY CABRA 
 
 107 
 
 
3.3 La Corte Suprema de Justicia y el Recurso de 
Casación en Colombia 
Siendo la Corte Suprema de Justicia, el órgano constitucionalmente creado para 
conocer del recurso de casación, el cual como lo desarrollamos en el primer capítulo 
de este trabajo, tiene desde su origen una estructura rígida para su presentación y 
decisión.  
 
El análisis de los pronunciamientos de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema 
de Justicia, realizado en este trabajo, son el soporte de las propuestas que se 
presentan para finalizar esta investigación, en las cuales pretendemos dar a entender 
al lector, que el principio de oralidad, como herramienta válida dentro del proceso del 
recurso de curso de casación, puede armonizar la formalidad del derecho procesal de 
la técnica del recurso y el derecho sustancial referido al derechos de los  ciudadanos, 
en cuanto a los derechos laborales se refiere.  
 
El recurso extraordinario de casación, no es una instancia, conforme lo indica la Corte 
Suprema de Justicia, de tal forma que para la impugnación de la sentencia, no basta 
con formular un alegato en donde el peticionario manifieste los motivos de su 
inconformidad, por ello se debe presentar una demanda en forma, acorde con la 
finalidad que se persigue y ajustada a los preceptos adjetivos que informan la materia, 
entre los que se encuentra el alcance de la impugnación.  
 
De tal forma que siendo el recurso de casación, para la Corte Suprema de Justicia, 
una demanda diferente a la presentada en las dos primeras instancias, no puede 
entenderse la violación de derecho sustancial alguno, las peticiones del recurrente son  
diferentes a las del proceso primigenio, y deben  ir  en dos aspectos: a) lo que se pide 
a la Corte como Tribunal de Casación  respecto del fallo acusado y los motivos de la 
equivocación del mismo, b) lo que se solicita que la Corte haga como Tribunal de 
instancia y como consecuencia de la Casación de la sentencia censurada.  
 
Por lo anterior, la determinación de la Corte Suprema de Justicia, debe estar orientada 
al estudio del fallo de primera instancia, en tanto este por la falta de la decisión de 
segunda instancia, ocupa su lugar, y será la decisión objeto de revisión.  
 
De esta forma, la técnica de la casación puede, como lo pretendemos proponer en 
este trabajo, permitir el desarrollo de una verdadera audiencia, en la que se haga 
efectivo el principio de la oralidad, en tanto, la inexistencia de uno de los dos requisitos 
anteriores, dejaría incompletas las peticiones y en consecuencia, por el rigor ya 
expresado en el capítulo primero, la Corte como órgano competente no podría entrar a 
suplir las deficiencias del recurrente en la presentación de sus pretensiones.  
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La Corte Suprema de Justicia, expone lo anterior, en plena contradicción con el dicho y 
cuestionamiento de la Corte Constitucional en sentencia expedida bajo la Radicación 
No.1339659. Magistrado Ponente: Luis Gonzalo Toro Correa de fecha diecinueve (19) 
de marzo de dos mil dos (2002), en la cual se señaló:  
 
Son de jerarquía constitucional los postulados según los cuales la Corte Suprema de 
Justicia es el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria; los jueces en sus providencias, 
solo están sometidos al imperio de la ley; las decisiones de éstos son independientes, 
los términos procesales deben ser observados so pena de ser sancionado su 
incumplimiento; y el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
 
Lo anterior supone el establecimiento, a nivel constitucional, de unos lineamientos que 
colocan a la Corte Suprema como responsable de una función judicial específica cuyo 
ejercicio y resguardo implica, por tanto, el respeto mismo a la Carta Política. 
 
En ese orden de ideas, la Corte Suprema al desempeñar sus funciones, está 
garantizando el desarrollo del orden jurídico impuesto por la Constitución, que la 
estableció como órgano límite, no por un simple acto de imposición formal, sino porque 
en un orden jerárquico todo proceso de decisión debe tener un final y ese fue el 
establecido en la Carta al darle efecto de intangibles a las determinaciones de la Corte 
Suprema. 
 
Dentro de tal concepción, debe entenderse que con estas decisiones se desarrolla el 
postulado de defensa de los derechos fundamentales, pues no es concebible la 
colisión que representaría que una resolución final, según la propia Constitución, 
pudiera ser vulnerada bajo el supuesto de su oposición a un derecho fundamental. 
 
  
Los límites reconocidos al recurso de casación, como decisión encomendada a la 
Corte Suprema por la misma Carta, provienen de la naturaleza del fallo 
correspondiente, de los fines que a esta institución se le reconocen y del procedimiento 
especial al que debe ajustarse su trámite. 
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 Corte Suprema de Justicia. Radicación No.13396. Acta  No.11. Magistrado Ponente: LUIS 
GONZALO TORO CORREA. Bogotá D.C., diecinueve (19) de marzo de dos mil dos 
(2002).  
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Debe tenerse presente que dentro de tales parámetros quedan involucrados los 
conceptos de cosa juzgada, como verdad judicial incontrovertible, y de seguridad 
jurídica, como una consecuencia de aquella y fundamento necesario de la convivencia 
social.  Esta última, a su vez como fin del Estado, es la que legitima en mayor grado la 
exigencia de inmutabilidad de las decisiones del Cuerpo Judicial requerido para 
expresar el dictamen final. 
 
También debe destacarse la consagración constitucional de la función como Tribunal 
de Casación que se le asigna a la Corte Suprema, en la cual actúa, además, como 
garante de enmienda de las violaciones a las normas de derecho sustancial en que se 
incurre en el desarrollo de la aplicación del derecho ordinario. 
 
Por tanto, pretender el desconocimiento de un pronunciamiento hecho por vía de 
casación, subvierte el respeto que a la Constitución misma se le debe tener como 
Norma Máxima y dentro de la concepción abstracta de representar ella, en sí misma, el 
orden jurídico y de consagrar, además, la primacía de la ley como único sendero 
imperativo para las decisiones judiciales.  La ley es la concreción de los postulados 
abstractos previstos en la Carta y por ello al garantizar su recta aplicación, por la vía 
del juicio de legalidad que es propio de la casación, éste recurso extraordinario está 
permitiendo la defensa misma de la Constitución.  No debe olvidarse que la ley se 
presume avenida a ella mientras no sea declarada inexequible o no resulte de bulto su 
inaplicación por la evidente contradicción de los postulados constitucionales. 
 
La casación a su vez, y ateniéndose en ello a otro mandato superior, debe respetar las 
reglas fijadas para su procedencia, previstas en la misma ley procesal, que por su 
parte es la garante del debido proceso y dentro de él, del derecho de defensa. 
 
No es concebible, por tanto, la posibilidad de una orden contraria a una decisión de 
casación. Configura un imposible jurídico el cumplimiento de una determinación tal y 
nadie está obligado a lo imposible.  
 
La proliferación de tutelas contra fallos de casación, proviene de la incomprensión 
acerca de los cometidos institucionales a que ella corresponde lo que ha sido 
auspiciado por la propia jurisprudencia constitucional en una aplicación inapropiada y 
desintegradora del ordenamiento jurídico. 
 
Los razonamientos a que se acude en este tipo de decisiones de tutela permiten 
comprobar que se trata más de juicios al sistema que de reales atentados a los 
derechos fundamentales. Luego si los ordenamientos casacionales no desarrollan los 
principios y valores consagrados en la Constitución, como se les juzga en este tipo de 
decisiones, lo políticamente correcto sería reformarlos y no mantenerlos para seguir 
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acusándolos a través de la tutela con los costos que para el sistema democrático, el 
poder judicial y la confianza en general ello implica. 
 
Todo lo anterior ha generado la desarticulación del sistema, dando lugar a que la tutela 
se preste a propósitos no claros de desconocimiento de los fallos y de la seguridad 
jurídica expresión del Estado sometido al derecho en una explosión de litigiosidad 
inmanejable. 
 
Los razonamientos a que se acude en esta clase de fallos ponen en evidencia lo 
alejados que se encuentran de la protección de los derechos fundamentales.  Las más 
de las veces son juicios despóticos sobre un supuesto deber ser procesal a manera de 
instancia adicional del proceso ordinario, cuando no se expresan como postura 
manifiestamente defensiva de la inocencia o interés del accionante, con lo cual al fallo 
demandado termina superponiéndosele uno nuevo fundado en razones distintas a las 
debatidas. 
 
Esta irracionalidad tiene dos manifestaciones claves: 
 
a) La deslegitimación del poder judicial por el propio poder judicial (constitucional)  
sin  que  logre establecerse si ello es expresión del debate de paradigmas sobre 
teoría jurídica, que no parece si se observa el tipo de motivaciones que se 
consagran en estos fallos, o a una instrumentalización de la jurisdicción 
constitucional y su carácter difuso, para hacer prevalecer intereses de algunos 
sectores o personas en particular.  
 
b) El fraude y la invalidación manifiesta del querer del constituyente por configurar un 
poder judicial independiente.  Su prescripción porque los jueces en sus fallos sólo 
estén sometidos al imperio de la ley no rige.  El mandato de abstención a las 
autoridades públicas (incluidos los jueces de constitucionalidad) de no interpelar la 
labor de los jueces en sus decisiones de expreso enunciado constitucional ha sido 
derogado.”    
 
En la misma sentencia, el cuerpo colegiado, deja en claro su función constitucional 
como único órgano competente para conocer del recurso de casación y en 
consecuencia, la justificación de la rigurosidad de la técnica para presentar este escrito 
por parte de los ciudadanos, considerando:  
 
A).- FUNCION DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EN CASACIÓN. 
 
1.- El artículo 234 de la Constitución Política de Colombia erige a la Corte Suprema de 
Justicia como “...el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria...” y en tal condición, le 
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es asignada por el artículo 235 ibídem, entre otras funciones, la de “Actuar como 
Tribunal de Casación”.  
 
La necesidad de encomendar a un órgano superior el fin de las decisiones judiciales 
en materia civil, laboral y penal y la legitimidad que encarna dentro de esas ramas la 
Corte Suprema de Justicia, llevó al constituyente de 1991 a erigir a esta Corporación 
en “máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria”, así está plasmado paladinamente en 
el artículo de la Constitución Política en comento, que no admite una lectura diferente 
de la que fluye de ese claro precepto superior. Es elemental que si hay un organismo 
máximo, las decisiones que él profiera de ninguna manera y bajo ningún pretexto 
pueden ser revocadas, anuladas o desconocidas por ninguna autoridad porque la 
propia Constitución les da el sello de intangibilidad; ellas son las últimas y las 
definitivas dentro de la respectiva especialidad. Por consiguiente, las decisiones que 
en ese especial carácter profieren las Salas de la Corte Suprema se consideran 
acertadas y legítimas, no porque esta Corporación les asigne tal condición, sino 
porque es la propia Carta fundamental la que lo discierne al situarla en la cúspide de la 
jurisdicción ordinaria.  
 
Así lo reconoció la Corte Constitucional al efectuar la revisión de la que posteriormente 
sería la Ley 270 de 1996 o Estatutaria de la Administración de Justicia, al analizar el 
artículo 17 referente a las funciones de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia 
frente a las disposiciones del Estatuto Superior, concretamente al artículo 234. En los 
siguientes términos se expresó esa alta Corporación: 
 
Esta norma (artículo 234 de la Constitución) señala que la Corte Suprema será dividida 
por la ley en salas, las cuales conocerán de sus asuntos en forma ‘separada’, salvo que 
se determine que en algunas oportunidades se estudiarán materias por la Corporación 
en pleno. En ese orden de ideas, las atribuciones que el artículo 235 de la Carta le 
atribuye a la Corte, en particular la de actuar como tribunal de casación y la de juzgar a 
los funcionarios con fuero constitucional, deben entenderse que serán ejercidas en 
forma independiente por cada una de sus salas, en este caso, por la Sala de Casación 
Penal. De lo anterior se infieren, pues, varias conclusiones: en primer lugar, que cada 
sala de casación – penal, civil o laboral – actúa, dentro del ámbito de su competencia, 
como máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria; en segundo lugar, que cada una de 
ellas es autónoma para la toma de las decisiones y, por lo mismo, no puede inferirse en 
momento alguno que la Constitución definió una jerarquización entre las salas; en tercer 
lugar, que el hecho de que la Carta Política hubiese facultado al legislador para señalar 
los asuntos que deba conocer la Corte en pleno, no significa que las salas de casación 
pierdan su competencia o que la Sala Plena  sea superior jerárquico de alguna de ellas.  
 
En otras palabras, la redacción del artículo 234 constitucional lleva a la conclusión 
evidente de que bajo ningún aspecto puede señalarse que exista una jerarquía 
superior, ni dentro ni fuera, de lo que la misma Carta ha calificado como máximo 
tribunal de la jurisdicción ordinaria. (Sentencia No.C-037/96). 
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2.- La abundante literatura sobre el recurso de casación enseña que es consubstancial 
al mismo la existencia de un tribunal especializado que conozca de él. La Constitución 
Política fue consciente de ello al asignarle a la Corte Suprema de Justicia de manera 
privativa la “atribución” de conocer del recurso de casación. Siendo ello así resulta 
innegable que este medio de impugnación no tiene una consagración simplemente 
legal sino una clara contemplación en la Carta Fundamental y que cuando el órgano 
constitucionalmente competente cumple con la regulación legal que lo disciplina está 
obedeciendo el ordenamiento superior, siéndole vedado a cualquier otra autoridad 
inmiscuirse en sus decisiones, independientemente de la motivación que le asista para 
ello. Lo contrario conduciría al contrasentido de instituir en un órgano el control del 
recurso de casación y considerar contrarias a la Constitución sus decisiones, cuando 
éste en ejercicio de sus atribuciones dicta  sentencias con arreglo a las normas que lo 
regulan. 
 
La particular naturaleza, características y finalidades del recurso impone que sea un 
tribunal especializado, situado constitucionalmente en la cúspide de la estructura 
judicial, a través de sus Salas de Casación, a quien corresponda de manera privativa 
su conocimiento y decisión. Si esa indiscutible atribución constitucional se compartiera 
con cualquier otra autoridad judicial, o lo que es peor, se permitiera la revisión de sus 
decisiones por otro organismo, obviamente se desnaturalizaría el recurso mismo y se 
quebrantaría el texto constitucional que entrega a la Corte Suprema la función 
exclusiva de decidir definitivamente sobre los asuntos atinentes al mismo. 
 
3. Desde su misma creación, se ha entendido y reconocido, no solo por esta misma 
Corporación, sino, además, por la Corte Constitucional, que la Casación no es una 
tercera instancia, donde se deba recomponer el litigio, pues éste formalmente concluye 
con la ejecutoria de la sentencia de único, primer o segundo grado, la cual goza de la 
presunción de legalidad y acierto, como consecuencia necesaria de la aplicación del 
principio de cosa juzgada (verdad legal). 
 
4.- La competencia de la Corte Suprema de Justicia, frente a tales actos, como 
máximo Tribunal de Casación, es restringida y extraordinaria. 
 
Es restringida porque su función está limitada a hacer el examen comparativo, que le 
proponga el recurrente, de la sentencia impugnada con la ley, con el fin de preservar el 
imperio de ésta y unificar la jurisprudencia nacional. Examen que solo puede estar 
circunscrito a la demanda de casación, pues no puede olvidarse que para la 
contraparte, como lo ha afirmado la propia Corte Constitucional, (sentencia C-543/92) 
la sentencia con autoridad de cosa juzgada representa, para la parte favorecida, un 
título dotado de plena validez y oponible a todo el mundo, pues crea una situación 
jurídica indiscutible a partir de la firmeza del fallo. 
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Es extraordinaria porque no todas las sentencias son susceptibles de ser acusadas por 
este mecanismo. 
 
5.- Desde este punto de vista, y dado el carácter extraordinario del recurso, se ha 
entendido ecuménicamente que la demanda de casación debe estructurarse con 
acomodo estricto a los preceptos legales, con sus desarrollos doctrinales y 
jurisprudenciales, siendo el derrotero único para la labor de la Corte, quien carece de 
facultades para actuar de oficio a fin de enmendar o corregir los defectos de que dicha 
demanda pueda adolecer. 
 
6.- Sólo en este ámbito, mirado a grandes rasgos, puede desarrollar la Corte su 
actividad en orden a cumplir su función como Tribunal de casación. Como puede 
verse, entonces, ese es su papel asignado por el legislador y tiene que desenvolverse 
con cumplimiento estricto a las formas legalmente establecidas, so riesgo, en caso de 
no hacerlo, de ser ella la infractora de la ley. 
 
3.4 Propuestas para Armonizar la Rigurosidad del 
Recurso de Casación frente la Garantía de los 
Derechos Laborales mediante el Principio de 
Oralidad.  
Una vez consideradas las posiciones de las Altas Cortes, en donde no se puede 
dilucidar si, la parte dogmática irradia y tiene prevalencia sobre la parte orgánica o 
estructural de la justicia, las propuestas de armonizar el recurso de casación y los 
derechos sustanciales, está dada bajo el amparo del principio de la oralidad, dentro de 
ellas, consideramos:  
 
1. Consolidación de los principios de inmediatez, concentración y publicidad del 
proceso laboral en el recurso de casación.  
 
Dentro de nuestro estudio, consideramos que el principio de oralidad, obedece al 
desarrollo de tres principios procesales, claramente identificables dentro de la 
estructura de un proceso judicial, y para nuestro caso en particular, el derecho 
procesal laboral, los cuales si el juez de casación, los desarrolla en el mismo sentido, 
podrá reflejar la seguridad jurídica en su decisión como lo hacen o dan la idea de serlo, 
los jueces de primera y segunda instancia, a los ciudadanos:   
 
a) La inmediatez: Bajo este principio el juez practica las pruebas, tiene contacto 
directo con las partes, con los terceros intervinientes en el proceso, se forma el 
convencimiento de la posible verdad de los hechos, materia de discusión.  
114 Propuesta para armonizar la técnica del recurso de casación y el principio de 
oralidad. El Derecho fundamental frente al Derecho sustancial 
 
 
b) Concentración: podemos considerarlo como la materialización de la 
humanización de derecho laboral a través de la justicia, en tanto el juez que 
considere la necesidad de un medio probatorio que determine su decisión, 
ordena practicarlo, a fin de tener una visión completa de los hechos materia de 
discusión, y tomar una decisión ajustada a la verdad procesal.  
c) Publicidad: permite a los ciudadanos mantener el control de la decisión 
judicial, tener en forma directa del operador judicial, las razones de la decisión y 
la congruencia de la misma con las evidencias del proceso.  
 
En la técnica de la casación, la Corte mediante el desarrollo de una audiencia de 
trámite, puede permitirle a las partes tener contacto con los juzgadores y en la misma 
forma como lo hacen los a quos, escuchar a viva voz el sustento del recurso.  
 
Es compatible la ejecución del principio de oralidad en este procedimiento, en tanto la 
rigurosa técnica, del escrito de recurso, es compatible con la sustentación de sus 
argumentos en audiencia posterior a la admisión del recurso y presentación del escrito 
de oposición de la parte.  
 
Teniendo la Corte Suprema de Justicia,  claras disposiciones constitucionales y legales 
que determinan su competencia funcional y orgánica, respecto del trámite del recurso 
de casación en los procesos laborales  en el país y la experiencia del análisis de sus 
decisiones a través de los pronunciamientos de la Corte Constitucional,  en donde 
expone su contrariedad a dar la prevalencia a una técnica jurídica, sobre el derecho 
sustantivo, se puede armonizar los dos criterios, permitiendo en el proceso del recurso 
de casación, la inmediación con los magistrados en sala,  considero necesario que el 
Congreso de la República expida una norma que reglamente la aplicación del principio 
de oralidad dentro de la técnica del recurso de casación,  de acuerdo con las 
necesidades de los ciudadanos,  en el cual los términos sean perentorios, de 
obligatorio cumplimiento e inmodificables por las partes y órganos competentes, so 
pena de sanciones judiciales e investigaciones disciplinarias u otras sanciones, para 
garantizar los principios de eficacia y celeridad en la administración de justicia, certeza 
del inicio y fin del proceso para los interesados, y lo más importante, se le devuelva a 
la ciudadanía la confianza en la transparencia y efectividad de las decisiones de los 
jueces, para que los ciudadanos se hagan una idea de la calidad y honestidad, de los 
miembros de la rama judicial y en mayor interés, de los miembros de las Altas Cortes 
que hacen parte de la justicia ordinaria. 
 
Existe una relación directa entre la visión de injusticia que se tiene en el adelanto de 
los recursos de casación, por la demora en el tiempo, el desconocimiento del juez por 
parte del ciudadano, que tiene la idea de ser juzgado en secreto y el incumplimiento de 
los términos establecidos para la toma de la decisión final, en la que tiene puesta sus 
 115 
 
 
esperanzas un trabajador y toda su familia, de tal suerte que, existiendo normas que 
regulan la técnica del recurso de casación y que facultan a la Corte Suprema de 
Justicia, para hacer efectiva su aplicación,  corresponde al Ministerio del trabajo, 
Ministerio de la Justicia y del Derecho, así como al legislador, acompañar a la Corte 
Suprema de Justicia, en la implementación efectiva del principio de oralidad, dentro del 
proceso de casación de sentencias. 
 
En síntesis, mucha tranquilidad social, confianza en la justicia y mejoramiento de las 
relaciones laborales,  ganaría el País si hubiesen garantías transparentes y más 
democráticas para el acceso a la justicia en todos sus niveles , ya que, como se dijo al 
inicio de esta investigación, el Estado colombiano es, a todas luces, el principal 
empleador del País, y aquel que, en razón de su carácter de Estado Social de 
Derecho, mejor debiera considerar el trabajo como un derecho social fundamental y 
como una cuestión de dignidad humana, a través de la garantía de acceso a la justicia.  
 
Una vez que desarrollados los argumentos en los que exponemos la importancia del 
recurso de casación en las acciones laborales, su rigurosa técnica y la importancia del 
principio de oralidad en el derecho laboral sustantivo y procesal, es  congruente 
establecer que en la implementación de la oralidad dentro del procedimiento judicial 
laboral,  se constituyó el redimensionamiento del juez como director del proceso y el  
esquema de dos audiencias a través de actuaciones predominantemente orales, las 
cuales pueden ser, por lo menos una retomada en el proceso desarrollado para el 
trámite del recurso de casación.  
 
Con el desarrollo del principio de oralidad,  no se busca descongestionar la jurisdicción 
laboral, pues la sala de casación laboral de la Corte Suprema de Justicia, permanece 
congestionada, pero si podría  lo que hace suponer que el problema será aún mayor 
en tratándose de la Capital de la República o de ciudades con mayor número de 
procesos. 
 
Esta crítica parte de asimilar un modelo procesal concebido al interior de un sistema 
jurídico, como lo es el proceso laboral regido por el principio de oralidad, con una 
medida administrativa  que permita en la técnica del recurso de casación, que las 
partes tengan oportunidad de exponer ante los magistrados, juzgadores de sus 
argumentos, las razones de la causal escogida para su recurso.  
 
Con ello se puede instituir un proceso que satisfaga las exigencias de transparencia, 
publicidad y contradicción inherentes a todo ejercicio del poder público en las 
sociedades democráticas actuales; y garantizar un mecanismo orientado a racionalizar 
las cargas laborales de la sala de casación laboral.  
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En cuanto a la situación que aquí se plantea, debe tenerse en cuenta que si se respeta 
la estructura y la dinámica del proceso oral; es decir, si los magistrados, las partes y 
los intervinientes cumplen estrictamente las cargas derivadas de los roles que 
desempeñas al interior del proceso, cuidándose de incurrir en las malas prácticas que 
proliferaban en sistema escrito, las decisiones judiciales derivadas del recurso de 
casación, no tendrían por qué demorarse años como sucede hoy.  
 
Entonces, es evidente que la oralidad plantea un  modelo diferente de justicia, para la 
administración en el ámbito de las relaciones laborales y no una respuesta de simple 
publicidad de los procesos ante la sociedad.  
 
Una de las limitaciones que presenta el principio de la oralidad, en los procesos de 
primera y segunda instancia es que el juez no puede adelantar más de una audiencia 
al mismo tiempo. De esta forma, se considera que las bondades del principio de 
oralidad en los procesos laborales, se bloquea cuando por la inmediación de la prueba, 
el juez solo puede atender una audiencia por cada momento, hecho que puede 
superarse ante la Corte Suprema de Justicia, presentando las partes el recurso de 
casación, ante el magistrado ponente, encargado de proyectar el fallo final.  
 
Finalmente, hay que decir que constituye si el derecho procesal ha evolucionado en 
todas las áreas del derecho, a la aplicación del principio de oralidad, generando en los 
ciudadanos una mayor confianza en sus jueces, debe considerarse la posibilidad de 
este mismo desarrollo al interior del trámite del recurso de casación, manteniendo 
incólume la detallada técnica de presentación del recurso.  
 
Por todo lo anterior, consideramos que las ideas contrarias respecto de la rigurosidad 
de la técnica del recurso de casación frente el reconocimiento de los derechos 
fundamentales y sustanciales, en las que se han visto enfrentadas las altas cortes, 
pueden ser conciliadas, a través de la implementación del principio de oralidad, con 
todas sus formalidades procesales, en una de las etapas del proceso laboral dentro del 
trámite del recurso de casación, y abandonar la simple enunciación de tal momento, 
sin conseguir el desarrollo efectivo del mismo.  
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4. Conclusiones y Recomendaciones 
Dentro de los elementos que deben atender, quienes asuman la misión de garantizar 
el principio de oralidad, dentro del proceso laboral en el trámite de recurso de casación 
están:  
1. Eliminar las creencias, prevenciones  que se reflejan entre los operadores jurídicos  
y en particular de los trabajadores y  empleadores, de que el contacto con el juez 
natural, puede contaminar el proceso y/o dar cabida a la corrupción procesal.  
 
2. Considerar que no todos los procesos que son sujetos al recurso de casación, 
requieren del desarrollo efectivo del principio de oralidad, pero sí de la garantía de la 
inmediación, para conservar la seguridad jurídica en las decisiones judiciales, respecto 
de este recurso.   
 
3. Acudiendo a las muy detalladas características del recurso de casación y del  
principio de oralidad, en tratándose de asuntos laborales, podría establecerse 
estándares para la aplicación y garantía de la oralidad, que armonicen las actuaciones 
que cumplen las partes en la primera y segunda instancia, con la tercera.  
 
4. Se debe fomentar la conciencia entre los juzgadores y los tribunales, que el acudir al 
recurso de casación, requiere del conocimiento y manejo de la técnica de este recurso, 
para que no se congestione la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, con 
procesos que solo buscan dilatar una decisión y en consecuencia afectar aquellos 
procesos que si ameritan el trámite de este recurso.  
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